N* 217 - TOMO 453 


10 DE JUNIO DE 2008 


ES 
Y) 


REPUBLICA ORIENTALDEL URUGUAY 


DIARIO DE SESIONES 
DE LA 
CAMARA DE SENADORES 


CUARTO PERIODO ORDINARIO DE LA XLVI LEGISLATURA 


21* SESION ORDINARIA 


PRESIDE EL SEÑOR RODOLFO NIN NOVOA 
(Presidente) 


ACTUAN EN SECRETARIA LOS TITULARES ARQUITECTO HUGO RODRIGUEZ FILIPPINI 
Y SEÑOR SANTIAGO GONZALEZ BARBONI 


1) 


2) 


3) 


4) 


SUMARIO 
Páginas Páginas 
Texto dela citación.......oooooocoooconnnnnoncconnncnnrccncnoss 201 Derechos del Consumidor; a la Liga Nacional de 


ES DE 201 
Asuntos entradoS.....ccoomccnonocccncnncccnnosccnnnnccnnnnos 202 
Exposiciones escritaS.......oomoommosmmsssssrssrocoonos». 203 


- El señor Senador Lapaz, solicita se curse una 
exposición escrita con destino a la Presidencia 
de la República, a los Ministerios de Economía 
y Finanzas, Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, de Desarrollo Social, de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y de Turismo; a 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto; a los 
Bancos de la República e Hipotecario; a la Agen- 
cia Nacional de Vivienda; a la Asociación de 
Escribanos del Uruguay; a la Cámara Inmobilia- 
ria Uruguaya; a la Oficina de Defensa de los 


Inquilinos; y a los Municipios y Juntas Depar- 
tamentales y Autónomas de nuestra patria. 


- Se procederá de conformidad. 
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- Por Secretaría se da cuenta de las inasisten- 
clas registradas a las últimas convocatorias del 
Cuerpo y de sus Comisiones. 
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- El Senado concede las licencias solicitadas 
por los señores Senadores Ríos, Heber y 
Fernández Huidobro. 


200-C.S. 


Notas de desistimiento. Las presentan los se- 
ñores León Lev, Gonzalo Gaggero y Ambrosio 
Barreiro 


7) Bajacobertura contra la gripe en niños de cor- 
ET AAA 


Manifestaciones del señor Senador Lapaz. 


Por moción del señor Senador, el Senado resuel- 
ve enviar la versión taquigráfica de sus palabras 
a la Presidencia de la República; a los Ministe- 
rios de Salud Pública, de Desarrollo Social y de 
Educación y Cultura, ala Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto; INAU; ANEP y sus Consejos 
Desconcentrados; y a todas las Direcciones 
Departamentales de Salud Pública, Intenden- 
cias Municipales, Juntas Departamentales y Au- 
tónomas del país. 


S) Rebajas de tarifa de OSE para las Intendencias. 


Manifestaciones del señor Senador Lapaz. 


Por moción del señor Senador, el Senado resuel- 
ve enviar la versión taquigráfica de sus pala- 
bras a la Presidencia de la República; al Directo- 
rio de OSE; a los Ministerios de Economía y 
Finanzas, de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente y Desarrollo Social; a la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto; al Con- 
greso de Intendentes; y a los Municipios y 
Juntas Departamentales y Autónomas de todo 
el Uruguay. 


9) Señor Presidente de la República, doctor Tabaré 
Vázquez. Solicitud de autorización para ausen- 
tarse del territorio nacional ...... OIT A 


El señor Presidente de la República solicita au- 
torización para ausentarse del territorio nacio- 
nal por más de cuarenta y ocho horas. 


Concedida. 


10) Convenio sobre Seguridad Social entre la Re- 
pública Oriental del Uruguay y el Reino de 
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Proyecto de ley por el que se aprueba el Con- 
venio sobre Seguridad Social entre la República 
Oriental del Uruguay y el Reino de Bélgica, 
suscrito en la ciudad de Montevideo, el 22 de 
noviembre de 2006. 


- En consideración. Sancionado. Se comunicará 


al Poder Ejecutivo. 
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11) Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad......coo....... dovina clica disiads 


Proyecto de ley por el que se aprueba la Con- 
vención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, firmada en la ciudad de Nueva 
York el 3 de abril de 2007. 


En consideración. Aprobado. Se comunicará a 
la Cámara de Representantes. 


13) Cuerpos de Taquígrafos Parlamentarios............ 


Por moción de los señores Senadores Da 
Rosa, Penadés y Lapaz, el Senado resuelve au- 
torizar al señor Senador Gallinal a realizar una 
exposición por el término de 15 minutos, referida 
a la “Importancia de la tarea que desarrolla el 
Cuerpo de Taquígrafos” de ambas ramas parla- 
mentarias, la que ocupará el primer punto del 
Orden del Día de la sesión del próximo martes 17 
de junio. 


14) Solicitud de Acuerdo del Poder Ejecutivo para 
designar Representante Permanente ante la 
Organización de las Naciones Unidas al Doctor 
José Luis Cancela................ eran cc Ranas andina hectares 


Informe de la Comisión de Asuntos Interna- 
cionales relacionado con la solicitud de acuerdo 
remitida por el Poder Ejecutivo para designar en 
calidad de Representante Permanente ante la 
Organización de las Naciones Unidas al doctor 
José Luis Cancela. 


En consideración. Sancionado. Se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


15) Solicitud de venia del Poder Ejecutivo para des- 
tituir de sus cargos a varios funcionarios públi- 
COScccmcmmmo AA sudandis edil onda necciciiess a 


El Senado, en sesión secreta, resolvió conceder 
al Poder Ejecutivo la venia solicitada para des- 
tituir de sus cargos a cinco funcionarios del 
Ministerio de Salud Pública y a un funcionario 
del Ministerio de Defensa Nacional. Asimismo, 
resolvió devolver a la Comisión de Asuntos 
Administrativos una solicitud de venia para 
destituir a un funcionario del Ministerio de Edu- 
cación y Cultura. 


16) General Julio César Ruggiero. Su fallecimien- 
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- Pormoción del señor Senador el Senado resuel- 
ve que la versión taquigráfica de sus palabras 
sea enviada al Ministerio de Defensa Nacional, 
al Comando General del Ejército, alos familiares 


1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 6 de junio de 2008. 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria el próximo martes 10 de junio, ala hora 9 y 30, a fin 
de informarse de los asuntos entrados y considerar el 
siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes proyec- 
tos de ley: 


1) por el que se aprueba el Convenio sobre Seguridad 
Social entre la República Oriental del Uruguay y el 
Reino de Bélgica, suscrito en la ciudad de Montevi- 
deo, el 22 de noviembre de 2006. 

Carp. N* 1124/08 - Rep. N* 753/08 


2) por el que se aprueba la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad, fir- 
mada en la ciudad de Nueva York, el 3 de abril de 
2007. 

Carp. N* 1133/08 - Rep. N* 754/08 


3) Informe de la Comisión de Asuntos Internacionales 
relacionado con la solicitud de acuerdo remitida por 
el Poder Ejecutivo para designar en calidad de Repre- 
sentante Permanente ante la Organización de las 
Naciones Unidas al doctor José Luis Cancela. 

Carp. N* 1164/08 - Rep. N* 752/08 


4) Informes de la Comisión de Asuntos Administrati- 
vos referidos a las solicitudes de venia remitidas por 
el Poder Ejecutivo a efectos de destituir de sus 
cargos a: 


- unafuncionaria del Ministerio de Salud Pública - 
Centro Departamental de Rivera. (Plazo constitu- 
cional vence el 9 de julio de 2008). 

Carp. N” 1128/08 - Rep. N* 745/08 


- un funcionario del Ministerio de Salud Pública - 
Centro Auxiliar de Dolores. (Plazo constitucional 
vence el 9 de julio de 2008). 

Carp. N” 1130/08 - Rep. N* 748/08 


- unafuncionaria del Ministerio de Salud Pública - 
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del General Ruggiero, al Instituto Antártico y al 
CALEM. 


17) Selevanta la sesión.......ooomooscsoccononocccncnononncncconos 255 


Instituto Nacional del Cáncer. (Plazo constitucio- 
nal vence el 9 de julio de 2008). 
Carp. N” 1131/08 - Rep. N* 747/08 


- una funcionaria del Ministerio de Salud Pública - 
Centro Departamental de Treinta y Tres. (Plazo 
constitucional vence el 9 de julio de 2008). 

Carp. N” 1132/08 - Rep. N* 750/08 


- ¡unafuncionaria del Ministerio de Defensa Nacio- 
nal - Dirección Nacional de Aviación Civil e Infra- 
estructura Aeronáutica. (Plazo constitucional 
vence el 16 de julio de 2008). 

Carp. N” 1141/08 - Rep. N* 751/08 


- un funcionario del Ministerio de Educación y 
Cultura - Dirección Nacional de Bibliotecas, Ar- 
chivos y Museos Históricos. (Plazo constitucio- 
nal vence el 22 de julio de 2008). 

Carp. N” 1151/08 - Rep. N* 746/08 


- un funcionario del Ministerio de Salud Pública - 
Instituto Nacional de Ortopedia y Traumatología. 
(Plazo constitucional vence el 5 de agosto de 
2008). 

Carp. N” 1159/08 - Rep. N* 749/08 


5 


= 


Mensaje del Poder Ejecutivo por el que solicita venia 
a fin de destituir de sus cargos a tres funcionarios del 
Ministerio de Economía y Finanzas - "Dirección Ge- 
neral de Casinos". (Plazo constitucional vence el 1? 
de julio de 2008). Se incluye en el Orden del Día 
conforme lo establecido en el Art. 62 del Reglamento 
del Senado. 

Carp. N” 1112/08 - Rep. N* 741/08 


Santiago González Barboni 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abdala, Alfie, Amaro, 
Andújar, Antía, Arana, Baráibar, Camy, Cid, Couriel, Da 
Rosa, Dalmás, Ferández Huidobro, Gallinal, Gargano, 
Lapaz, Larrañaga, Long, Michelini, Moreira, Mujica, 
Oliver, Penadés, Percovich, Romero, Saravia, Topolansky, 
Vaillant y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Abreu, 
Heber, Lara Gilene, Ríos y Sanguinetti y, con aviso, el 
señor Senador Lorier. 


202-C.S. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 9 y 40 minutos) 


- Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“El señor Presidente de la República solicita la autoriza- 
ción prescripta por el artículo 170 de la Constitución de la 
República, para ausentarse del país por más de cuarenta y 
ocho horas, a partir del 15 de junio de 2008, con motivo de 
la visita de Estado que realizará a las ciudades de Panamá, 
República de Panamá; La Habana, República de Cuba y 
Ciudad de México, Estados Unidos Mexicanos, entre los 
días 15 y 25 de junio de 2008, y el Viaje Oficial a la ciudad 
de San Pablo, República Federativa del Brasil, a fin de 
participar en el Simposio Internacional de Cáncer de Mama, 
entre los días 26 y 27 de junio de 2008. 

- HA SIDO REPARTIDA. SE VA A VOTAR LUEGO DE 
FINALIZADA LA LECTURA DE LOS ASUNTOS ENTRA- 
DOS. 


El Poder Ejecutivo remite Mensajes por los que solicita: 


- los acuerdos correspondientes para acreditar en ca- 
lidad de Embajador Extraordinario y Plenipotenciario 
de la República: 


- anteel Gobierno de la República de Panamá, al Licen- 
ciado Francisco Purificatti Gamarra. 


- ante el Gobierno de Rumania, al señor Pedro Mo 
Amaro. 


-  anteel Gobierno de Australia, al señor Alberto Fajardo 
Klappenbach. 


- ante el Gobierno de la República Dominicana, al 
señor Luis Alberto Carresse. 


- ante el Gobierno de la República de Polonia, al señor 
Julio Giambruno. 
- ALA COMISION DE ASUNTOS INTERNACIONALES. 


- venia para destituir de su cargo a un funcionario del 
Ministerio de Turismo y Deporte. 
- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRATIVOS. 


- ycomunica la promulgación del proyecto de ley por 
el que se establece la derogación de las disposicio- 
nes legales que prevén el cobro de la comisión sobre 
las importaciones que recauda el Banco de la Repú- 
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blica Oriental del Uruguay y de la tasa consular 
aplicable a los bienes importados. 
- AGREGUESE A SUS ANTECEDENTES Y ARCHIVE- 
SE. 


La Cámara de Representantes comunica que ha sancio- 
nado el proyecto de ley por el que se habilita al Ministerio 
de Defensa Nacional a contraer un préstamo con el Banco 
de la República Oriental del Uruguay, para la compra de 
dieciséis lanchas a ser utilizadas en la República de Haití, en 
el marco de las operaciones de mantenimiento de la paz de 
la Organización de las Naciones Unidas. 

- AGREGUESE A SUS ANTECEDENTES Y ARCHIVE- 
SE. 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social remite infor- 
mación relacionada con la situación de trabajadores de tres 
centros CAIF de la ciudad de Mercedes, en respuesta a las 
palabras pronunciadas por el señor Senador Gustavo Lapaz 
en sesión de fecha 4 de marzo de 2008. 

- OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SEÑOR 
SENADOR LAPAZ. 


El Ministerio de Economía y Finanzas remite respuesta 
a un pedido de informes solicitado por el señor Senador 
Eber Da Rosa, relacionado con deudores agropecuarios del 
Banco de la República Oriental del Uruguay. 

- OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SEÑOR 
SENADOR DA ROSA. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva informa- 
das las solicitudes de venia para destituir de sus cargos a: 


- tres funcionarias y dos funcionarios del Ministerio 
de Salud Pública. 


- unfuncionario del Ministerio de Educación y Cultu- 
ra. 


- una funcionaria del Ministerio de Defensa Nacio- 
nal. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva informa- 
dos los siguientes asuntos: 


- proyecto de ley por el que se aprueba la Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 
firmada en la ciudad de Nueva York, Estados Unidos 
de América, el día 3 de abril de 2007. 


- proyecto de ley por el que se aprueba el Convenio 
sobre Seguridad Social entre la República Oriental 
del Uruguay y el Reino de Bélgica, suscrito en la 
ciudad de Montevideo, el 22 de noviembre de 2006. 


- solicitud de venia para designar como Representante 
Permanente ante la Organización de las Naciones 


10 de junio de 2008 


Unidas en Nueva York, Estados Unidos de América, 
al doctor José Luis Cancela. 
- HANSIDO REPARTIDOS Y ESTAN INCLUIDOS EN EL 
ORDEN DEL DIA DE LA SESION DE HOY. 


El señor Senador Gustavo Lapaz, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 172 del Reglamento del Senado, 
solicita se cursen las siguientes exposiciones escritas: 


- con destino a la Presidencia de la República; a los 
Ministerios de Educación y Cultura, del Interior y de 
Desarrollo Social; a la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto; a la Suprema Corte de Justicia, y en 
Paysandú a la Intendencia Municipal, a la Junta 
Departamental, a la Jefatura de Policía, a los Juzga- 
dos y Junta Local de Guichón, referida ala inquietud 
manifestada por los habitantes de la mencionada 
ciudad por contar con un Juzgado Letrado y una 
Defensoría de Oficio. 


- con destino a la Presidencia de la República; a los 
Ministerios de Economía y Finanzas, de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, de De- 
sarrollo Social, de Ganadería, Agricultura y Pesca y 
de Turismo y Deporte; a la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto; a los Bancos de la República e Hipo- 
tecario; a la Agencia Nacional de Vivienda; a la 
Asociación de Escribanos del Uruguay; a la Cámara 
Inmobiliaria Uruguaya: a la Oficina de Defensa de los 
Derechos del Consumidor; a la Liga Nacional de 
Inquilinos; a los Municipios y Juntas Departamenta- 
les y Autónomas de nuestro país, referida al aumento 
en los precios del mercado inmobiliario. 

- REPARTANSE. SE VAN VOTAR UNA VEZ FINALIZA - 

DA LA LECTURA DE LOS ASUNTOS ENTRADOS. 


La Junta Departamental de Flores remite nota comuni- 
cando que por resolución N* 13.692 se decidió brindar 
apoyo al planteo de un Edil de Paysandú, en relación al 
proyecto de modificación de la Ley N* 16.832, de 17 de junio 
de 1997, sobre marco regulatorio del sector eléctrico. 


La Junta Departamental de Maldonado remite la versión 
taquigráfica de las palabras vertidas en Sala por la señora 
Edila Ing. Elisabeth Arrieta, referidas a “Instrumentos lega- 
les para incrementar, facilitar y mejorar la participación 
política de la mujer”. 


La Junta Departamental de Montevideo remite: 


- Nota N” 25.246, a la que acompaña copia de la versión 
taquigráfica de las palabras vertidas en Sala por 
varios señores Ediles, con motivo de la disminución 
en la edad habilitada para sufragar en las elecciones 
de los concejos vecinales. 


- Nota N” 25.189, ala que acompaña copia de la versión 
taquigráfica de las palabras vertidas en Sala, referi- 
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das a la voluntad del Cuerpo de que el cantero de la 
avenida Italia lleve, en un tramo, el nombre “Espacio 
de la Libertad de Expresión”. 


La Junta Departamental de Salto remite Oficio N* 548/08 
adjuntando copia de las palabras vertidas en Sala por el 
señor Edil suplente Ramón García Rocha, referidas a la 
Seguridad Pública. 

- TENGANSE PRESENTES.” 


4) EXPOSICIONES ESCRITAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vana votar los trámites soli- 
citados por el señor Senador Lapaz para las exposiciones 
escritas que presentara y de las que se diera cuenta durante 
la lectura de los asuntos entrados. 


(Se vota:) 
- 13 en 14. Afirmativa. 
(Textos de las exposiciones escritas:) 
“Montevideo, junio 10 de 2008. 


Sr. Presidente de la 

Cámara de Senadores 

Tec. Agr. Rodolfo Nin Novoa. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


De conformidad con el artículo 172 del Reglamento de 
esta Cámara, quiero referirme a la necesidad de concretar 
varios anhelos de los habitantes de Guichón. 


Los guichonenses insisten en contar en su ciudad con 
un Juzgado Letrado y Defensoría de Oficio para la Quinta 
Sección Judicial de Paysandú. 


Para respaldar ese reclamo se argumenta en base a los 
serios problemas y trastornos que ocasiona a los habitan- 
tes de aquella zona la distancia existente con la capital 
departamental, y por consiguiente de los órganos de Justi- 
cia allí ubicados. 


Cualquier tema que merezca atención judicial letrada o el 
asesoramiento legal de un abogado de oficio demanda 
traslados y un alojamiento para permanecer varios días 
fuera del hogar, con ingentes gastos. 


Por tanto, estimo que este reclamo debe ser rápidamente 
satisfecho y, en apoyo a ello, solicito se remitan estas 
expresiones a: Presidencia de la República; Ministerios de: 
Educación y Cultura, Interior, Desarrollo Social, y OPP; 
Suprema Corte de Justicia; y en Paysandú a: Intendencia 
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Municipal, Junta Departamental, Jefatura de Policía, Juzga- 
dos y Junta Local de Guichón. 


2) TEMA: AUMENTO DE LOS PRECIOS EN EL MER- 
CADO INMOBILIARIO 


En un mercado heterogéneo y abierto, los precios de las 
propiedades aumentaron hasta 30 por ciento. Sin duda, el 
mercado inmobiliario está activo tanto para compras como 
alquileres y ahora también “expectante” ante las posibilida- 
des de líneas de crédito de la banca oficial. Hubo un impor- 
tante movimiento durante los primeros meses del año, 
notándose un aumento sensible en los valores de las pro- 
piedades, y también los arrendamientos aumentaron sus 
precios. 


De todos modos, no siempre se concretan los negocios 
en los valores que aparecen previamente en los avisos, olos 
que piden los vendedores en nombre de los propietarios o 
arrendatarios. Eso lo regula la oferta y la demanda y, como 
dicen algunos expertos, los valores recién se cierran en la 
escribanía, porque no es lo que la gente pide, sino lo que 
vale la propiedad en ese marco de mercado. 


Se mantiene expectativa por los préstamos del Banco 
República, pero ingresaron 500 carpetas y salió un solo 
préstamo, y los entendidos sugieren que hay demasiadas 
exigencias, incluso en la titulación del bien. 


Pero es claro que la gente prefiere las inversiones inmo- 
biliarias porque son más seguras, y están convocando a los 
inversores que tenían el dinero parado, entre ellos una 
cantidad de gente del campo, que vienen con plata fresca 
argumentando que anduvieron bien en la cosecha. 


El aspecto impositivo, con la aplicación del impuesto a 
la renta, no frena los negocios, aunque duele, y por ello la 
gente se queja. Sumando los impuestos más la comisión y 
los gastos en general y del escribano, son alrededor de un 
7% del total de la venta. 


Altiempo, existe informalidad y muchos negocios direc- 
tos, sin intermediarios, por el tema impositivo y las comisio- 
nes. En ese panorama -mucha gente indecisa, y no se sabe 
bien qué pasará con los préstamos anunciados para reforma 
y construcción por el Banco República, y el papel del Banco 
Hipotecario y sus préstamos -lo que más ha subido es la 
tierra en el sector rural y suburbano. 


Pero también debe quedar claro, y este es, señor Presi- 
dente, el propósito de mi intervención, que el Estado, ade- 
más de participar como testigo y, en cierta forma, moderador 
del mercado, debe controlar ciertos excesos, como los que 
llevaron a crear la nefasta burbuja inmobiliaria, 
desencadenante de la crisis económica en Estados Unidos 
y sus consecuencias bursátiles y monetarias. 


Pido que esta exposición escrita se remita a: Presidencia 
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de la República; Ministerios de: Economía y Finanzas, 
Vivienda, Desarrollo Social, Ganadería, Agricultura y Pes- 
ca, Turismo y OPP; Bancos: de la República e Hipotecario; 
Agencia Nacional de Vivienda; Asociación de Escribanos 
del Uruguay; Cámara Inmobiliaria Uruguaya; Oficina de 
defensa de los derechos del consumidor; Liga Nacional de 
Inquilinos; y a los Municipios y Juntas Departamentales y 
Autónomas de nuestra patria. 


También solicito a Usted que se agregue toda esta 
exposición escrita al acta en el Diario de Sesiones de esta 
Cámara Alta. 


Sin otro particular saluda al Sr. Presidente muy atte. 


Gustavo J. Lapaz. Senador.” 


5) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo que 
establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara de 
Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las anteriores 
convocatorias, en el caso de que existieran. 


(Se da de las siguientes:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


A la sesión ordinaria del 4 de junio de 2008, faltó con 
aviso el señor Senador Gustavo Penadés, y a la sesión 
ordinaria del 5 de junio de 2008, no se registraron 
inasistencias. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Administrativos 
del 4 de junio, faltó con aviso el señor Senador Romero. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social del 5 de junio, faltaron con aviso los 
señores Senadores Lorier y Romero. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Internacionales 
del 5 de junio, faltaron con aviso lo señores Senadores 
Gargano, Heber y Larrañaga”. 


6) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACION 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Ríos solicita licencia a partir del 10 
de junio del corriente año hasta el 10 de julio de 2008”. 


10 de junio de 2008 


- Léase. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 9 de junio de 2008. 


Sr. Presidente del Senado 
Don Rodolfo Nin Novoa 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por intermedio de la presente solicito al Cuerpo se me 
otorgue licencia a partir del día 10 de junio del corriente año 
hasta el 10 de julio de 2008 inclusive. Solicito se convoque 
a mi suplente correspondiente, de conformidad con el literal 
A) del artículo 19 de la Ley N* 17.827. Adjunto certificado 
médico comprobante. 


Sin otro particular, saludo a Ud. muy atentamente, 


Dr. Eduardo Ríos. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 12en 15. Afirmativa. 


Se comunica al Cuerpo que los señores León Lev y 
Gonzalo Gaggero han presentado notas de desistimiento 
informando que por esta vez no aceptan la convocatoria al 
Cuerpo, por lo que, en aplicación de las disposiciones 
legales vigentes, queda convocado por el período de esta 
licencia el señor Luis Oliver, quien ya ha prestado el jura- 
mento de estilo. 


7) BAJA COBERTURA CONTRA LA GRIPE EN NI- 
ÑOS DE CORTA EDAD 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la media hora 
previa. 


Tiene la palabra el señor Senador Lapaz. 
SEÑOR LAPAZ.- Muchas gracias, señor Presidente. 


“Pese a las exhortaciones a los padres por parte de las 
autoridades del Ministerio de Salud Pública, nos debe 
inquietar la baja cobertura contra la gripe en los niños de 
corta edad, en el marco de una tendencia que se da en todo 
el país. 
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La gran mayoría de quienes concurren a los centros de 
vacunación son personas mayores de 65 años, en tanto los 
niños de entre 6 y 23 meses, que figuran entre los grupos 
de riesgo, son apenas el 5% del total en varios lugares del 
país. 


Es evidente que los padres no han tomado conciencia de 
esta necesidad para un grupo de riesgo señalado por el 
Ministerio, que tiene como objetivo directo y principal a los 
niños de corta edad, los lactantes menores de 23 meses en 
general, que es el grupo etario que menos ha concurrido 
y que, por tanto, queda como vulnerable a ese peligroso 
mal. 


Considero que desde este ámbito debemos apelar a los 
padres para que lleven a los niños a vacunar, recordarles 
que no necesitan ninguna consulta pediátrica ni ninguna 
orden, sino que simplemente deben concurrir a los centros 
de vacunación para hacerles administrar las dosis corres- 
pondientes, y me permito sugerir al Gobierno que multipli- 
que la campaña e incremente la difusión de la necesidad de 
vacunarse. 


Solicito que mis palabras pasen a la Presidencia de la 
República; alos Ministerios de Salud Pública, de Desarrollo 
Social y de Educación y Cultura, ala Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto; INAU; ANEP y sus Consejos 
Desconcentrados; y atodas las Direcciones Departamenta- 
les de Salud Pública, Intendencias Municipales, Juntas 
Departamentales y Autónomas del país”. 


S) REBAJA DE TARIFA DE OSE PARA LAS INTEN- 
DENCIAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para referirse a otro tema 
continúa con el uso de la palabra el señor Senador 
Lapaz. 


SEÑOR LAPAZ.- Señor Presidente: “Quiero hacer notar 
que en Paysandú la Intendencia distribuye unos 18.000 
litros de agua por día en barrios que no tienen acceso a la 
red de OSE. 


Las familias a las que se acarrea el agua semanalmente 
viven en diferentes lugares de la ciudad, tales como la zona 
de doctor Roldán al Norte, Autobalsa, Yapeyú, Almagro, 
Límite Este, Avenida de las Américas, Bulevar al Norte, Ruta 
3 y Arroyo Sacra, las inmediaciones de San Félix y el 
aeropuerto Tydeo Larre Borges, demás de Ruta 90 y Paso 
Guerrero. 


De ese modo, se atiende un promedio de 15 familias por 
día, visitando una vez a la semana a cada una. Esto significa 
que son por lo menos 90 familias las que son asistidas, 
distribuyéndose en dicho período más de 100.000 litros de 
agua potable. 
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Sin duda, OSE debe solucionar esta carencia del vital 
elemento que se repite en muchas ciudades del país. 


A su vez, se trata de otra de las funciones que no son 
competencia de los Municipios pero que estos deben asu- 
mir para dar satisfacción a necesidades básicas de las 
poblaciones ante la falta de respuesta del organismo com- 
petente. 


Lo increíble del caso es que las Comunas deben comprar 
esa agua a OSE y hacerse cargo de los costos de distribu- 
ción por un servicio que el Ente no brinda a las familias en 
cuestión, debido a que hay lugares donde no llega la red del 
Ente y, además, el organismo carece de la suficiente canti- 
dad de camiones cisternas. Por este motivo solicitamos a 
OSE que aplique a ese consumo una “cuota social”, que 
rebaje el costo para las Comunas. 


Pido que mis expresiones lleguen a Presidencia de la 
República; al Directorio de OSE; a los Ministerios de Eco- 
nomía y Finanzas, de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, de Desarrollo Social; a la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto; al Congreso de Intendentes; 
y alos Municipios y Juntas Departamentales y Autónomas 
de todo el Uruguay”. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se van a votar los trámites soli- 
citados por el señor Senador Lapaz. 


(Se votan:) 


-16en 17. Afirmativa. 


9) SEÑOR PRESIDENTE DE LA REPUBLICA, DOC- 
TOR TABARE VAZQUEZ. SOLICITUD DE AUTO- 
RIZACION PARA AUSENTARSE DEL TERRITO- 
RIO NACIONAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una nota de la 
Presidencia de la República llegada a la Mesa, de la que se 
informó durante la lectura del pliego de Asuntos En- 
trados. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Presidente de la República solicita la auto- 
rización prescrita en el artículo 170 de la Constitución de 
la República, en virtud de ausentarse del país por más de 
48 horas”. 


- Léase. 


(Selee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Montevideo, 9 de junio de 2008. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Presente 


En cumplimiento de lo establecido en el artículo 170 de 
la Constitución de la República, me dirijo Ud. a los efectos 
de solicitar al Senado la autorización correspondiente para 
ausentarme del país por más de cuarenta y ocho horas a 
partir del día 15 de junio del corriente año. 


Motiva tal solicitud la Visita de Estado que realizaré a las 
ciudades de Panamá, República de Panamá, La Habana, 
República de Cuba y Ciudad de México, Estados Unidos 
Mexicanos, entre los días 15 y 25 de junio de 2008, y el Viaje 
Oficial a la ciudad de San Pablo, República Federativa del 
Brasil a fin de participar en el Simposio Internacional de 
Cáncer de Mama que se realizará entre los días 26 y 27 de 
junio de 2008. 


Saludo al Señor Presidente con mi más alta considera- 
ción, 


Dr. Tabaré Vázquez 
Presidente de la República.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 


- 17en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


10) CONVENIO SOBRE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE 
LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL 
REINO DE BELGICA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
asunto que figura en primer término del Orden del Día: “Proyec- 
to de ley por el que se aprueba el Convenio sobre Seguridad 
Social entre la República Oriental del Uruguay y el Reino de 
Bélgica, suscrito en la ciudad de Montevideo, el 22 de 
noviembre de 2006. (Carp. N* 1124/08 - Rep. N* 753/08)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1124/08 
Rep. N? 753/08 
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del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguien- 
te 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Convenio sobre Seguri- 
dad Social entre la República Oriental del Uruguay y el 
Reino de Bélgica, suscrito en la ciudad de Montevideo, 
República Oriental del Uruguay, en fecha 22 de noviembre 
de 2006. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 9 de abril de 2008. 


Uberfil Hernández 
ler. Vicepresidente 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario. 


CONVENIO SOBRE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUA Y Y EL REINO DE 
BELGICA 


La República Oriental del Uruguay y el Reino de Bélgica, 
animados por el deseo de regular las relaciones recíprocas 
entre los dos Estados en el terreno de la seguridad social 
acuerdan lo siguiente: 


TITULOI 


Disposiciones Generales 


Artículo 1 


Definiciones 


1. Para la aplicación del presente Convenio: 


a) El término “Bélgica” designa: el Reino de Bélgica. 
El término “Uruguay” designa: la República Oriental 
del Uruguay. 


b) El término “nacional” designa: 
Respecto de Bélgica: una persona de nacionalidad 
belga. 
Respecto de Uruguay: un ciudadano natural o legal 
uruguayo de acuerdo con la legislación del país. 


c) El término “legislación” designa: la Constitución, las 
leyes y reglamentos citados en el Artículo 2”. 


d) El término “Autoridad Competente” designa: 
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En lo que respecta a Bélgica: los Ministros Compe- 
tentes cada uno en su jurisdicción, de la aplicación 
de la legislación citada en el Artículo 2, numeral 1A. 
En lo que respecta a Uruguay: El Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social u Organismo Delegado. 


e 


= 


El término “Institución Competente” designa: el Or- 
ganismo o la autoridad encargada de aplicar, total o 
parcialmente, las legislaciones citadas en el Artícu- 
lo 2. 


f) El término “Organismo de Enlace” designa: el Orga- 
nismo de coordinación e información entre las Insti- 
tuciones Competentes de los Estados Contratantes 
que intervengan en la aplicación del presente Conve- 
nio y en la información a los interesados sobre los 
derechos y obligaciones derivados del mismo. 


g) El término “período de seguro” designa: cualquier 
período reconocido como tal por la legislación bajo 
la cual este período se haya cumplido, así como 
cualquier período reconocido por esta legislación 
como equivalente a un período de seguro. 


h) El término “prestación” designa: toda pensión o toda 
prestación en dinero o en especie, previsto en las 
legislaciones mencionadas en el Artículo 2* del pre- 
sente Convenio, incluyendo suplementos, incremen- 
tos O actualizaciones. 


2. Todo término no definido en el numeral primero del 
presente Artículo, tiene el sentido que le es atribuido por la 
legislación que se aplica. 


Artículo 2 


Campo de aplicación material 


1. El presente Convenio se aplica: 


A. en lo que respecta a Bélgica, a las legislaciones 
relativas: 


a) alas pensiones de retiro y de sobrevivencia de los 
trabajadores asalariados y de los trabajadores 
independientes. 


b) al seguro de invalidez de los trabajadores asala- 
riados, de los marinos de la marina mercante y de 
los trabajadores independientes; 


y, en lo que respecta al Título II solamente, a las 
legislaciones relativas; 


c) ala seguridad social de los trabajadores asalaria- 
dos; 
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d) al estatuto social de los trabajadores independien- 
tes. 


B. en lo que respecta a Uruguay, a las normas cons- 
titucionales, legislativas y reglamentarias relati- 
vas: 


a) a las prestaciones contributivas de la Seguridad 
Social en lo que se refiere a los regímenes de 
jubilaciones y pensiones, tanto los basados en 
sistemas de reparto como los de capitalización 
individual; 


b) a las prestaciones en dinero o en especie que 
amparan las contingencias de enfermedad y ma- 
ternidad. 


2. Asimismo, el presente Convenio se aplicará a todos 
los actos legislativos o reglamentarios que modifiquen o 
complementen las legislaciones enumeradas en el numeral 
1 del presente Artículo. 


Se aplicará a los actos legislativos o reglamentarios que 
extiendan los regímenes existentes a nuevas categorías de 
beneficiarios, de no existir al respecto oposición del Estado 
contratante que modifica su legislación, notificada al otro 
Estado contratante en un plazo de seis meses a partir de la 
publicación oficial de dichos actos. 


El presente Convenio no se aplicable a los actos legis- 
lativos o reglamentarios que establezcan una nueva rama de 
seguridad social, salvo que se celebre un acuerdo a tal 
efecto entre las Autoridades Competentes de los dos Esta- 
dos contratantes. 


Artículo 3 


Campo de aplicación personal 


Salvo disposiciones en contrario, el presente Convenio 
se aplica a las personas que están o hayan estado sometidas 
a la legislación de uno o de los dos Estados contratantes, 
asícomo a los miembros de la familia y alos sobrevivientes 
de dichas personas. 


Artículo 4 


Igualdad de tratamiento 


A menos que esté dispuesto de otra manera en el presen- 
te Convenio, las personas referidas en el Artículo 3”, tienen 
las obligaciones y le corresponden los derechos previstos 
en la legislación de cada Estado contratante, en las mismas 
condiciones que los naturales de este Estado. 
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Artículo 5 


Exportación de las Prestaciones 


1. A menos que se disponga de otra manera en el 
presente Convenio, las prestaciones adquiridas en virtud 
de la legislación de uno de los Estados contratantes no 
pueden ser suspendidas ni sufrir ninguna reducción o 
modificación por el hecho de que el beneficiario se encuen- 
tre o resida en el territorio del otro Estado contratante. 


2. Las prestaciones de retiro y de sobrevivencia debi- 
das por uno de los Estados contratantes serán pagadas a 
los nacionales del otro Estado contratante que residan en 
el territorio de un tercer Estado en las mismas condiciones 
que si se tratara de nacionales del primer Estado que residen 
en el territorio de dicho tercer Estado. 


Respecto de Uruguay, dichas prestaciones también se- 
rán pagadas cuando los beneficiarios acrediten que tienen 
cédula de identidad uruguaya válida o que la tuvieron en el 
momento de haber desempeñado actividad reconocida de 
acuerdo a la legislación vigente en el país. 


Artículo 6 


Disposiciones de reducción o de suspensión 


1. Toda disposición de reducción o de suspensión de 
una prestación prevista por la legislación de un Estado 
contratante, aplicable en caso de acumulación de una pres- 
tación con otras prestaciones de seguridad social o con 
otros ingresos o del hecho del ejercicio de una actividad 
laboral en el territorio de este Estado contratante, es igual- 
mente aplicable a las prestaciones debidas en virtud de la 
legislación del otro Estado contratante o, a los ingresos 
obtenidos o del producto de una actividad laboral ejercida 
en el territorio de este otro Estado contratante. 


2. No obstante, para la aplicación de esta regla, no se 
tienen en cuenta las prestaciones de la misma naturaleza 
que son liquidadas por las Instituciones Competentes de 
los dos Estados contratantes, conforme a las disposiciones 
de los Artículos 12 y 18 del presente Convenio. 


TITULO IU 


DISPOSICIONES QUE DETERMINAN LA LEGISLA- 
CION APLICABLE 


Artículo 7 
Reglas generales 


1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los Artículos 8 a 10 
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del presente Convenio, la legislación aplicable se determina 
conforme a las siguientes disposiciones: 


a) la persona que ejerce una actividad laboral en el 
territorio de uno de los Estados contratantes se 
encuentra sometida a la legislación de dicho Estado; 


b) la persona que ejerce una actividad laboral a bordo 
de un navío de bandera de uno de los Estados con- 
tratantes se encuentra sometida a la legislación de 
dicho Estado; 


c) la persona que forma parte del personal de navega- 
ción de una empresa que efectúa, por cuenta de otros 
O por su propia cuenta, transporte internacional de 
pasajeros o de mercaderías y que tiene su sede en el 
territorio de uno de los Estados contratantes, se 
encuentra sometida a la legislación de este último 
Estado. Sin embargo, cuando la empresa tiene una 
sucursal o una representación permanente en el terri- 
torio del otro Estado contratante, el trabajador asa- 
lariado que ésta ocupa se encuentra sometido a la 
legislación del Estado contratante en cuyo territorio 
se encuentra la sucursal; 


d) la persona que ejerce simultáneamente una actividad 
asalariada en el territorio de los dos Estados contra- 
tantes está sometida a la legislación del Estado en 
cuyo territorio reside. 


2. En caso de ejercicio simultáneo de una actividad 
profesional independiente en Bélgica y asalariada en Uru- 
guay, la actividad ejercida en Uruguay se asimilará a una 
actividad asalariada ejercida en Bélgica, para la determina- 
ción de las obligaciones que resulten de la legislación belga 
relativa al estatuto social de los trabajadores independien- 
tes. 


Artículo 8 


Reglas particulares 


a) El trabajador asalariado que estando al servicio de 
una empresa que tenga en el territorio de uno de los 
Estados contratantes su sede o una sucursal en la 
que se desempeña normalmente, es destinado tempo- 
ralmente por esta empresa en el territorio del otro 
Estado contratante para realizar allíun trabajo por su 
cuenta, está sometido únicamente a la legislación del 
primer Estado contratante como si continuara siendo 
ocupado en su territorio, a condición de que la dura- 
ción prevista del trabajo que debe realizar no exceda 
los veinticuatro meses y que no sea enviado en 
sustitución de otro trabajador al cumplirse el plazo de 
su traslado temporario. 
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b) Las disposiciones del literal a) son igualmente apli- 
cables a los miembros de la familia que acompañan al 
trabajador asalariado al territorio del otro Estado 
contratante, a menos que ellos ejerzan una actividad 
asalariada o independiente en el territorio de dicho 
Estado. 


2. El Artículo 7, numeral 1, literal b), no se aplica a la 
persona que no estando ocupada habitualmente en el mar, 
está ocupada en aguas territoriales o en un puerto de uno 
de los Estados contratantes en un navío con bandera del 
otro Estado. Según el caso, serán de aplicación el Artículo 
7, numeral 1, literal a), o el numeral 1, literal a) del presente 
Artículo. 


Artículo 9 


Funcionarios, miembros de misiones diplomáticas y 
consulares. 


1. Los funcionarios y el personal asimilado están suje- 
tos a la legislación del Estado contratante bajo cuya Admi- 
nistración se desempeñan. 


Estas personas, así como los miembros de su familia, son 
considerados, a estos efectos, como residentes en el terri- 
torio de este Estado contratante, incluso si se encuentran 
en el territorio del otro Estado contratante. 


a) Las personas enviadas por el Gobierno de un Estado 
contratante al territorio del otro Estado contratante 
en calidad de miembros de una misión diplomática o 
consular, están sometidos a la legislación del primer 
Estado contratante. 


b) Las personas empleadas por una misión diplomática 
Oo por una oficina consular de uno de los Estados 
contratantes en el territorio del otro Estado contra- 
tante están sometidas a la legislación de este último 
Estado contratante. 


De todos modos, las personas que son nacionales 
del primer Estado contratante pueden optar por la 
aplicación de la legislación de este Estado contratan- 
te. 


Esta opción deberá ejercerse dentro de los tres meses 
a contar del comienzo de la actividad para la misión 
diplomática u oficina consular, o dentro de los seis 
meses a partir de la fecha de entrada en vigencia del 
presente Convenio, según corresponda. 


c) Cuando la misión diplomática o la oficina consular de 
uno de los Estados contratantes ocupa personas 
que, conforme al literal b) del presente numeral, están 
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sometidas a la legislación del otro Estado contratan- 
te, la misión u oficina consular debe cumplir las 
obligaciones impuestas a los empleadores por la 
legislación de este último Estado contratante. 


d) Las disposiciones de los literales b) y c) del presente 
numeral son aplicables por analogía a las personas 
ocupadas en el servicio privado de una de las perso- 
nas citadas en el literal a) del presente numeral. 


e) Las disposiciones de los literales a) a d) del presente 
numeral no son aplicables a los miembros honorarios 
de una oficina consular ni a las personas ocupadas 
en el servicio privado de estas personas. 


f) Las disposiciones del presente literal son igualmente 
aplicables a los miembros de la familia de las perso- 
nas citadas en los literales a) a d), que vivan en su 
hogar, a menos que ejerzan ellos mismos una activi- 
dad laboral. 


Artículo 10 


Excepciones 


Las Autoridades Competentes o la Institución Compe- 
tente designada por aquéllas pueden establecer, de común 
acuerdo, en interés de ciertos asegurados o de ciertas 
categorías de asegurados, excepciones a las disposiciones 
de los Artículos 7 a 9. 


TITULO HI 


DISPOSICIONES RELATIVAS A LAS PRESTACIONES 


CAPITULO 1 


TOTALIZACION - REGLAS GENERALES 


Artículo 11 


Totalización de períodos de seguro 


1. Sin perjuicio de las disposiciones del numeral si- 
guiente del presente Artículo, los períodos de seguro y los 
períodos asimilados cumplidos con arreglo a la legislación 
sobre prestaciones de uno de los Estados contratantes, se 
totalizan, de ser necesario, con la condición de que no se 
superpongan con los períodos de seguro cumplidos bajo la 
legislación del otro Estado contratante, a efectos de adqui- 
rir, mantener o recuperar el derecho a las prestaciones. 


Cuando dos períodos reconocidos como períodos asimi- 
lados a un período de seguro coincidan, sólo se tomará en 
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cuenta el período cumplido en el Estado contratante donde 
el interesado ha trabajado antes de este período. 


2. Cuando la legislación de cualquiera de los Estados 
Contratantes subordine el otorgamiento de ciertas presta- 
ciones a la condición de que los períodos de seguro hayan 
sido cumplidos en una profesión determinada, solamente 
serán computados, para la admisión al beneficio de dichas 
prestaciones, los períodos de seguro cumplidos o recono- 
cidos como equivalentes en la misma profesión en el otro 
Estado Contratante. 


3. Cuando la legislación de cualquiera de los Estados 
Contratantes subordine el otorgamiento de ciertas presta- 
ciones a la condición de que los períodos de seguro hayan 
sido cumplidos en una profesión determinada y cuando 
estos períodos no pudieron dar derecho a dichas prestacio- 
nes, dichos períodos se considerarán como válidos para la 
liquidación de las prestaciones previstas por el régimen 
general en Uruguay y, en lo concerniente a Bélgica, se 
aplicará únicamente al régimen general de los trabajadores 
asalariados. 


Artículo 12 


Cálculo de las Prestaciones 


1. Cuando una persona cumpla con las condiciones 
requeridas por la legislación de cualquiera de los Estados 
contratantes para tener derecho a las prestaciones sin 
necesidad de proceder a la totalización, la Institución Com- 
petente del Estado que corresponda calculará el derecho a 
la prestación directamente sobre la base de los períodos de 
seguro cumplidos en ese Estado y solamente en función de 
su propia legislación. 


Dicha Institución procederá también al cálculo del mon- 
to de la prestación que será obtenido por la aplicación del 
numeral 2 del presente Artículo. Sólo se pagará el monto 
más elevado. 


En el caso de Bélgica, el presente párrafo se aplica 
únicamente a las prestaciones de vejez y sobrevivencia. 


2. Si una persona pretende una prestación a la que 
tendría derecho únicamente totalizando los períodos de 
seguro conforme al Artículo 11, se aplicarán las siguientes 
reglas: 


a) La Institución Competente correspondiente calcula- 
rá el monto teórico de la prestación que se debería 
como si todos los períodos de seguro cumplidos en 
virtud de las delegaciones de los dos Estados contra- 
tantes hubieran sido realizados únicamente bajo la 
legislación que se aplica; 


b) La Institución Competente correspondiente calcula- 
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rá posteriormente el monto debido, sobre la base del 
monto citado en el literal a), a prorrata de la duración 
de los períodos de seguro cumplidos solamente bajo 
su legislación, en relación a la duración de todos los 
períodos de seguro computados según el literal a). 


3. El simple hecho de que el presente Convenio le 
resulte aplicable, no podrá tener como efecto reducir los 
derechos del interesado. 


CAPITULO 2 


APLICACION DE LA LEGISLACION URUGUAYA 


Artículo 13 


Condiciones específicas para el reconocimiento del 
derecho 


1. Sila legislación uruguaya subordina la concesión de 
las prestaciones reguladas en este Capítulo, a la condición 
que el trabajador haya estado sujeto a sus normas en el 
momento de producirse el hecho causante de la prestación, 
esta condición se considerará cumplida sien dicho momen- 
to el trabajador está asegurado en virtud de la legislación 
belga, o en su defecto, cuando reciba una prestación belga, 
de la misma naturaleza, o de una prestación de distinta 
naturaleza a la que tiene derecho el beneficiario. 


2. Si la legislación uruguaya exige para reconocer la 
prestación, que se hayan cumplido períodos de cotización 
en un tiempo determinado inmediatamente anterior al hecho 
causante de la prestación, esta condición se considerará 
cumplida si el interesado los acredita en el período inmedia- 
tamente anterior al reconocimiento de la prestación en 
Bélgica. 


Artículo 14 


Cómputo de períodos de cotización en regímenes 
especiales o bonificados 


1. Sila legislación uruguaya condiciona el derecho o la 
concesión de determinados beneficios al cumplimiento de 
períodos de seguro en una actividad sometida a un Régimen 
Especial o Bonificado, en una actividad o empleo determi- 
nado, los períodos cumplidos bajo la legislación belga, sólo 
se tendrán en cuenta, para la concesión de tales prestacio- 
nes O beneficios, si hubieran sido acreditados al amparo de 
un régimen de igual naturaleza, o a falta de éste, en la misma 
actividad o, en su caso, en una tarea de características 
similares. 


2. Si teniendo en cuenta los períodos así cumplidos el 
interesado no satisface las condiciones requeridas para 
beneficiarse de una prestación de un Régimen Especial o 
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Bonificado, estos períodos serán tenidos en cuenta para la 
concesión de prestaciones del Régimen General o de otro 
Régimen Especial o Bonificado en el que el interesado 
pudiera acreditar su derecho. 


Artículo 15 
Prestaciones por defunción 


La prestación por defunción será concedida por la Ins- 
titución Competente del Estado uruguayo en caso de que el 
beneficiario residiera en su territorio al momento de su 
fallecimiento. 


Artículo 16 
Régimen de prestaciones 


1. Los trabajadores afiliados a una Administradora de 
Fondos de Ahorro Previsional, en Uruguay, financiarán sus 
prestaciones con el importe acumulado en su cuenta de 
capitalización individual. 


2. Las prestaciones otorgadas por el régimen de capita- 
lización, se adicionarán a las prestaciones a cargo del 
régimen de solidaridad, cuando el trabajador reúna los 
requisitos establecidos por la legislación vigente, aplicán- 
dose en caso de resultar necesario, la totalización de perío- 
dos de seguro. 


CAPITULO 3 


APLICACION DE LA LEGISLA CION BELGA 


Artículo 17 


Para la adquisición, mantenimiento o recuperación del 
derecho a las prestaciones de invalidez, las disposiciones 
del Artículo11 se aplican por analogía. 


Artículo 18 


1. Si el derecho a las prestaciones belgas de invalidez 
se declara únicamente por la totalización de los períodos de 
seguro uruguayos y belgas efectuados conforme al Artícu- 
lo 17, el monto de la prestación debida está determinado 
según las modalidades establecidas por el Artículo 12, 
numeral 2. 


2. Cuando el derecho a las prestaciones belgas de inva- 
lidez se declara sin que sea necesario recurrir a las disposi- 
ciones del Artículo 17, y que el monto resultante de la suma 
de la prestación uruguaya y de la prestación belga calculada 
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según el numeral 1 del presente Artículo, sea inferior al 
monto de la prestación debida sobre la base únicamente de 
la legislación belga, la Institución Competente belga habi- 
lita un complemento igual a la diferencia entre la suma de las 
dos prestaciones precitadas y el monto debido en virtud 
únicamente de la legislación belga. 


Artículo 19 


No obstante las disposiciones del Artículo 17, en los 
casos citados en el Artículo 18 numeral 1, ninguna presta- 
ción de invalidez es debida por Bélgica cuando los períodos 
de seguro cumplidos bajo su legislación, con anterioridad 
ala verificación del riesgo, no alcancen, en su conjunto, un 
año. 


Artículo 20 


Como excepción a lo dispuesto en el Artículo 5 del 
presente Convenio, el titular de una prestación de invalidez 
de la legislación belga conserva el beneficio de esta pres- 
tación en el curso de una estadía en el otro Estado, cuando 
esta estadía haya sido previamente autorizada por la Insti- 
tución Competente belga. De todos modos, esta autoriza- 
ción sólo puede ser rechazada cuando la estadía ocurra en 
el período en el cual, en virtud de la legislación belga, la 
Institución Competente belga deba proceder a la evalua- 
ción O a la revisión del estado de invalidez. 


Artículo 21 


1. Si, en razón del aumento del costo de vida, de la 
variación del nivel de salarios o por otras razones, las 
prestaciones de vejez, de sobrevivencia o de invalidez 
uruguayas sufren una modificación en un porcentaje o en 
un monto determinado, no corresponde proceder a un nue- 
vo cálculo de las pensiones de retiro, sobrevivencia o 
invalidez belgas. 


2. Porel contrario, en caso de modificación del modo de 
establecer o de las reglas de cálculo de las pensiones de 
prestaciones de vejez, sobrevivencia o invalidez, se realiza- 
rá un nuevo cálculo conforme a los Artículos 12 ó 18. 


TITULOIV 


DISPOSICIONES VARIAS 


Artículo 22 


Cometidos de las Autoridades Competentes 


Las Autoridades Competentes: 
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a) toman, por acuerdo administrativo, las medidas ne- 
cesarias para la aplicación del presente Convenio y 
designan los Organismos de Enlace y las Institucio- 
nes Competentes; 


b) definen los procedimientos de ayuda mutua adminis- 
trativa, incluida la repartición de los gastos relacio- 
nados con la obtención de certificados médicos, 
administrativos y cualquier otro, necesarios para la 
aplicación del presente Convenio. 


c) se comunican directamente las informaciones relati- 
vas a medidas tomadas para la aplicación del presen- 
te Convenio; 


d) se comunica, en los más breves plazos y directamen- 
te, cualquier modificación de su legislación suscep- 
tible de afectar la aplicación del presente Convenio. 


Artículo 23 


Cooperación administrativa 


1. Para la aplicación del presente Convenio, las Auto- 
ridades Competentes así como las Instituciones Competen- 
tes de cada uno de los Estados contratantes se prestan 
recíprocamente sus buenos oficios, como si se tratara de la 
aplicación de su propia legislación. Esta ayuda mutua es en 
principio gratuita; de todos modos, las Autoridades Com- 
petentes pueden convenir el reembolso de determinados 
gastos. 


2. El beneficio de las exenciones o de reducciones de 
impuestos, de timbres, actuariales, o de registro previstos 
por la legislación de uno de los Estados contratantes para 
los certificados o documentos que se expidan o extiendan 
en aplicación de la legislación de dicho Estado, se extenderá 
a los certificados y documentos análogos expedidos o 
extendidos en aplicación de la legislación del otro Estado. 


3. Las actas y documentos que se expidan o extiendan 
en aplicación del presente Convenio están exonerados de 
las visas de legalización de las Autoridades diplomáticas o 
consulares. 


4. Para la aplicación del presente Convenio, las Autori- 
dades Competentes y los Organismos de Enlace de los 
Estados contratantes están habilitados a comunicarse directa- 
mente entre sí. Las comunicaciones podrán realizarse en cual- 
quiera de los idiomas oficiales de los Estados contratantes. 


Artículo 24 
Solicitudes, declaraciones y recursos 


Las solicitudes, declaraciones o recursos que debían 
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haber sido presentadas, según la legislación de uno de los 
Estados contratantes, en un plazo determinado ante una 
autoridad, un Organismo o una jurisdicción de dicho Esta- 
do, se considerarán como presentadas en el mismo plazo 
ante una autoridad, Organismo o jurisdicción del otro Esta- 
do contratante. En dicho caso, la autoridad, Organismo o 
jurisdicción así comprometido, transmitirá sin demora di- 
chas solicitudes, declaraciones o recursos a la autoridad, al 
Organismo 0 ala jurisdicción del primer Estado contratante, 
sea directamente, sea por intermedio de las Autoridades 
Competentes de los Estados contratantes. La fecha de 
presentación de dichas demandas, declaraciones o recur- 
sos ante una autoridad, Organismo o jurisdicción del otro 
Estado contratante se considera como la fecha de presen- 
tación ante la autoridad, Organismo o jurisdicción compe- 
tente para tomar conocimiento. 


Una solicitud o un documento no puede ser rechazado 
por haber sido redactado en un idioma oficial del otro 
Estado contratante. 


Artículo 25 
Pago de las prestaciones 


Los Organismos deudores de las prestaciones como 
consecuencia del presente Convenio se liberarán válida- 
mente de las mismas en la moneda de su propio Estado. 


Las transferencias que resulten de la aplicación del 
presente Convenio se realizan conforme a los acuerdos 
vigentes en esta materia entre los dos Estados contratan- 
tes. 


Las disposiciones de la legislación de un Estado contra- 
tante en materia de control de los cambios no pueden ser un 
obstáculo a la libre transferencia de los montos financieros 
resultantes de la aplicación del presente Convenio. 


Artículo 26 
Resolución de diferendos 


Los diferendos relativos a la interpretación y a la ejecu- 
ción del presente Convenio serán resueltos, en la medida de 
lo posible, por las Autoridades Competentes. 


Artículo 27 


Pagos indebidos 


Cuando un beneficiario haya recibido un pago indebido 
por parte de una Institución Competente de un Estado 
Contratante y que percibe una prestación de la Institución 
Competente del otro Estado contratante, la primera institu- 
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ción competente puede pedir una compensación del pago 
indebido por medio de saldos o de montos aún adeudados 
al beneficiario en el último Estado contratante. La Institu- 
ción Competente de este último Estado deducirá el importe 
conforme y dentro de los límites de la legislación aplicada 
poresta Institución Competente y transferirá el importe a la 
Institución Competente que tenga derecho al reembolso. 


TITULO V 


DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y FINALES 


Artículo 28 


Hechos causantes anteriores a la entrada en vigencia 
del Convenio 


1. El presente Convenio se aplica igualmente a los 
hechos causantes que tuvieron lugar con anterioridad a su 
entrada en vigencia. 


2. El presente Convenio no otorga derecho a percep- 
ción de prestaciones referentes a un período anterior a su 
entrada en vigencia. 


3. Todo período de seguro cumplido bajo la legislación 
de uno de los Estados contratantes antes de la fecha de 
entrada en vigencia del presente Convenio, se toma en 
consideración para la determinación del derecho a una 
prestación otorgada conforme a las disposiciones de este 
Convenio. 


4. Este Convenio no se aplica a los derechos que han 
sido liquidados definitivamente por una indemnización 
preestablecida o por el reembolso de cotizaciones. 


Artículo 29 
Revisión, prescripción, caducidad 


1. Toda prestación que no haya sido liquidada o que 
haya sido suspendida por causa de la nacionalidad del 
interesado en razón de su residencia en el territorio del 
Estado contratante distinto de aquel en que se encuentra el 
Organismo deudor, se liquidará o restablecerá a solicitud 
del interesado a partir de la entrada en vigencia del presente 
Convenio. 


2. Los derechos de los interesados que hayan obteni- 
do, con anterioridad a la entrada en vigencia del presente 
Convenio, la liquidación de una pensión o de una renta, 
serán revisados a su solicitud, teniendo en cuenta las 
disposiciones de este Convenio. Una revisión de estas 
características en ningún caso debe tener como consecuen- 
cia una reducción de los derechos anteriores de los intere- 
sados. 


214-C.S. 


3. Silasolicitud mencionada en los numerales 1 6 2 del 
presente Artículo es presentada en un plazo de dos años a 
partir de la fecha de entrada en vigencia del presente Con- 
venio, los derechos otorgados conforme a las disposicio- 
nes de este Convenio son adquiridos a partir de dicha fecha, 
sin que las disposiciones de la legislación de uno u otro de 
los Estados contratantes, relativas a la caducidad o a la 
prescripción de los derechos sean oponibles a los interesa- 
dos. 


4. Sila solicitud mencionada en los numerales 1 ó 2 del 
presente Artículo es presentada luego de la expiración de 
un plazo de dos años luego de la entrada en vigencia del 
presente Convenio, los derechos que no son alcanzados 
por la caducidad o que no han prescrito, son adquiridos a 
partir de la fecha de la solicitud, aexcepción de disposicio- 
nes más favorables de la legislación del correspondiente 
Estado contratante. 


Artículo 30 


Plazo 


El presente Convenio tendrá un plazo indeterminado. 
Podrá ser denunciado por uno de los Estados contratantes 
por notificación escrita dirigida al otro Estado contratante 
con un preaviso de doce meses. 


URUGLIA Y 


EII 
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Artículo 31 


Garantía de derechos adquiridos o en vías de adquisición 


En caso de denuncia del presente Convenio, se manten- 
drán los derechos y pagos de prestaciones adquiridas en 
virtud del Convenio. Los Estados Contratantes tomarán sus 
recaudados en lo que respecta a los derechos en vías de 
adquisición. 


Artículo 32 
Entrada en vigencia 


El presente Convenio entrará en vigencia el primer día 
del tercer mes siguiente a la fecha de recepción de la 
notificación por la cual el último de los dos Estados contra- 
tantes le comunica al otro Estado contratante que las forma- 
lidades legalmente requeridas se han cumplido. 


En fe de ello, los suscritos, debidamente autorizados, 
han firmado el presente Convenio. 


El presente documento se suscribe en Montevideo, el 22 
de noviembre de 2006, en dos ejemplares del mismo tenor, 
en idiomas castellano, francés y neerlandés cuyos textos 
dan fe en los mismos términos. 


POR EL REINO DE BÉLGICA 


EQENFAAD ROUWVECY 
Embajador 
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CONVENIO SOBRE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUA Y Y EL REINO DE 
BELGICA 


INFORME 


Al Senado: 


El Convenio que se informa, como otros similares que se 
han suscrito en esta materia, contempla la situación de las 
personas que desempeñen o se hayan desempeñado en 
cualquiera de ambos Estados, en actividades amparadas 
por la seguridad social. 


En el artículo 2” se establece el ámbito de aplicación en 
lo que concierne a las legislaciones de nuestros países. 


El artículo 3? expresa que se aplica a las personas que 
están o hayan estado sometidas a la legislación de uno o de 
los dos Estados contratantes, así como a los miembros de 
la familia y a los sobrevivientes de dichas personas. 


Sin lugar a dudas este tipo de Convenios trata de con- 
templar los procesos de emigración e inmigración que se 
han registrado en nuestros países. 


En el artículo 4? se establece la igualdad de tratamiento, 
consistente en que las personas tienen las obligaciones y 
le corresponden los derechos previstos en la legislación de 
cada Estado contratante, en las mismas condiciones que los 
naturales de este Estado. 


El título 2 establece las reglas generales y particulares de 
aplicación del presente Convenio. 


El artículo 7 menciona las condiciones en que se apli- 
caría el presente Convenio. 


Entre ellas menciona: 


a) la persona que ejerce una actividad laboral en el 
territorio de uno de los Estados contratantes, se encuentra 
sometida a la legislación de dicho Estado; 


b) la persona que ejerce una actividad laboral a bordo 
de un navío de bandera de uno de los Estados contratantes, 
se encuentra sometida a la legislación de dicho Estado; 


c) la persona que forma parte del personal de navega- 
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ción de una empresa que efectúa, por cuenta de otros o por 
su propia cuenta, transporte internacional de pasajeros o de 
mercaderías y que tiene su sede en el territorio de uno de los 
Estados contratantes, se encuentra sometida a la legisla- 
ción de este último Estado. 


Sin embargo, cuando la empresa tiene una sucursal o una 
representación permanente en el territorio del otro Estado 
contratante, el trabajador asalariado se encuentra sometido 
a la legislación del Estado contratante en cuyo territorio se 
encuentra la sucursal; 


d) la persona que ejerce simultáneamente una actividad 
asalariada en el territorio de los dos Estados contratantes 
está sometida a la legislación del Estado en cuyo territorio 
reside. 


El artículo 8 menciona algunas situaciones particula- 
res, como por ejemplo: El trabajador asalariado que estando 
al servicio de una empresa que tenga en el territorio de uno 
de los Estados contratantes su sede o una sucursal en la que 
se desempeña normalmente y es destinado temporalmente 
por esta empresa en el territorio del otro Estado contratante 
para realizar allí un trabajo por su cuenta, está sometido 
únicamente a la legislación del primer Estado contratante 
como si continuara siendo ocupado en su territorio, a 
condición de que la duración prevista del trabajo que debe 
realizar no exceda los veinticuatro meses y que no sea 
enviado en sustitución de otro trabajador al cumplirse el 
plazo de su traslado temporario. 


El artículo 9” se refiere a las situaciones del personal 
diplomático y consular. 


El título 3, en los artículos 11 y 12, se refiere a las 
prestaciones en forma muy detallada. 


En el artículo 22 se establecen los cometidos de las 
autoridades competentes, encargadas de llevar adelante 
los cometidos del Convenio. A título de ejemplo: a) toman, 
por acuerdo administrativo, las medidas necesarias para la 
aplicación del Convenio y designan los Organismos de 
Enlace y las Instituciones Competentes; 


b) definen los procedimientos de ayuda mutua adminis- 
trativa, incluida la repartición de los gastos relacionados 
con la obtención de certificados médicos, administrativos 
y cualquier otro, necesarios para la aplicación del Conve- 
nio. 


c) comunican directamente las informaciones relativas 
a medidas formadas para la aplicación del Convenio; 


d) comunica, en los más breves plazos y directamente, 
cualquier modificación de su legislación susceptible de 
afectar la aplicación del Convenio. 


El artículo 23 establece una cooperación administrativa, 
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esencial para poder dar cumplimiento a los objetivos del 
Convenio. Entre los contenidos de cooperación se mencio- 
na que para su aplicación, las instituciones competentes de 
cada uno de los Estados contratantes se deben prestar recí- 
procamente sus buenos oficios, como si se tratara de la aplica- 
ción de su propia legislación. Esta ayuda mutua es en prin- 
cipio gratuita; de todos modos, las autoridades competen- 
tes pueden convenir el reembolso de determinados gastos. 


En función de lo expresado y señalando que entendemos 
positivos los propósitos de este Convenio, y que contribu- 
yen, por otra parte, a fortalecer los lazos, entre nuestro país 
y el Reino de Bélgica, proponemos la aprobación del mismo. 


Sala de la Comisión, 5 de junio de 2008. 


Mariano Arana, Miembro Informante; 
Sergio Abreu, Milton Antognazza, Ra- 
fael Michelini, Julio María Sanguinetti. 
Senadores. 
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ACTA N? 83 


En Montevideo, el día cinco de junio de dos mil ocho, a la 
hora diecisiete y cinco minutos, se reúne la Comisión de 
Asuntos Internacionales de la Cámara de Senadores. ____ 
Asisten sus miembros señores Senadores Sergio Abreu, 
Milton Antongnazza, Mariano Arana, Alberto Couriel, Julio 
María Sanguinetti y Rafael Michelini. _______________ 
Faltan con aviso los señores Senadores Reinaldo Gargano, 
Luis Alberto Heber y Jorge Larrañaga. ______________ 
Preside el señor Senador Rafael Michelini, Presidente de la 
COMISIÓN: TIRITAS AI RS 
Actúan en Secretaría el señor Vladimir De Bellis Martínez, 
Secretario de la Comisión, y el señor Jorge Fernández Rossi. 
Concurre el señor Prosecretario del Senado, doctor Ernesto 
Lorenzo. sz 
Concurre especialmente invitado el doctor José Luis Can- 
cela, acompañado por el Director de Relaciones 
Institucionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
Ministro Consejero Osvaldo González Garderes._______ 
Abierto el acto se procede a tomar versión taquigráfica, 
cuya copia dactilografiada figura en los Distribuidos Nos. 
2505/2008 y 2506/2008, que forman parte de este documen- 
to. 


- CARPETAN?” 1153/2008. TRATADO DESEGURIDAD 
ENERGETICA ENTRE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY Y LA REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENE- 
ZUELA. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. 
(Distribuido N* 2428/2008). Se adjudica su estudio al señor 
Senador Alberto Couriel. 
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- CARPETAN? 1154/2008. REGLAMENTO DELOS GRU- 
POS DE AMISTAD INTERPARLAMENTARIOS. Proyecto 
de resolución presentado por el señor Senador Rafael 
Michelini. (Distribuido N*2429/2008)._______________ 
- CARPETAN” 1163/2008. MENSAJE DEL PODER EJE- 
CUTIVO SOLICITANDO ACUERDO PARA ACREDITAR 
EN CALIDAD DEEMBAJADOR EXTRAORDINARIO Y 
PLENIPOTENCIARIO DELA REPUBLICA ANTE EL GO- 
BIERNO DELA REPUBLICA HELENICA ALSEÑORJOSE 
LUIS POMBO. (Distribuido N* 2448/2008).____________ 
- CARPETAN” 1164/2008. MENSAJE DEL PODER EJE- 
CUTIVO SOLICITANDO ACUERDO PARA ACREDITAR 
EN CALIDAD DE REPRESENTANTE PERMANENTE ANTE 
LA ORGANIZACION DE LAS NACIONES UNIDAS EN 
NUEVA YORK, ESTADOS UNIDOS DE AMERICA AL 
DOCTORJOSE LUIS CANCELA. (Distribuido N* 2447/2008). 
- CARPETAN? 1172/2008. ACUERDO ENTRE EL REINO 
DELOS PAISES BAJOS Y LA REPUBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY, SOBRE ASISTENCIA ADMINISTRATIVA 
MUTUA PARA LA CORRECTA APLICACION DELA LE- 
GISLACION ADUANERA Y PARA LA PREVENCION, IN- 
VESTIGACION Y LUCHA CONTRA LAS INFRACCIONES 
ADUANERAS. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. (Distribuido N* 2466/2008). Se adjudica su 
estudio al señor Senador Sergio Abreu. ______________ 
- CARPETAN?” 1186/2008. ACUERDO SOBRE ABOLI- 
CION DE VISAS EN PASAPORTES DIPLOMATICOS Y 
OFICIALES ENTRE EL GOBIERNO DELA REPUBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY Y ELGOBIERNO DELA REPU- 
BLICA DE NAMIBIA, FIRMADO EN LA CIUDAD DE 
MONTEVIDEO, REPUBLICA ORIENTAL DELURUGUAY, 
EL DIA 16 DE NOVIEMBRE DE 2007. Mensaje y Proyecto de 
Ley del Poder Ejecutivo. (Distribuido N* 2493/2008). 
Se adjudica su estudio al señor Senador Carlos Ba- 
FalDdE: ur A io tie too eo 
- CARPETAN?* 1187/2008. ACUERDOMARCODECOMER- 
CIO ENTRE EL MERCOSUR Y ELREINO DEMARRUECOS, 
FIRMADO EL 26 DENOVIEMBRE DE 2004 EN BRASILIA, 
REPUBLICA FEDERATIVA DEL BRASIL. Mensaje y proyecto 
de ley del Poder Ejecutivo. (Distribuido N” 2492/2008). 
Se adjudica su estudio al señor Senador Mariano Arana. _ 
- Exposición escrita del señor Representante Jaime Trobo, 
relacionada con la situación de las damas de blanco en 
Clbasr_ tele tata a o A AA 
- Versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por el 
señor Representante Ruben Martínez Huelmo, referidas a la 
actitud del señor Presidente de la República Federativa del 
Brasil ante el proceso de flexibilización de fronteras pro- 
puesto por Estados Unidos de América y a la declaración de 
solidaridad del Parlamento del MERCOSUR hacia cinco 
ciudadanos cubanos detenidos en Estados Unidos de 
América. 


- Carpeta N”* 1164/2008, referida como asunto entrado. _ 
Se considera y se aprueba el proyecto de resolución por 6 
votos en 6 Senadores presentes. Afirmativa. UNANIMI- 
DAD: 905 mr a at dd 
Se designa Miembro Informante al señor Senador Mariano 
Arana, quien lo hará en forma verbal. _______________ 


-  CarpetaN* 950/2007. CONVENIO DETRANSPORTEPOR 
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AGUA ENTRELA REPUBLICA ORIENTALDELURUGUAY 
Y LA REPUBLICA ARGENTINA. Mensaje y proyecto de ley 
del Poder Ejecutivo. (Distribuido N*2020/2007)._______ 
La Comisión aprueba el proyecto de ley. SE VOTA: 5 en 5 
Senadores presentes. AFIRMATIVO. UNANIMIDAD. Se 
designa Miembro Informante al señor Senador Sergio Abreu 
(Informe escrito). 
- Carpeta N” 1124/2008. CONVENIO SOBRESEGURIDAD 
SOCIALENTRE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URU- 
GUAY Y ELREINO DE BELGICA. Proyecto de ley aprobado 
por la Cámara de Representantes (Distribuido N*2365/2008). 
La Comisión aprueba el proyecto de ley. SE VOTA: 5 en 5 
Senadores presentes. AFIRMATIVO. UNANIMIDAD. Se 
designa Miembro Informante al señor Senador Mariano 
Arana (Informe escrito). 
- Carpeta N” 1133/2008. CONVENCION SOBRE LOS DE- 
RECHOS DELAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, FIR- 
MADA EN NUEVA YORK, ESTADOS UNIDOS DE AMERI- 
CA. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. (Distri- 
buido N* 2367/2008). 
La Comisión aprueba el proyecto de ley. SE VOTA: 6 en 6 
Senadores presentes. AFIRMATIVO. UNANIMIDAD. Se 
designa Miembro Informante al señor Senador Mariano 
Arana (Informe verbal). 
RESOLUCIONES: 
- LaComisión resuelve solicitar al Ministerio de Relacio- 
nes Exteriores que informe sobre los Convenios que nues- 
tro país ha firmado y ratificado sobre Seguridad Social, y 
que indique la forma en que en ellos se establece el recono- 
cimiento y pago de las prestaciones a los trabajadores que 
cesan en su actividad laboral. 
A la hora dieciocho y cuarenta minutos se levanta la sesión. 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada, firman los señores Presidente y Secretario de 
Comisión. 


Rafael Michelini 
Presidente 


Vladimir De Bellis Martínez 
Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de ley. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor senador 
Arana. 


SEÑOR ARANA.- Señor Presidente: la Comisión respec- 
tiva del Senado consideró el Convenio que vamos a infor- 
mar -así como se ha hecho con otros similares que se 
aprobaron en esta materia-, por el que se contempla la 
situación de las personas que desempeñan o hayan desem- 
peñado actividades amparadas por la seguridad social en 
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cualquiera de ambos Estados, tanto en el Reino de Bélgica 
como en nuestro país. 


El Convenio consta de cinco Títulos y treinta y dos 
artículos. 


Concretamente, en el artículo 2 del primer Título se 
establece el ámbito de aplicación en lo que concierne a las 
legislaciones de ambos países. 


El artículo 3 expresa que se aplica a las personas que 
están o hayan estado sometidas a la legislación de uno o de 
los dos Estados contratantes, así como a los miembros de 
las familias y a los sobrevivientes de dichas personas. 


Sin duda, este tipo de Convenios trata de contemplar los 
procesos de emigración e inmigración que se han registrado 
a nivel internacional. 


En el artículo 4 se establece la igualdad de tratamiento 
consistente en que las personas tendrán las obligaciones y 
le corresponderán los derechos previstos en la legislación 
de cada Estado contratante, en las mismas condiciones que 
los naturales de este Estado. 


En el artículo 5 se expresa que a menos que se disponga 
de otra manera en el presente Convenio, las prestaciones 
adquiridas en virtud de la legislación de uno de los Estados 
contratantes no pueden ser suspendidas ni sufrir ninguna 
reducción o modificación por el hecho de que el beneficiario 
se encuentre o resida en el territorio del otro Estado contra- 
tante. 


Por su parte, el Título II de este Convenio establece las 
reglas generales y particulares de aplicación. El artículo 7 
menciona las condiciones en que se aplicaría el presente 
Convenio y entre ellas destaca que la persona que ejerce 
una actividad laboral en el territorio de uno de los Estados 
contratantes, se encuentra sometida a la legislación de 
dicho Estado; que la persona que ejerce una actividad 
laboral a bordo de un navío de bandera de uno de los 
Estados contratantes, se encuentra sometida a la legisla- 
ción de dicho Estado; y que la persona que forma parte del 
personal de navegación de una empresa que efectúa, por 
cuenta de otros o por su propia cuenta, transporte interna- 
cional de pasajeros o de mercaderías y que tiene su sede en 
el territorio de uno de los Estados contratantes, se encuen- 
tra sometida a la legislación de este último Estado. Agrega 
que, sin embargo, cuando la empresa tiene una sucursal o 
una representación permanente en el territorio de otro Es- 
tado contratante, el trabajador asalariado se encuentra 
sometido a la legislación del Estado contratante en cuyo 
territorio se encuentra la sucursal. Dicho artículo agrega, en 
su último literal, que la persona que ejerce simultáneamente 
una actividad asalariada en el territorio de los dos Estados 
contratantes, está sometida a la legislación del Estado en 
cuyo territorio reside. 


En definitiva, señor Presidente, todo esto trata de con- 
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siderar los más diversos aspectos frente a situaciones no 
previstas en anteriores Convenios de similares caracterís- 
ticas. 


Por su parte, el artículo 8 menciona algunas situaciones 
particulares como, por ejemplo, el de un trabajador asalaria- 
do que estando al servicio de una empresa que tenga en el 
territorio de uno de los Estados contratantes su sede o una 
sucursal en la que se desempeña normalmente y es destina- 
do temporalmente por esta empresa en el territorio del otro 
Estado contratante para realizar allí un trabajo por su cuen- 
ta, está sometido únicamente a la legislación del primer 
Estado contratante como si continuara siendo ocupado en 
su territorio, a condición de que la duración prevista del 
trabajo que debe realizar no exceda los veinticuatro meses 
y que no sea enviado en sustitución de otro trabajador al 
cumplirse el plazo de su traslado temporario. 


El artículo 9 refiere a la situación del personal diplomá- 
tico y consular. 


El Título II, en los artículos 11 y 12 alude, en forma 
específica y detallada, a las prestaciones a ser otorgadas a 
los beneficiarios. En los Capítulos 2 y 3 de este mismo Título 
se explicitan, respectivamente, la aplicación de la legisla- 
ción uruguaya y la aplicación de la legislación belga. 


En el artículo 22, que da comienzo al Título IV, se 
establecen los cometidos de las autoridades competentes 
encargadas de llevar adelante las disposiciones del Conve- 
nio. Por ejemplo: se toman, por acuerdo administrativo, las 
medidas necesarias para la aplicación del Convenio y desig- 
nan los Organismos de Enlace y las Instituciones Compe- 
tentes; se definen los procedimientos de ayuda mutua 
administrativa, incluida la repartición de los gastos relacio- 
nados con la obtención de certificados médicos, adminis- 
trativos y cualquier otro, necesarios para la aplicación del 
Convenio; se comunican directamente las informaciones 
relativas a medidas tomadas para la aplicación del Conve- 
nio, y se comunica, en los plazos más breves posibles y 
directamente, cualquier modificación de su legislación sus- 
ceptible de afectar la aplicación del Convenio. 


A su vez, el artículo 23 establece una cooperación admi- 
nistrativa, esencial para poder dar cumplimiento a los obje- 
tivos del Convenio. Entre los contenidos de cooperación se 
menciona que para su aplicación, las instituciones compe- 
tentes de cada uno de los Estados contratantes deben 
prestarse recíprocamente sus buenos oficios, como si se 
tratara de la aplicación de su propia legislación. Esta ayuda 
mutua es, en principio, gratuita pero, de todos modos, las 
autoridades competentes pueden convenir el reembolso de 
determinados gastos. 


Por todo lo antedicho y por las consideraciones que 
unánimemente se han hecho en la Comisión de Asuntos 
Internacionales, entendemos que este proyecto de ley -que 
ya cuenta con la aprobación de la Cámara de Representan- 
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tes-, en la medida que tiene efectos positivos, debe ser 
aceptado por el Senado. 


Es cuanto quiero manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 

“Artículo único.- Apruébase el Convenio sobre Seguri- 
dad Social entre la República Oriental del Uruguay y el 
Reino de Bélgica, suscrito en la ciudad de Montevideo, 


República Oriental del Uruguay, en fecha 22 de noviembre 
de 2006”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 
-21en21.Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha quedado sancionado el proyecto de ley, que se 
comunicará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


11) CONVENCION SOBRE LOS DERECHOS DE LAS 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo término del Orden del Día: “Pro- 
yecto de ley por el que se aprueba la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad, firmada en la 
ciudad de Nueva Y ork el 3 de abril de 2007 (Carp. N* 1133/08 
- Rep. N* 754/08)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1133/08 
Rep. N* 754/08 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 
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Ministerio de Economía y Finanzas 

Ministerio de Desarrollo Social 

Ministerio de Educación y Cultura 

Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Turismo y Deporte 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente 


Montevideo, 31 de marzo de 2008. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse ala Asam- 
blea General, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 85, numeral 7 y 168, numeral 20 de la Constitución 
de la República, a fin de someter a su consideración el 
proyecto de ley adjunto, mediante el cual se aprueba la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, firmada en la ciudad de Nueva York, Estados 
Unidos de Norteamérica, el día 3 de abril de 2007. 


I ANTECEDENTES 


a) DATOS RESPECTO A LA DISCAPACIDAD 


Alrededor del 10% de la población mundial, o sea 650 
millones de personas, vive con una discapacidad. Consti- 
tuyen la mayor minoría del mundo. 


Según la Organización Mundial de la Salud (OMS). Esta 
cifra está aumentando debido al crecimiento de la pobla- 
ción, los avances de la medicina y el proceso de envejeci- 
miento. 


En los países donde la esperanza de vida en promedio, 
es superior a los 70 años, alrededor de 8 años de ese 
período, o seael 11.5% de la vida de un individuo, transcu- 
rre con incapacidades. 


El 80% de las personas con discapacidad vive en países 
en desarrollo, según el Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD). 


En los países de la Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económico (OCDE), las tasas de 
discapacidades son notablemente más altas entre los gru- 
pos con menores logros educacionales. El promedio es de 
19% en comparación con 11% entre los que tienen más 
educación. 


En la mayoría de los países de la OCDE, se informa que 
las mujeres tienen una incidencia más alta de discapacidades 
que los hombres. 


El Banco Mundial estima que el 20% de los más pobres 
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del mundo tienen discapacidades y tienden a ser conside- 
rados dentro de sus propias comunidades como las perso- 
nas en situación más desventajosa. 


Se reconoce que las mujeres con discapacidad experi- 
mentan múltiples desventajas, siendo objeto de exclusión 
debido a su género y a su discapacidad. 


Las mujeres y las niñas con discapacidad son particular- 
mente vulnerables al abuso. Según una encuesta realizada 
en Orissa (India), prácticamente todas las mujeres y las 
niñas con discapacidad son objeto de palizas en el hogar. 
El 25% de las mujeres con discapacidades intelectuales han 
sido violadas, y el 6% de las mujeres discapacitadas han 
sido esterilizadas por la fuerza. 


Según el UNICEF, el 30% de los jóvenes de la calle tienen 
discapacidades. 


La mortalidad, correspondiente a los niños con 
discapacidad, puede alcanzar hasta un 80%, en los países 
en los que la mortalidad, de menores de cinco años, ha 
disminuido por debajo del 20%. Los estudios comparativos 
sobre la legislación en materia de discapacidad indican que 
sólo 45 países cuentan con leyes contra la discriminación y 
otro tipo de leyes específicas a ese respecto. 


Educación 


Según la UNESCO, el 90% de los niños con discapacidad 
no asiste a la escuela. 


Según un estudio del PNUD de 1998, la tasa mundial de 
alfabetización de adultos con discapacidad llega solamente 
al 3%, y al 1% en el caso de las mujeres con disapacidad. 


De acuerdo a la OCDE, en los países pertenecientes a 
dicha Organización, los estudiantes con discapacidad si- 
guen estando sub-representados en la enseñanza superior, 
pese a que su número va en aumento. 


Empleo 


Según se estima, unos 386 millones de las personas en 
edad de trabajar, son discapacitadas (datos OIT). El desem- 
pleo alcanza, en algunos países, hasta un 80%. A menudo 
los empleadores suponen que las personas con discapacidad 
no pueden trabajar. 


Aunque las personas con discapacidad constituyen un 
5 0 6% significativo de la población de la India, sus nece- 
sidades de empleo siguen sin atenderse. Pese a la Ley 
relativa alas “Personas con Discapacidad”, que les reserva 
el 3% de los empleos gubernamentales, de los cerca de 70 
millones de personas con discapacidad, en la India, sólo 
alrededor de 100.000 han logrado obtener empleo en la 
industria. 
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Violencia 


Por cada niño que muere en zonas de guerra, tres resul- 
tan heridos y permanentemente discapacitados. Según la 
OMS, en algunos países, hasta una cuota parte de las 
discapacidades son resultado de heridas y violencia. 


Según un estudio británico de 2004, las personas con 
discapacidad tienen más probabilidades de ser víctimas de 
la violencia o la violación, y menos probabilidades de 
obtener la intervención de la policía, protección jurídica o 
cuidados preventivos. 


Las investigaciones indican que la violencia contra los 
niños con discapacidad ocurre a tasas anuales por lo menos 
1.7 veces mayores que en el caso de sus pares no 
discapacitados. 


b) LA CONVENCION 


Esta Convención es un paso importante para cambiar la 
percepción de la discapacidad y asegurar que las socieda- 
des reconozcan que es necesario proporcionar a todas las 
personas la oportunidad de vivir la vida con la mayor 
plenitud posible. 


Al ratificar una Convención de esta naturaleza, el país 
acepta las obligaciones jurídicas que le corresponden en 
virtud del Tratado, y después que entre en vigor, deberá 
adoptar, si no la tuviere, la legislación adecuada para hacer- 
las cumplir. 


La Comisionada de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas Louise Arbour ha expresado: 


“El sistema de derechos humanos actual tiene por 
objeto promover y proteger los derechos humanos de las 
personas con discapacidad pero las normas y los mecanis- 
mos existentes de hecho no proporcionan protección ade- 
cuada para los casos concretos de personas con 
discapacidad. Evidentemente es hora de remediar ese 
defecto.” 


Por su parte, la ONU ha señalado respecto al tema de la 
discapacidad: 


“Hay más de 650 millones de personas que sufren algún 
tipo de discapacidad mental, física o sensorial. Indepen- 
dientemente, del lugar del mundo en el que se encuentren, 
sus vidas están limitadas muy a menudo por obstáculos 
físicos o sociales. Aproximadamente un 80% de la pobla- 


ción mundial con discapacidad vive en países en desarro- 
llo. 


Las personas con discapacidad suelen ser objeto de 
discriminación a causa de los perjuicios o la ignorancia, 
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y además es posible que no tengan acceso a los servicios 
esenciales. 


Se trata de una “crisis en silencio” que afecta no sólo 
a las propias personas con discapacidad y a sus familia- 
res, sino también al desarrollo social y económico de 
sociedades enteras, en las que una buena parte del poten- 
cial humano se queda sin explotar. 


Teniendo en cuenta que las discapacidades suelen 
estar causadas por actividades humanas, o simplemente 
por la falta de cuidado, se necesita la ayuda de toda la 
comunidad internacional para terminar con esta “emer- 
gencia en silencio”, y promover la pronta solución a una 
situación discriminatoria. 


Desde sus comienzos, las Naciones Unidas han tratado 
de mejorar la situación de las personas con discapacidad 
y hacer más fáciles sus vidas. El interés de las Naciones 
Unidas por el bienestar y los derechos de las personas con 
discapacidad tiene sus orígenes en sus principios 
fundacionales, que están basados en los derechos huma- 
nos, las libertades fundamentales y la igualdad de todos 
los seres humanos. Como se afirma tanto en la Carta de las 
Naciones Unidas como en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, los Convenios Internacionales sobre 
Derechos Humanos y demás instrumentos relacionados 
con los derechos humanos, las personas con discapacidad 
deben poder ejercer sus derechos civiles, políticos, socia- 
les y culturales en igualdad de condiciones con el resto de 


, 


las personas”. 


La Convención de las Naciones Unidas sobre los Dere- 
chos de las Personas con Discapacidad, es el primer Trata- 
do de Derechos Humanos del Siglo XXI, el que representará 
un cambio de importancia en la forma de tratar alos más de 
650 millones de personas con discapacidad del mundo. 


Las personas con discapacidad siguen estando entre las 
más marginadas de todas las poblaciones y una amplia gama 
de barreras físicas, jurídicas y sociales, les impiden lograr 
su pleno potencial. En este sentido, la Convención indica el 
camino para aprobar legislaciones con el objeto de cambiar 
los conceptos del público sobre las personas con 
discapacidad, en todos los aspectos, desde la construcción 
y el diseño cívico, hasta el transporte, la educación, el 
empleo y el recreo. 


Sólo alrededor de 45 paises cuentan con legislación 
referente a las personas con discapacidad. Como resultado 
de ello, las personas con discapacidad tienen menos proba- 
bilidades que otras de concurrir a la escuela o de tener un 
trabajo. 


La Convención obliga alos países a incluir gradualmen- 
te en la construcción de nuevos edificios, características 
que tengan en cuenta las necesidades de las personas con 
discapacidad, promover y mejorar el acceso a la educación 
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y la información e introducir medidas que eliminarán las 
prácticas discriminatorias contra las personas con 
discapacidad. 


Por la complejidad de las reformas y cambios que debe- 
rán implantar los países signatarios de la Convención, se 
reconoce que necesitarán algún tiempo para aplicar plena- 
mente sus disposiciones. 


A la fecha de este Mensaje, la Convención aún no está 
vigente. De los veinte países necesarios para su entrada en 
vigor, siete la han ratificado. 


Asimismo, en la misma fecha de adopción de la Conven- 
ción, (Asamblea General en su sexagésimo primer período 
de sesiones, -13 de diciembre de 2006-), se adoptó el Proto- 
colo Facultativo, el cual no fue firmado por nuestra Repú- 
blica. 


El Protocolo Facultativo establece el reconocimiento, 
por parte del Estado Parte del mismo, de la competencia del 
Comité para recibir y considerar las comunicaciones pre- 
sentadas por personas o grupos de personas, sujetos a su 
jurisdicción, que aleguen ser víctimas de una violación por 
ese Estado de cualquiera de las disposiciones de la Conven- 
ción. 


I) TEXTO 


La Convención consta de un Preámbulo y 50 Artículos. 


La Convención procura elaborar detalladamente los de- 
rechos de las personas con discapacidades y establecer un 
código de aplicación. 


En el Preámbulo, se recuerda alos principios de la Carta 
de las Naciones Unidas, al Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, al Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Internacio- 
nal sobre la Eliminación de todas las Formas de Discrimina- 
ción Racial, la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, la Convención 
contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhuma- 
nos o Degradantes, la Convención sobre los Derechos del 
Niño y la Convención Internacional sobre la protección de 
los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus 
familiares. 


Se reafirma la universalidad, indivisibilidad, interdepen- 
dencia e interrelación de todos los derechos humanos y 
libertades fundamentales, así como la necesidad de garan- 
tizar que las personas con discapacidad los ejerzan plena- 
mente y sin discriminación. 


Se reconoce también, que la discriminación contra cual- 
quier persona por razón de su discapacidad constituye una 
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vulneración de la dignidad y el valor inherentes del ser 
humano. 


Se considera que las personas con discapacidad deben 
tener la oportunidad de participar activamente en los pro- 
cesos de adopción de decisiones sobre políticas y progra- 
mas, incluidos los que les afectan directamente. 


Los Estados Parte, se declaran Convencidos de que una 
Convención internacional amplia e integral para promover 
y proteger los derechos y la dignidad de las personas con 
discapacidad contribuirá significativamente a paliar la pro- 
funda desventaja social de las personas con discapacidad 
y promoverá su participación, con igualdad de oportunida- 
des, en los ámbitos civil, político, económico, social y 
cultural, tanto en los países en desarrollo como en los 
desarrollados. 


En atención a lo expuesto y a otras consideraciones 
mencionadas en el Preámbulo, los Estados signatarios con- 
vienen en: 


Definir el propósito de la Convención y cuales son las 
personas que se entienden como discapacitadas a sus 
efectos. (Artículo 1). 


El Artículo 2, establece una serie de definiciones, tales 
como “la comunicación”, “discriminación por motivos de 
discapacidad”, los “ajustes razonables”, y el “diseño uni- 
versal”. 


Los “principios generales”, se detallan en el Artículo 3. 


En cuanto a las “Obligaciones”, los países que se unen 
a la Convención se comprometen a elaborar y poner en 
práctica políticas, leyes y medidas administrativas para 
asegurar los derechos reconocidos en la convención y 
abolir las leyes, reglamentos, costumbres y prácticas que 
constituyen discriminación. (Artículo 4). 


Los países deben reconocer que todas las personas son 
iguales ante la ley, prohibir la discriminación basada en las 
discapacidades y garantizar igual protección de la ley. 
(Artículo 5). 


Se procura asegurar la igualdad de derechos y la protec- 
ción de las mujeres y las niñas (Artículo 6), y de los niños 
(en términos generales) con discapacidad (Artículo 7). 


Habida cuenta de que es esencial que cambien las per- 
cepciones para mejorar la situación de las personas con 
discapacidad, los países que ratifican la Convención deben 
combatir los estereotipos y prejuicios y promover la con- 
ciencia de las capacidades de esas personas (Artículo 8). 


Los Estados deben garantizar que las personas con 
discapacidad disfruten del derecho inherente a la vida en un 
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pie de igualdad con otras personas (Artículo 10); y también 
deben asegurar la igualdad de derechos a poseer y heredar 
la propiedad, a controlar los asuntos financieros y tener 
igualdad de acceso a los préstamos bancarios, el crédito y 
las hipotecas (Artículo 12). 


Se debe garantizar el acceso a la justicia en un pie de 
igualdad con otras personas (Artículo 13) y asegurar que 
los discapacitados disfruten del derecho a la libertad y la 
seguridad, y no sean privados de su libertad, de manera 
ilegal, o arbitrariamente. (Artículo 14). 


Los países deben proteger la integridad física y mental 
de las personas con discapacidad, garantizar que dichas 
personas no sean sometidas a la tortura, a otros tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes o a castigos, y 
prohibir los experimentos médicos o científicos sin el con- 
sentimiento de la persona interesada. (Artículo 15). (Artícu- 
lo 17). 


Las leyes y medidas administrativas deben garantizar 
el derecho a no ser explotado, o sometido a violencia o 
abusos. En caso de abuso, los países deben promover la 
recuperación física y psicológica, la rehabilitación y la 
reintegración de la víctima e investigar el abuso (Artícu- 
lo 16). 


En cuanto a la cuestión fundamental de la accesibilidad 
(Artículo 9), la Convención requiere que los países identi- 
fiquen y eliminen los obstáculos y las barreras y aseguren 
que las personas con discapacidad puedan tener acceso a 
su entorno, al transporte, las instalaciones y los servicios 
públicos, y tecnologías de la información y las comunica- 
ciones. 


Las personas con discapacidad deben tener la opción de 
vivir en forma independiente, serincluidas en la comunidad, 
elegir dónde y con quién vivir y tener acceso a servicios de 
apoyo en el hogar, en residencias y en la comunidad (Ar- 
tículo 19). 


Debe promoverse la movilidad personal y la indepen- 
dencia, facilitando la movilidad personal asequible, la capa- 
citación al respecto y el acceso a ayudas para la movilidad, 
aparatos, tecnologías de asistencia y asistencia personal. 
(Artículo 20). 


Los países deben promover el acceso a la información, 
proporcionando la información prevista para el público en 
general en formatos y tecnologías accesibles, facilitando el 
uso del Braille, el lenguaje por señas y otras formas de 
comunicación y alentando a los medios de comunicación y 
alos proveedores de Internet a ofrecer información en línea 
en formatos accesibles (Artículo 21). 


Las personas con discapacidad no deben ser objeto de 
injerencia arbitraria o ilegal en la vida privada, la familia, el 
hogar, la correspondencia o la comunicación. Debe prote- 
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gerse la confidencialidad de su información personal y en 
materia de salud (Artículo 22). 


Los niños con discapacidad tendrán igualdad de dere- 
chos. No serán separados de sus padres contra su volun- 
tad, excepto cuando las autoridades determinen que ello es 
en el interés superior del niño, y en ningún caso serán 
separados de sus padres debido a una discapacidad del 
niño o de los padres. Es menester eliminar la discriminación 
relacionada con el matrimonio, la familia y las relaciones 
personales. Las personas con discapacidad disfrutarán de 
igualdad de oportunidades, de tener relaciones sexuales e 
íntimas, experimentar la procreación, contraer matrimonio y 
fundar una familia; como asimismo decidir el número y el 
espaciamiento de sus hijos, tener acceso a educación y 
medios en materia reproductiva y de planificación de la 
familia, y de disfrutar de igualdad de derechos y responsa- 
bilidades con respecto a la tutela, el pupilaje, el régimen de 
fideicomiso y la adopción de niños (Artículo 23). 


Los Estados deben asegurar la igualdad de acceso a la 
educación primaria y secundaria, la formación profesional, 
la enseñanza de adultos y el aprendizaje permanente. La 
educación debe emplear los materiales, las técnicas educa- 
cionales y las formas de comunicación adecuados. Los 
alumnos que las necesiten deben recibir las medidas de 
apoyo pertinentes, y los alumnos ciegos o sordos deben 
recibir su educación en las formas más apropiadas de comu- 
nicación, de maestros con fluidez en el lenguaje por señas 
y el Braille. La educación de las personas con discapacidad 
debe promover su participación en la sociedad, su sentido 
de dignidad y valor personal y el desarrollo de todo su 
potencial en lo que se refiere a la personalidad, los talentos 
y la creatividad (Artículo 24). 


Las personas con discapacidad tienen el derecho al más 
alto nivel posible de salud sin discriminación debido a su 
discapacidad. Deben recibir la misma gama, calidad y nivel 
de servicios de salud gratuitos o asequibles que se propor- 
cionan a otras personas, recibir los servicios de salud que 
necesiten debido a su discapacidad, y no ser discriminadas 
en el suministro de seguro de salud (Artículo 25). 


Para que las personas con discapacidad logren la máxima 
independencia y capacidad, los países deben proporcionar 
servicios amplios de habilitación y rehabilitación en las 
esferas de la salud, el empleo y la educación. (Artículo 26). 


Las personas con discapacidad tienen igualdad de dere- 
chos a trabajar y a ganarse la vida. Los países deben 
prohibir la discriminación en cuestiones relacionadas con el 
empleo, promover el empleo por cuenta propia, la capacidad 
empresarial y el inicio del negocio propio, emplear a perso- 
nas con discapacidad en el sector público, promover su 
empleo en el sector privado y asegurar que se proporcione 
una comodidad razonable en el lugar de trabajo (Artículo 
27). 


Los países reconocen el derecho a un nivel de vida y de 
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protección social adecuado, incluso viviendas, servicios y 
asistencia públicos en lo que respecta a las necesidades 
relacionadas con las discapacidades, y asistencia para el 
pago de los gastos conexos en caso de pobreza (Artícu- 
lo 28). 


Los países deben garantizar la igualdad de participación 
en la vida política y pública, incluso el derecho al voto, a ser 
candidato a elecciones y a ocupar puestos públicos (Ar- 
tículo 29). 


Los países deben promover la participación en la vida 
cultural, el recreo, el tiempo libre y los deportes, aseguran- 
do el suministro de programas de televisión, películas, 
material teatral y cultural en formatos accesibles, haciendo 
accesibles los teatros, los museos, los cines y las bibliote- 
cas, y garantizando que las personas con discapacidad 
tengan oportunidad de desarrollar y utilizar su capacidad 
creativa no sólo en su propio beneficio sino también para 
enriquecimiento de la sociedad. Los países deben garanti- 
zar su participación en las actividades deportivas generales 
y específicas. (Artículo 30). 


Los países deben proporcionar asistencia para el desa- 
rrollo para apoyar los esfuerzos de los países en desarrollo 
para poner en práctica la Convención. (Artículo 32). 


Con objeto de asegurar la aplicación y la vigilancia de la 
Convención, los países deben designar un centro de coor- 
dinación local en el gobierno y crear un mecanismo nacional 
con ese fin. (Artículo 33). 


El Artículo 34 crea el Comité sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad que estará compuesto de exper- 
tos independientes, y que recibirá los informes periódicos 
de los Estados Partes sobre las medidas que estos hayan 
adoptado para cumplir sus obligaciones conforme a la Con- 
vención. (Artículo 35). 


Los Artículos 36, 37, 38 y 39, establecen la consideración 
de los informes de los Estados Parte, la cooperación entre 
éstos y el Comité, la relación del Comité con otros órganos, 
y el Informe del Comité, respectivamente. 


El Artículo 44 hace referencia a la “Organización Regio- 
nal de Integración”, y señala que se entenderá por ella, a 
una organización constituida por Estados soberanos de 
una región determinada a la que sus Estados miembros 
hayan transferido competencia respecto de las cuestiones 
regidas por la Convención. Esas organizaciones declararán, 
en sus instrumentos de confirmación oficial o adhesión, su 
grado de competencia con respecto a las cuestiones regidas 
por esta Convención. 


Posteriormente, informarán al depositario de toda modi- 
ficación sustancial de su grado de competencia. 


Los Artículos 45, 46, 47 y 48, establecen la entrada en 
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vigor, las reservas, las enmiendas y la denuncia respectiva- 
mente. 


En atención a lo expuesto y reiterando la conveniencia 
de la suscripción de este tipo de Convenciones, el Poder 
Ejecutivo solicita la correspondiente aprobación parlamen- 
taria. 


El Poder Ejecutivo reitera al Señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta conside- 
ración. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de 
la República; Reinaldo Gargano, Danilo 
Astori, Daisy Tourné, Marina 
Arismendi, María Julia Muñoz, Héctor 
Lescano, Carlos Colacce, Felipe 
Michelini, Jorge Bruni. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 

Ministerio del Interior 

Ministerio de Economía y Finanzas 

Ministerio de Desarrollo Social 

Ministerio de Educación y Cultura 

Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Turismo y Deporte 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente 


Montevideo, 31 de marzo de 2008. 


PROYECTO DELEY 


Artículo 1”.- Apruébase la Convención sobre los Dere- 
chos de las Personas con Discapacidad, firmada en la ciu- 
dad de Nueva York, Estados Unidos de Norteamérica, el día 
3 de abril de 2007. 


Artículo 2”.- Comuníquese, etc. 


Reinaldo Gargano, Danilo Astori, 
Daisy Tourné, Marina Arismendi, Ma- 
ría Julia Muñoz, Héctor Lescano, Car- 
los Colacce, Felipe Michelini, Jorge 
Bruni. 


CONVENCION SOBRE LOS DERECHOS DE LAS 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD 


Preámbulo 


Los Estados Partes en la presente Convención, 
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a) Recordando los principios de la Carta de las Nacio- 
nes Unidas que proclaman que la libertad, la justicia y la paz 
en el mundo tienen por base el reconocimiento de la digni- 
dad y el valor inherentes y de los derechos iguales e 
inalienables de todos los miembros de la familia humana, 


b) Reconociendo que las Naciones Unidas, en la Decla- 
ración Universal de Derechos Humanos y en los Pactos 
Internacionales de Derechos Humanos, han reconocido y 
proclamado que toda persona tiene los derechos y liberta- 
des enunciados en esos instrumentos, sin distinción de 
ningúna índole, 


c) Reafirmando la universalidad, indivisibilidad, inter- 
dependencia e interrelación de todos los derechos huma- 
nos y libertades fundamentales, así como la necesidad de 
garantizar que las personas con discapacidad los ejerzan 
plenamente y sin discriminación, 


d) Recordando el Pacto Internacional de Derechos Eco- 
nómicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, la Convención Internacional 
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
Racial, la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, la Convención 
contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhuma- 
nos o Degradantes, la Convención sobre los Derechos del 
Niño y la Convención Internacional sobre la protección de 
los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus 
familiares, 


e) Reconociendo que la discapacidad es un concepto 
que evoluciona y que resulta de la interacción entre las 
personas con deficiencias y las barreras debidas a la actitud 
y al entorno que evitan su participación plena y efectiva en 
la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás, 


f) Reconociendo la importancia que revisten los princi- 
pios y las directrices de política que figuran en el Programa 
de Acción Mundial para los Impedidos y en las Normas 
Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para las 
Personas con Discapacidad como factor en la promoción, la 
formulación y la evaluación de normas, planes, programas 
y medidas a nivel nacional, regional e internacional desti- 
nados a dar una mayor igualdad de oportunidades a las 
personas con discapacidad, 


g) Destacando la importancia de incorporar las cuestio- 
nes relativas a la discapacidad como parte integrante de las 
estrategias pertinentes de desarrollo sostenible, 


h) Reconociendo también que la discriminación contra 
cualquier persona por razón de su discapacidad constituye 
una vulneración de la dignidad y el valor inherentes del ser 
humano, 


1) Reconociendo además la diversidad de las personas 
con discapacidad, 
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j) Reconociendo la necesidad de promover y proteger 
los derechos humanos de todas las personas con 
discapacidad, incluidas aquellas que necesitan un apoyo 
más intenso, 


k) Observando con preocupación que, pese a estos 
diversos instrumentos y actividades, las personas con 
discapacidad siguen encontrando barreras para participar 
en igualdad de condiciones con las demás en la vida social 
y que se siguen vulnerando sus derechos humanos en todas 
las partes del mundo, 


l) Reconociendo la importancia de la cooperación in- 
ternacional para mejorar las condiciones de vida de las 
personas con discapacidad en todos los países, en particu- 
lar en los países en desarrollo, 


m) Reconociendo el valor de las contribuciones que 
realizan y pueden realizar las personas con discapacidad al 
bienestar general y a la diversidad de sus comunidades, y 
que la promoción del pleno goce de los derechos humanos 
y las libertades fundamentales por las personas con 
discapacidad y de su plena participación tendrán como 
resultado un mayor sentido de pertenencia de estas perso- 
nas y avances significativos en el desarrollo económico, 
social y humano de la sociedad y en la erradicación de la 
pobreza, 


n) Reconociendo la importancia que para las personas 
con discapacidad reviste su autonomía e independencia 
individual, incluida la libertad de tomar sus propias decisio- 
nes, 


o) Considerando que las personas con discapacidad 
deben tener la oportunidad de participar activamente en los 
procesos de adopción de decisiones sobre políticas y pro- 
gramas, incluidos los que les afectan directamente, 


p) Preocupados por la difícil situación en que se en- 
cuentran las personas con discapacidad que son víctimas 
de múltiples o agravadas formas de discriminación por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión polí- 
tica o de cualquier otra índole, origen nacional, étnico, 
indígena o social, patrimonio, nacimiento, edad o cualquier 
otra condición, 


q) Reconociendo que las mujeres y las niñas con 
discapacidad suelen estar expuestas a un riesgo mayor, 
dentro y fuera del hogar, de violencia, lesiones o abuso, 
abandono o trato negligente, malos tratos o explotación, 


r) Reconociendo también que los niños y las niñas con 
discapacidad deben gozar plenamente de todos los dere- 
chos humanos y las libertades fundamentales en igualdad 
de condiciones con los demás niños y niñas, y recordando 
las obligaciones que a este respecto asumieron los Estados 
Partes en la Convención sobre los Derechos del Niño, 
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s) Subrayando la necesidad de incorporar una perspec- 
tiva de género en todas las actividades destinadas a promo- 
ver el pleno goce de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales por las personas con discapacidad, 


t) Destacando el hecho de que la mayoría de las perso- 
nas con discapacidad viven en condiciones de pobreza y 
reconociendo, a este respecto, la necesidad fundamental de 
mitigar los efectos negativos de la pobreza en las personas 
con discapacidad, 


u) Teniendo presente que, para lograr la plena protec- 
ción de las personas con discapacidad, en particular duran- 
te los conflictos armados y la ocupación extranjera, es 
indispensable que se den condiciones de paz y seguridad 
basadas en el pleno respeto de los propósitos y principios 
de la Carta de las Naciones Unidas y se respeten los instru- 
mentos vigentes en materia de derechos humanos, 


v) Reconociendo la importancia de la accesibilidad al 
entorno físico, social, económico y cultural, a la salud y la 
educación y ala información y las comunicaciones, para que las 
personas con discapacidad puedan gozar plenamente de 
todos los derechos humanos y las libertades fundamentales, 


w) Conscientes de que las personas, que tienen obliga- 
ciones respecto a otras personas y a la comunidad a la que 
pertenecen, tienen la responsabilidad de procurar, por to- 
dos los medios, que se promuevan y respeten los derechos 
reconocidos en la Carta Internacional de Derechos Huma- 
nos, 


x) Convencidos de que la familia es la unidad colectiva 
natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a 
recibir protección de ésta y del Estado, y de que las personas 
con discapacidad y sus familiares deben recibir la protección 
y la asistencia necesarias para que las familias puedan 
contribuir a que las personas con discapacidad gocen de 
sus derechos plenamente y en igualdad de condiciones, 


y) Convencidos de que una convención internacional 
amplia e integral para promover y proteger los derechos y 
la dignidad de las personas con discapacidad contribuirá 
significativamente a paliar la profunda desventaja social de 
las personas con discapacidad y promoverá su participa- 
ción, con igualdad de oportunidades, en los ámbitos civil, 
político, económico, social y cultural, tanto en los países en 
desarrollo como en los desarrollados, 


Convienen en lo siguiente: 


Artículo 1 


Propósito 


El propósito de la presente Convención es promover, 
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proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de 
igualdad de todos los derechos humanos y libertades fun- 
damentales por todas las personas con discapacidad, y 
promover el respeto de su dignidad inherente. 


Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que 
tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sen- 
soriales a largo plazo que, al interactuar con diversas ba- 
rreras, puedan impedir su participación plena y efectiva 
en la sociedad, en igualdad de condiciones con las de- 


z 


mas. 


Artículo 2 


Definiciones 


A los fines de la presente Convención: 


La “comunicación” incluirá los lenguajes, la visualiza- 
ción de textos, el Braille, la comunicación táctil, los 
macrotipos, los dispositivos multimedia de fácil acceso, así 
como el lenguaje escrito, los sistemas auditivos, el lenguaje 
sencillo, los medios de voz digitalizada y otros modos, 
medios y formatos aumentativos o alternativos de comuni- 
cación, incluida la tecnología de la información y las comu- 
nicaciones de fácil acceso; 


Por “lenguaje” se entenderá tanto el lenguaje oral como 
la lengua de señas y otras formas de comunicación no 
verbal; 


Por “discriminación por motivos de discapacidad” se 
entenderá cualquier distinción, exclusión o restricción por 
motivos de discapacidad que tenga el propósito o el efecto 
de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o 
ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los dere- 
chos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos 
político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. 
Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la 
denegación de ajustes razonables; 


Por “ajustes razonables” se entenderán las modificacio- 
nes y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impon- 
gan una carga desproporcionada o indebida, cuando se 
requieran en un caso particular, para garantizar a las perso- 
nas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de 
condiciones con las demás, de todos los derechos humanos 
y libertades fundamentales; 


Por “diseño universal” se entenderá el diseño de pro- 
ductos, entornos, programas y servicios que puedan utili- 
zar todas las personas, en la mayor medida posible, sin 
necesidad de adaptación ni diseño especializado. El “dise- 
ño universal” no excluirá las ayudas técnicas para grupos 
particulares de personas con discapacidad, cuando se ne- 
cesiten. 
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Artículo 3 
Principios generales 
Los principios de la presente Convención serán: 


a) El respeto de la dignidad inherente, la autonomía 
individual, incluida la libertad de tomar las propias 
decisiones, y la independencia de las personas; 


b) La no discriminación; 


c) La participación e inclusión plenas y efectivas en la 
sociedad; 


d) El respeto por la diferencia y la aceptación de las 
personas con discapacidad como parte de la diversi- 
dad y la condición humanas; 


e) La igualdad de oportunidades; 
f) La accesibilidad; 
g) La igualdad entre el hombre y la mujer; 


h) El respeto a la evolución de las facultades de los 
niños y las niñas con discapacidad y de su derecho 
a preservar su identidad. 


Artículo 4 
Obligaciones generales 


1. Los Estados Partes se comprometen a asegurar y 
promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos 
y las libertades fundamentales de las personas con 
discapacidad sin discriminación alguna por motivos de 
discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se comprometen 
a: 


a) Adoptar todas las medidas legislativas, administra- 
tivas y de otra índole que sean pertinentes para hacer 
efectivos los derechos reconocidos en la presente 
Convención; 


b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas me- 
didas legislativas, para modificar o derogar leyes, 
reglamentos, costumbres y prácticas existentes, que 
constituyan discriminación contra las personas con 
discapacidad; 


c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los 
programas, la protección y promoción de los dere- 
chos humanos de las personas con discapacidad; 


d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incompa- 
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tibles con la presente Convención y velar por que las 
autoridades e instituciones públicas actúen confor- 
me a lo dispuesto en ella; 


e) Tomar todas las medidas pertinentes para que ningu- 
na persona, organización o empresa privada discrimi- 
ne por motivos de discapacidad; 


f) Emprender o promover la investigación y el desarro- 
llo de bienes, servicios, equipos e instalaciones de 
diseño universal, con arreglo a la definición del artí- 
culo 2 de la presente Convención, que requieran la 
menor adaptación posible y el menor costo para 
satisfacer las necesidades específicas de las perso- 
nas con discapacidad, promover su disponibilidad y 
uso, y promover el diseño universal en la elaboración 
de normas y directrices; 


g) Emprender o promover la investigación y el desarro- 
llo, y promover la disponibilidad y el uso de nuevas 
tecnologías, incluidas las tecnologías de la informa- 
ción y las comunicaciones, ayudas para la movilidad, 
dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo ade- 
cuadas para las personas con discapacidad, dando 
prioridad a las de precio asequible; 


h) Proporcionar información que sea accesible para las 
personas con discapacidad sobre ayudas a la movi- 
lidad, dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo, 
incluidas nuevas tecnologías, así como otras formas 
de asistencia y servicios e instalaciones de apoyo; 


1) Promover la formación de los profesionales y el per- 
sonal que trabajan con personas con discapacidad 
respecto de los derechos reconocidos en la presente 
Convención, a fin de prestar mejor la asistencia y los 
servicios garantizados por esos derechos. 


2. Con respecto a los derechos económicos, sociales y 
culturales, los Estados Partes se comprometen a adoptar 
medidas hasta el máximo de sus recursos disponibles y, 
cuando sea necesario, en el marco de la cooperación inter- 
nacional, para lograr, de manera progresiva, el pleno ejerci- 
cio de estos derechos, sin perjuicio de las obligaciones 
previstas en la presente Convención que sean aplicables de 
inmediato en virtud del derecho internacional. 


3. En la elaboración y aplicación de legislación y polí- 
ticas para hacer efectiva la presente Convención, y en otros 
procesos de adopción de decisiones sobre cuestiones rela- 
cionadas con las personas con discapacidad, los Estados 
Partes celebrarán consultas estrechas y colaborarán acti- 
vamente con las personas con discapacidad, incluidos los 
niños y las niñas con discapacidad, a través de las organi- 
zaciones que las representan. 


4. Nada de lo dispuesto en la presente Convención 
afectará a las disposiciones que puedan facilitar, en mayor 
medida, el ejercicio de los derechos de las personas con 
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discapacidad y que puedan figurar en la legislación de un 
Estado Parte o en el derecho internacional en vigor en dicho 
Estado. No se restringirán ni derogarán ninguno de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales recono- 
cidos o existentes en los Estados Partes en la presente 
Convención de conformidad con la ley, las convenciones y 
los convenios, los reglamentos o la costumbre con el pre- 
texto de que en la presente Convención no se reconocen 
esos derechos o libertades o se reconocen en menor medi- 
da. 


5. Las disposiciones de la presente Convención se 
aplicarán a todas las partes de los Estados federales sin 
limitaciones ni excepciones. 


Artículo 5 


Igualdad y no discriminación 


1. Los Estados Partes reconocen que todas las perso- 
nas son iguales ante la ley y en virtud de ella y que tienen 
derecho a igual protección legal y a beneficiarse de la ley en 
igual medida sin discriminación alguna. 


2. Los Estados Partes prohibirán toda discriminación 
por motivos de discapacidad y garantizarán a todas las 
personas con discapacidad protección legal igual y efecti- 
va contra la discriminación por cualquier motivo. 


3. Afin de promover la igualdad y eliminar la discrimi- 
nación, los Estados Partes adoptarán todas las medidas 
pertinentes para asegurar la realización de ajustes razona- 
bles. 


4. Nose considerarán discriminatorias, en virtud de la 
presente Convención, las medidas específicas que sean 
necesarias para acelerar o lograr la igualdad de hecho de las 
personas con discapacidad. 


Artículo 6 
Mujeres con discapacidad 


1. Los Estados Partes reconocen que las mujeres y 
niñas con discapacidad están sujetas a múltiples formas de 
discriminación y, a ese respecto, adoptarán medidas para 
asegurar que puedan disfrutar plenamente y en igualdad de 
condiciones de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales. 


2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas perti- 
nentes para asegurar el pleno desarrollo, adelanto y 
potenciación de la mujer, con el propósito de garantizarle el 
ejercicio y goce de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales establecidos en la presente Convención. 
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Artículo 7 
Niños y niñas con discapacidad 


1. Los Estados Partes tomarán todas las medidas nece- 
sarias para asegurar que todos los niños y las niñas con 
discapacidad gocen plenamente de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales en igualdad de condi- 
ciones con los demás niños y niñas. 


2. En todas las actividades relacionadas con los niños 
y las niñas con discapacidad, una consideración primordial 
será la protección del interés superior del niño. 


3. Los Estados Partes garantizarán que los niños y las 
niñas con discapacidad tengan derecho a expresar su opi- 
nión libremente sobre todas las cuestiones que les afecten, 
opinión que recibirá la debida consideración teniendo en 
cuenta su edad y madurez, en igualdad de condiciones con 
los demás niños y niñas, y arecibir asistencia apropiada con 
arreglo a su discapacidad y edad para poder ejercer ese 
derecho. 


Artículo 8 
Toma de conciencia 


1. Los Estados Partes se comprometen a adoptar medi- 
das inmediatas, efectivas y pertinentes para: 


a) Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, 
para que tome mayor conciencia respecto de las 
personas con discapacidad y fomentar el respeto de 
los derechos y la dignidad de estas personas; 


b) Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las 
prácticas nocivas respecto de las personas con 
discapacidad, incluidos los que se basan en el géne- 
ro o la edad, en todos los ámbitos de la vida; 


c) Promover la toma de conciencia respecto de las capa- 
cidades y aportaciones de las personas con 
discapacidad. 


2. Las medidas a este fin incluyen: 


a) Poner en marcha y mantener campañas efectivas de 
sensibilización pública destinadas a: 


1) Fomentar actitudes receptivas respecto de los 
derechos de las personas con discapacidad; 


11) Promover percepciones positivas y una mayor 
conciencia social respecto de las personas con 
discapacidad; 


111) Promover el reconocimiento de las capacidades, 
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los méritos y las habilidades de las personas con 
discapacidad y de sus aportaciones en relación 
con el lugar de trabajo y el mercado laboral; 


b) Fomentar en todos los niveles del sistema educativo, 
incluso entre todos los niños y las niñas desde una 
edad temprana, una actitud de respeto de los dere- 
chos de las personas con discapacidad; 


c) Alentar a todos los órganos de los medios de comu- 
nicación a que difundan una imagen de las personas 
con discapacidad que sea compatible con el propó- 
sito de la presente Convención; 


d) Promover programas de formación sobre sensibiliza- 
ción que tengan en cuenta a las personas con 
discapacidad y los derechos de estas personas. 


Artículo 9 
Accesibilidad 


1. A fin de que las personas con discapacidad puedan 
vivir en forma independiente y participar plenamente en 
todos los aspectos de la vida, los Estados Partes adoptarán 
medidas pertinentes para asegurar el acceso de las perso- 
nas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las 
demás, al entorno físico, el transporte, la información y las 
comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías 
de la información y las comunicaciones, y a otros servicios 
e instalaciones abiertos al público o de uso público, tanto 
en zonas urbanas como rurales. Esas medidas, que incluirán 
la identificación y eliminación de obstáculos y barreras de 
acceso, se aplicarán, entre otras cosas, a: 


a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras 
instalaciones exteriores e interiores como escuelas, 
viviendas, instalaciones médicas y lugares de traba- 
jo; 


b) Los servicios de información, comunicaciones y de 
otro tipo, incluidos los servicios electrónicos y de 
emergencia. 


2. Los Estados Partes también adoptarán las medidas 
pertinentes para: 


a) Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de 
normas mínimas y directrices sobre la accesibilidad 
de las instalaciones y los servicios abiertos al públi- 
co o de uso público; 


b) Asegurar que las entidades privadas que propor-- 
cionan instalaciones y servicios abiertos al público 
o de uso público tengan en cuenta todos los aspec- 
tos de su accesibilidad para las personas con 
discapacidad; 
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c) Ofrecer formación a todas las personas involucradas 
en los problemas de accesibilidad a que se enfrentan 
las personas con discapacidad; 


d) Dotar alos edificios y otras instalaciones abiertas al 
público de señalización en Braille y en formatos de 
fácil lectura y comprensión; 


e) Ofrecer formas de asistencia humana o animal e inter- 
mediarios, incluidos guías, lectores e intérpretes pro- 
fesionales de la lengua de señas, para facilitar el 
acceso a edificios y otras instalaciones abiertas al 
público; 


f) Promover otras formas adecuadas de asistencia y 
apoyo a las personas con discapacidad para asegu- 
rar su acceso a la información; 


g) Promover el acceso de las personas con discapacidad 
a los nuevos sistemas y tecnologías de la informa- 
ción y las comunicaciones, incluida Internet; 


h) Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la 
distribución de sistemas y tecnologías de la informa- 
ción y las comunicaciones accesibles en una etapa 
temprana, a fin de que estos sistemas y tecnologías 
sean accesibles al menor costo. 


Artículo 10 
Derecho a la vida 


Los Estados Partes reafirman el derecho inherente a la 
vida de todos los seres humanos y adoptarán todas las 
medidas necesarias para garantizar el goce efectivo de ese 
derecho por las personas con discapacidad en igualdad de 
condiciones con las demás. 


Artículo 11 
Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias 


Los Estados Partes adoptarán, en virtud de las respon- 
sabilidades que les corresponden con arreglo al derecho 
internacional, y en concreto el derecho internacional huma- 
nitario y el derecho internacional de los derechos humanos, 
todas las medidas necesarias para garantizar la seguridad y 
la protección de las personas con discapacidad en situacio- 
nes de riesgo, incluidas situaciones de conflicto armado, 
emergencias humanitarias y desastres naturales. 


Artículo 12 
Igual reconocimiento como persona ante la ley 


1. Los Estados Partes reafirman que las personas con 
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discapacidad tienen derecho en todas partes al reconoci- 
miento de su personalidad jurídica. 


2. Los Estados Partes reconocerán que las personas 
con discapacidad tienen capacidad jurídica en igualdad de 
condiciones con las demás en todos los aspectos de la vida. 


3. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinen- 
tes para proporcionar acceso a las personas con 
discapacidad al apoyo que puedan necesitar en el ejercicio 
de su capacidad jurídica. 


4. Los Estados Partes asegurarán que en todas las 
medidas relativas al ejercicio de la capacidad jurídica se 
proporcionen salvaguardias adecuadas y efectivas para 
impedir los abusos de conformidad con el derecho interna- 
cional en materia de derechos humanos. Esas salvaguardias 
asegurarán que las medidas relativas al ejercicio de la 
capacidad jurídica respeten los derechos, la voluntad y las 
preferencias de la persona, que no haya conflicto de inte- 
reses ni influencia indebida, que sean proporcionales y 
adaptadas a las circunstancias de la persona, que se apli- 
quen en el plazo más corto posible y que estén sujetas a 
exámenes periódicos por parte de una autoridad o un Órga- 
no judicial competente, independiente e imparcial. Las sal- 
vaguardias serán proporcionales al grado en que dichas 
medidas afecten a los derechos e intereses de las personas. 


5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, 
los Estados Partes tomarán todas las medidas que sean 
pertinentes y efectivas para garantizar el derecho de las 
personas con discapacidad, en igualdad de condiciones 
con las demás, a ser propietarias y heredar bienes, controlar 
sus propios asuntos económicos y tener acceso en igual- 
dad de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y 
otras modalidades de crédito financiero, y velarán por que 
las personas con discapacidad no sean privadas de sus 
bienes de manera arbitraria. 


Artículo 13 
Acceso a la justicia 


1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con 
discapacidad tengan acceso a la justicia en igualdad de 
condiciones con las demás, incluso mediante ajustes de 
procedimiento y adecuados a la edad, para facilitar el des- 
empeño de las funciones efectivas de esas personas como 
participantes directos e indirectos, incluida la declaración 
como testigos, en todos los procedimientos judiciales, con 
inclusión de la etapa de investigación y otras etapas preli- 
minares. 


2. A fin de asegurar que las personas con discapacidad 
tengan acceso efectivo a la justicia, los Estados Partes 
promoverán la capacitación adecuada de los que trabajan 
en la administración de justicia, incluido el personal policial 
y penitenciario. 
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Artículo 14 
Libertad y seguridad de la persona 


1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con 
discapacidad, en igualdad de condiciones con los demás: 


a) Disfruten del derecho a la libertad y seguridad de la 
persona; 


b) Nose vean privadas de su libertad ilegal o arbitraria- 
mente y que cualquier privación de libertad sea de 
conformidad con la ley, y que la existencia de una 
discapacidad no justifique en ningún caso una priva- 
ción de la libertad. 


2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con 
discapacidad que se vean privadas de su libertad en razón 
de un proceso tengan, en igualdad de condiciones con las 
demás, derecho a garantías de conformidad con el derecho 
internacional de los derechos humanos y a ser tratadas de 
conformidad con los objetivos y principios de la presente 
Convención, incluida la realización de ajustes razonables. 


Artículo 15 


Protección contra la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes 


1. Ninguna persona será sometida a tortura u otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. En par- 
ticular, nadie será sometido a experimentos médicos o cien- 
tíficos sin su libre consentimiento. 


2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas de 
carácter legislativo, administrativo, judicial o de otra índole 
que sean efectivas para evitar que las personas con 
discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, 
sean sometidas a torturas u otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes. 


Artículo 16 
Protección contra la explotación, la violencia y el abuso 


1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas de 
carácter legislativo, administrativo, social, educativo y de 
otra índole que sean pertinentes para proteger a las perso- 
nas con discapacidad, tanto en el seno del hogar como fuera 
de él, contra todas las formas de explotación, violencia y 
abuso, incluidos los aspectos relacionados con el género. 


2. Los Estados Partes también adoptarán todas las me- 
didas pertinentes para impedir cualquier forma de explota- 
ción, violencia y abuso asegurando, entre otras cosas, que 
existan formas adecuadas de asistencia y apoyo que tengan 


230-C.S. 


en cuenta el género y la edad para las personas con 
discapacidad y sus familiares y cuidadores, incluso propor- 
cionando información y adecuación sobre la manera de 
prevenir, reconocer y denunciar los casos de explotación, 
violencia y abuso. Los Estados Partes asegurarán que los 
servicios de protección tengan en cuenta la edad, el género 
y la discapacidad. 


3. A fin de impedir que se produzcan casos de explota- 
ción, violencia y abuso, los Estados Partes asegurarán que 
todos los servicios y programas diseñados para servir a las 
personas con discapacidad sean supervisados efectiva- 
mente por autoridades independientes. 


4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas perti- 
nentes para promover la recuperación física, cognitiva y 
psicológica, la rehabilitación y la reintegración social de las 
personas con discapacidad que sean víctimas de cualquier 
forma de explotación, violencia o abuso, incluso mediante 
la prestación de servicios de protección. Dicha recupera- 
ción e integración tendrán lugar en un entorno que sea 
favorable para la salud, el bienestar, la autoestima, la dig- 
nidad y la autonomía de la persona y que tenga en cuenta 
las necesidades específicas del género y la edad. 


5. Los Estados Partes adoptarán legislación y políticas 
efectivas, incluidas legislación y políticas centradas en la 
mujer y en la infancia, para asegurar que los casos de 
explotación, violencia y abuso contra personas con 
discapacidad sean detectados, investigados y, en su caso, 
juzgados. 


Artículo 17 
Protección de la integridad personal 


Toda persona con discapacidad tiene derecho a que se 
respete su integridad física y mental en igualdad de condi- 
ciones con las demás. 


Artículo 18 
Libertad de desplazamiento y nacionalidad 


1. Los Estados Partes reconocerán el derecho de las 
personas con discapacidad a la libertad de desplazamiento, 
a la libertad para elegir su residencia y a una nacionalidad, 
en igualdad de condiciones con las demás, incluso asegu- 
rando que las personas con discapacidad: 


a) Tengan derecho a adquirir y cambiar una nacionali- 
dad y ano ser privadas de la suya de manera arbitraria 
Oo por motivos de discapacidad; 


b) No sean privadas, por motivos de discapacidad, de 
su capacidad para obtener, poseer y utilizar docu- 
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mentación relativa a su nacionalidad u otra documen- 
tación de identificación, o para utilizar procedimien- 
tos pertinentes, como el procedimiento de inmigra- 
ción, que puedan ser necesarios para facilitar el 
ejercicio del derecho a la libertad de desplazamiento; 


c) Tengan libertad para salir de cualquier país, incluido 
el propio; 


d) No se vean privadas, arbitrariamente o por motivos 
de discapacidad, del derecho a entrar en su propio 
país. 


2. Los niños y las niñas con discapacidad serán inscri- 
tos inmediatamente después de su nacimiento y tendrán 
desde el nacimiento derecho a un nombre, a adquirir una 
nacionalidad y, en la medida de lo posible, a conocer a sus 
padres y ser atendidos por ellos. 


Artículo 19 


Derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido 
en la comunidad 


Los Estados Partes en la presente Convención recono- 
cen el derecho en igualdad de condiciones de todas las 
personas con discapacidad a vivir en la comunidad, con 
opciones iguales a las de las demás, y adoptarán medidas 
efectivas y pertinentes para facilitar el pleno goce de este 
derecho por las personas con discapacidad y su plena 
inclusión y participación en la comunidad, asegurando en 
especial que: 


a) Las personas con discapacidad tengan la oportuni- 
dad de elegir su lugar de residencia y dónde y con 
quién vivir, en igualdad de condiciones con las de- 
más, y no se vean obligadas a vivir con arreglo a un 
sistema de vida específico; 


b) Las personas con discapacidad tengan acceso a una 
variedad de servicios de asistencia domiciliaria, resi- 
dencial y otros servicios de apoyo de la comunidad, 
incluida la asistencia personal que sea necesaria para 
facilitar su existencia y su inclusión en la comunidad 
y para evitar su aislamiento o separación de ésta; 


c) Las instalaciones y los servicios comunitarios para 
la población en general estén a disposición, en igual- 
dad de condiciones, de las personas con discapacidad 
y tengan en cuenta sus necesidades. 


Artículo 20 


Movilidad personal 


Los Estados Partes adoptarán medidas efectivas para 
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asegurar que las personas con discapacidad gocen de 
movilidad personal con la mayor independencia posible, 
entre ellas: 


a) Facilitar la movilidad personal de las personas con 
discapacidad en la forma y en el momento que deseen 
a un costo asequible; 


b) Facilitar el acceso de las personas con discapacidad 
a formas de asistencia humana o animal e intermedia- 
rios, tecnologías de apoyo, dispositivos técnicos y 
ayudas para la movilidad de calidad, incluso ponién- 
dolos a su disposición a un costo asequible; 


c) Ofrecer a las personas con discapacidad y al perso- 
nal especializado que trabaje con estas personas 
capacitación en habilidades relacionadas con la 
movilidad; 


d) Alentar a las entidades que fabrican ayudas para la 
movilidad, dispositivos y tecnologías de apoyo a 
que tengan en cuenta todos los aspectos de la movi- 
lidad de las personas con discapacidad. 


Artículo 21 


Libertad de expresión y de opinión y acceso a la 
información 


Los Estados Partes adoptarán todas las medidas perti- 
nentes para que las personas con discapacidad puedan 
ejercer el derecho a la libertad de expresión y opinión, 
incluida la libertad de recabar, recibir y facilitar información 
e ideas en igualdad de condiciones con las demás y median- 
te cualquier forma de comunicación que elijan con arreglo 
a la definición del artículo 2 de la presente Convención, 
entre ellas: 


a) Facilitar a las personas con discapacidad informa- 
ción dirigida al público en general, de manera opor- 
tuna y sin costo adicional, en formatos accesibles y 
con las tecnologías adecuadas a los diferentes tipos 
de discapacidad; 


b) Aceptar y facilitar la utilización de la lengua de señas, 
el Braille, los modos, medios, y formatos aumentativos 
y alternativos de comunicación y todos los demás 
modos, medios y formatos de comunicación accesi- 
bles que elijan las personas con discapacidad en sus 
relaciones oficiales; 


c) Alentar a las entidades privadas que presten servi- 
cios al público en general, incluso mediante Internet, 
a que proporcionen información y servicios en 
formatos que las personas con discapacidad puedan 
utilizar y a los que tengan acceso; 
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d) Alentar alos medios de comunicación, incluidos los 
que suministran información a través de Internet, a 
que hagan que sus servicios sean accesibles para las 
personas con discapacidad; 


e) Reconocer y promover la utilización de lenguas de 
señas. 


Artículo 22 


Respeto de la privacidad 


1. Ninguna persona con discapacidad, independiente- 
mente de cuál sea su lugar de residencia o su modalidad de 
convivencia, será objeto de injerencias arbitrarias o ilega- 
les en su vida privada, familia, hogar, correspondencia o 
cualquier otro tipo de comunicación, o de agresiones ilícitas 
contra su honor y su reputación. Las personas con 
discapacidad tendrán derecho a ser protegidas por la ley 
frente a dichas injerencias o agresiones. 


2. Los Estados Partes protegerán la privacidad de la 
información personal y relativa a la salud y a la rehabilita- 
ción de las personas con discapacidad en igualdad de 
condiciones con las demás. 


Artículo 23 
Respeto del hogar y dela familia 


1. Los Estados Partes tomarán medidas efectivas y 
pertinentes para poner fin a la discriminación contra las 
personas con discapacidad en todas las cuestiones relacio- 
nadas con el matrimonio, la familia, la paternidad y las 
relaciones personales, y lograr que las personas con 
discapacidad estén en igualdad de condiciones con las 
demás, a fin de asegurar que: 


a) Se reconozca el derecho de todas las personas con 
discapacidad en edad de contraer matrimonio, a ca- 
sarse y fundar una familia sobre la base del consen- 
timiento libre y pleno de los futuros cónyuges; 


b) Se respete el derecho de las personas con disca- 
pacidad a decidir libremente y de manera responsable 
el número de hijos que quieren tener y el tiempo que 
debe transcurrir entre un nacimiento y otro, y a tener 
acceso ainformación, educación sobre reproducción 
y planificación familiar apropiados para su edad, y se 
ofrezcan los medios necesarios que les permitan 
ejercer esos derechos; 


c) Las personas con discapacidad, incluidos los niños 
y las niñas, mantengan su fertilidad, en igualdad de 
condiciones con las demás. 
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2. Los Estados Partes garantizarán los derechos y obli- 
gaciones de las personas con discapacidad en lo que res- 
pecta ala custodia, la tutela, la guarda, la adopción de niños 
o instituciones similares, cuando esos conceptos se reco- 
jan en la legislación nacional; en todos los casos se velará 
al máximo por el interés superior del niño. Los Estados 
Partes prestarán la asistencia apropiada a las personas con 
discapacidad para el desempeño de sus responsabilidades 
en la crianza de los hijos. 


3. Los Estados Partes asegurarán que los niños y las 
niñas con discapacidad tengan los mismos derechos con 
respecto a la vida en familia. Para hacer efectivos estos 
derechos, y a fin de prevenir la ocultación, el abandono, la 
negligencia y la segregación de los niños y las niñas con 
discapacidad, los Estados Partes velarán por que se propor- 
cione con anticipación información, servicios y apoyo ge- 
nerales a los menores con discapacidad y a sus familias. 


4. Los Estados Partes asegurarán que los niños y las 
niñas no sean separados de sus padres contra su voluntad, 
salvo cuando las autoridades competentes, con sujeción a 
un examen judicial, determinen, de conformidad con la ley 
y los procedimientos aplicables, que esa separación es 
necesaria en el interés superior del niño. En ningún caso se 
separará a un menor de sus padres en razón de una 
discapacidad del menor, de ambos padres o de uno de ellos. 


5. Los Estados Partes harán todo lo posible, cuando la 
familia inmediata no pueda cuidar de un niño con 
discapacidad, por proporcionar atención alternativa dentro 
de la familia extensa y, de no ser esto posible, dentro de la 
comunidad en un entorno familiar. 


Artículo 24 
Educación 


1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las 
personas con discapacidad a la educación. Con miras a 
hacer efectivo este derecho sin discriminación y sobre la 
base de la igualdad de oportunidades, los Estados Partes 
asegurarán un sistema de educación inclusivo a todos los 
niveles asícomo la enseñanza alo largo de la vida, con miras 
a: 


a) Desarrollar plenamente el potencial humano y el sen- 
tido de la dignidad y la autoestima y reforzar el 
respeto por los derechos humanos, las libertades 
fundamentales y la diversidad humana; 


b) Desarrollar al máximo la personalidad, los talentos y 
la creatividad de las personas con discapacidad, así 
como sus aptitudes mentales y físicas; 


c) Hacer posible que las personas con discapacidad 
participen de manera efectiva en una sociedad libre. 
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2. Al hacer efectivo este derecho, los Estados Partes 
asegurarán que: 


a) Las personas con discapacidad no queden excluidas 
del sistema general de educación por motivos de 
discapacidad, y que los niños y las niñas con 
discapacidad no queden excluidos de la enseñanza 
primaria gratuita y obligatoria ni de la enseñanza 
secundaria por motivos de discapacidad; 


b) Las personas con discapacidad puedan acceder a 
una educación primaria y secundaria inclusiva, de 
calidad y gratuita, en igualdad de condiciones con 
las demás, en la comunidad en que vivan; 


c) Se hagan ajustes razonables en función de las nece- 
sidades individuales; 


d) Se preste el apoyo necesario a las personas con 
discapacidad, en el marco del sistema general de 
educación, para facilitar su formación efectiva; 


e) Se faciliten medidas de apoyo personalizadas y efec- 
tivas en entornos que fomenten al máximo el desarro- 
llo académico y social, de conformidad con el obje- 
tivo de la plena inclusión. 


3. Los Estados Partes brindarán a las personas con 
discapacidad la posibilidad de aprender habilidades para la 
vida y desarrollo social, a fin de propiciar su participación 
plena y en igualdad de condiciones en la educación y como 
miembros de la comunidad. A este fin, los Estados Partes 
adoptarán las medidas pertinentes, entre ellas: 


a) Facilitar el aprendizaje del Braille, la escritura alter- 
nativa, otros modos, medios y formatos de comuni- 
cación aumentativos o alternativos y habilidades de 
orientación y de movilidad, así como la tutoría y el 
apoyo entre pares; 


b) Facilitar el aprendizaje de la lengua de señas y la 
promoción de la identidad lingiística de las personas 
sordas; 


c) Asegurar que la educación de las personas, y en 
particular los niños y las niñas ciegos, sordos o 
sordociegos se imparta en los lenguajes y los modos 
y medios de comunicación más apropiados para cada 
persona y en entornos que permitan alcanzar su 
máximo desarrollo académico y social. 


4. Afin de contribuir a hacer efectivo este derecho, los 
Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para 
emplear a maestros, incluidos maestros con discapacidad, 
que estén cualificados en lengua de señas o Braille y para 
formar a profesionales y personal que trabajen en todos los 
niveles educativos. Esa formación incluirá la toma de con- 
ciencia sobre la discapacidad y el uso de modos, medios y 
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formatos de comunicación aumentativos y alternativos 
apropiados, y de técnicas y materiales educativos para 
apoyar a las personas con discapacidad. 


5. Los Estados Partes asegurarán que las personas con 
discapacidad tengan acceso general a la educación supe- 
rior, la formación profesional, la educación para adultos y 
el aprendizaje durante toda la vida sin discriminación y en 
igualdad de condiciones con los demás. A tal fin, los 
Estados Partes asegurarán que se realicen ajustes razona- 
bles para las personas con discapacidad. 


Artículo 25 
Salud 


Los Estados Partes reconocen que las personas con 
discapacidad tienen derecho a gozar del más alto nivel 
posible de salud sin discriminación por motivos de 
discapacidad. Los Estados Partes adoptarán las medidas 
pertinentes para asegurar el acceso de las personas con 
discapacidad a servicios de salud que tengan en cuenta las 
cuestiones de género, incluida la rehabilitación relacionada 
con la salud. En particular, los Estados Partes: 


a) Proporcionarán a las personas con discapacidad pro- 
gramas y atención de la salud gratuitos o a precios 
asequibles de la misma variedad y calidad que a las 
demás personas, incluso en el ámbito de la salud 
sexual y reproductiva, y programas de salud pública 
dirigidos a la población; 


b) Proporcionarán los servicios de salud que necesiten 
las personas con discapacidad específicamente como 
consecuencia de su discapacidad, incluidas la pron- 
ta detección e intervención, cuando proceda, y ser- 
vicios destinados a prevenir y reducir al máximo la 
aparición de nuevas discapacidades, incluidos los 
niños y las niñas y las personas mayores; 


c) Proporcionarán esos servicios lo más cerca posible 
de las comunidades de las personas con discapacidad, 
incluso en las zonas rurales; 


d) Exigirán a los profesionales de la salud que presten 
alas personas con discapacidad atención de la misma 
calidad que a las demás personas sobre la base de un 
consentimiento libre e informado, entre otras formas 
mediante la sensibilización respecto de los derechos 
humanos, la dignidad, la autonomía y las necesida- 
des de las personas con discapacidad a través de la 
capacitación y la promulgación de normas éticas para 
la atención de la salud en los ámbitos público y 
privado; 


e) Prohibirán la discriminación contra las personas con 
discapacidad en la prestación de seguros de salud y 
de vida cuando éstos estén permitidos en la legisla- 
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ción nacional, y velarán por que esos seguros se 
presten de manera justa y razonable; 


f) Impedirán que se nieguen, de manera discriminatoria, 
servicios de salud o de atención de la salud o ali- 
mentos sólidos o líquidos por motivos de discapa- 
cidad. 


Artículo 26 
Habilitación y rehabilitación 


1. Los Estados Partes adoptarán medidas efectivas y 
pertinentes, incluso mediante el apoyo de personas que se 
hallen en las mismas circunstancias, para que las personas 
con discapacidad puedan lograr y mantener la máxima inde- 
pendencia, capacidad física, mental, social y vocacional, y 
la inclusión y participación plena en todos los aspectos de 
la vida. A tal fin, los Estados Partes organizarán, intensifi- 
carán y ampliarán servicios y programas generales de habi- 
litación y rehabilitación, en particular en los ámbitos de la 
salud, el empleo, la educación y los servicios sociales, de 
forma que esos servicios y programas: 


a) Comiencen en la etapa más temprana posible y se 
basen en una evaluación multidisciplinar de las ne- 
cesidades y capacidades de la persona; 


b) Apoyen la participación e inclusión en la comunidad 
y en todos los aspectos de la sociedad, sean volun- 
tarios y estén a disposición de las personas con 
discapacidad lo más cerca posible de su propia comu- 
nidad, incluso en las zonas rurales. 


2. Los Estados Partes promoverán el desarrollo de for- 
mación inicial y continua para los profesionales y el perso- 
nal que trabajen en los servicios de habilitación y rehabili- 
tación. 


3. Los Estados Partes promoverán la disponibilidad, el 
conocimiento y el uso de tecnologías de apoyo y disposi- 
tivos destinados a las personas con discapacidad, a efectos 
de habilitación y rehabilitación. 


Artículo 27 
Trabajo y empleo 


1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las 
personas con discapacidad a trabajar, en igualdad de con- 
diciones con las demás; ello incluye el derecho a tener la 
oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libre- 
mente elegido o aceptado en un mercado y un entorno 
laborales que sean abiertos, inclusivos y accesibles a las 
personas con discapacidad. Los Estados Partes salvaguar- 
darán y promoverán el ejercicio del derecho al trabajo, 
incluso para las personas que adquieran una discapacidad 
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durante el empleo, adoptando medidas pertinentes, inclui- 
da la promulgación de legislación, entre ellas: 


a) Prohibir la discriminación por motivos de 
discapacidad con respecto a todas las cuestiones 
relativas a cualquier forma de empleo, incluidas las 
condiciones de selección, contratación y empleo, la 
continuidad en el empleo, la promoción profesional 
y unas condiciones de trabajo seguras y saludables; 


b) Proteger los derechos de las personas con 
discapacidad, en igualdad de condiciones con las 
demás, a condiciones de trabajo justas y favorables, 
y en particular a igualdad de oportunidades y de 
remuneración por trabajo de igual valor, a condicio- 
nes de trabajo seguras y saludables, incluida la pro- 
tección contra el acoso, y a la reparación por agra- 
vios sufridos; 


c) Asegurar que las personas con discapacidad puedan 
ejercer sus derechos laborales y sindicales, enigual- 
dad de condiciones con las demás; 


d) Permitir que las personas con discapacidad tengan 
acceso efectivo a programas generales de orienta- 
ción técnica y vocacional, servicios de colocación y 
formación profesional y continua; 


e) Alentar las oportunidades de empleo y la promoción 
profesional de las personas con discapacidad en el 
mercado laboral, y apoyarlas para la búsqueda, ob- 
tención, mantenimiento del empleo y retorno al mis- 
mo; 


f) Promover oportunidades empresariales, de empleo 
por cuenta propia, de constitución de cooperativas 
y de inicio de empresas propias; 


g) Emplear a personas con discapacidad en el sector 
público; 


h) Promover el empleo de personas con discapacidad en 
el sector privado mediante políticas y medidas perti- 
nentes, que puedan incluir programas de acción afir- 
mativa, incentivos y otras medidas; 


1) Velar por que se realicen ajustes razonables para las 
personas con discapacidad en el lugar de trabajo; 


j) Promover la adquisición por las personas con 
discapacidad de experiencia laboral en el mercado de 
trabajo abierto; 


k) Promover programas de rehabilitación vocacional y 
profesional, mantenimiento del empleo y reincorpo- 
ración al trabajo dirigidos a personas con 
discapacidad. 
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2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con 
discapacidad no sean sometidas a esclavitud ni servidum- 
bre y que estén protegidas, en igualdad de condiciones con 
las demás, contra el trabajo forzoso u obligatorio. 


Artículo 28 
Nivel de vida adecuado y protección social 


1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las 
personas con discapacidad a un nivel de vida adecuado 
para ellas y sus familias, lo cual incluye alimentación, 
vestido y vivienda adecuados, y ala mejora continua de sus 
condiciones de vida, y adoptarán las medidas pertinentes 
para salvaguardar y promover el ejercicio de este derecho 
sin discriminación por motivos de discapacidad. 


2. Los Estados Partes reconocen el derecho de las 
personas con discapacidad a la protección social y a go- 
zar de ese derecho sin discriminación por motivos de 
discapacidad, y adoptarán las medidas pertinentes pa- 
ra proteger y promover el ejercicio de ese derecho, entre 
ellas: 


a) Asegurar el acceso en condiciones de igualdad de las 
personas con discapacidad a servicios de agua pota- 
ble y su acceso a servicios, dispositivos y asistencia 
de otra índole adecuados a precios asequibles para 
atender las necesidades relacionadas con su 
discapacidad; 


b) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad, 
en particular las mujeres y niñas y las personas 
mayores con discapacidad, a programas de protec- 
ción social y estrategias de reducción de la pobreza; 


c) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad 
y de sus familias que vivan en situaciones de pobreza 
a asistencia del Estado para sufragar gastos relacio- 
nados con su discapacidad, incluidos capacitación, 
asesoramiento, asistencia financiera y servicios de 
cuidados temporales adecuados; 


d) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad 
a programas de vivienda pública; 


e) Asegurar el acceso en igualdad de condiciones de las 
personas con discapacidad a programas y beneficios 
dejubilación. 


Artículo 29 


Participación en la vida política y pública 


Los Estados Partes garantizarán a las personas con 
discapacidad los derechos políticos y la posibilidad de 
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gozar de ellos en igualdad de condiciones con las demás y 
se comprometerán a: 


a) Asegurar que las personas con discapacidad puedan 
participar plena y efectivamente en la vida política y 
pública en igualdad de condiciones con las demás, 
directamente o através de representantes libremente 
elegidos, incluidos el derecho y la posibilidad de las 
personas con discapacidad a votar y ser elegidas, 
entre otras formas mediante: 


1) La garantía de que los procedimientos, instalacio- 
nes y materiales electorales sean adecuados, ac- 
cesibles y fáciles de entender y utilizar; 


11) La protección del derecho de las personas con 
discapacidad a emitir su voto en secreto en elec- 
ciones y referéndum públicos sin intimidación, y 
a presentarse efectivamente como candidatos en 
las elecciones, ejercer cargos y desempeñar cual- 
quier función pública a todos los niveles de go- 
bierno, facilitando el uso de nuevas tecnologías 
y tecnologías de apoyo cuando proceda; 


111) La garantía de la libre expresión de la voluntad de 
las personas con discapacidad como electores y 
a este fin, cuando sea necesario y a petición de 
ellas, permitir que una persona de su elección les 
preste asistencia para votar; 


b) Promover activamente un entorno en el que las per- 
sonas con discapacidad puedan participar plena y 
efectivamente en la dirección de los asuntos públi- 
cos, sin discriminación y en igualdad de condiciones 
con las demás, y fortalecer su participación en los 
asuntos públicos y, entre otras cosas: 


1) Su participación en organizaciones y asociacio- 
nes no gubernamentales relacionadas con la vida 
pública y política del país, incluidas las activida- 
des y la administración de los partidos políticos; 


11) La constitución de organizaciones de personas 
con discapacidad que representen a estas perso- 
nas a nivel internacional, nacional, regional y 
local, y su incorporación a dichas organizacio- 
nes. 


Artículo 30 


Participación en la vida cultural, las actividades 
recreativas, el esparcimiento y el deporte 


1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las 
personas con discapacidad a participar, en igualdad de 
condiciones con las demás, en la vida cultural y adoptarán 
todas las medidas pertinentes para asegurar que las perso- 
nas con discapacidad: 
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a) Tengan acceso a material cultural en formatos acce- 
sibles; 


b) Tengan acceso a programas de televisión, películas, 
teatro y otras actividades culturales en formatos 
accesibles; 


c) Tengan acceso a lugares en donde se ofrezcan repre- 
sentaciones o servicios culturales tales como tea- 
tros, museos, cines, bibliotecas y servicios turísticos y, 
en la medida de lo posible, tengan acceso a monu- 
mentos y lugares de importancia cultural nacional. 


2. Los Estados Partes adoptarán la medidas pertinentes 
para que las personas con discapacidad puedan desarrollar 
y utilizar su potencial creativo, artístico e intelectual, no 
sólo en su propio beneficio sino también para el enriqueci- 
miento de la sociedad. 


3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas perti- 
nentes, de conformidad con el derecho internacional, a fin 
de asegurar que las leyes de protección de los derechos de 
propiedad intelectual no constituyan una barrera excesiva 
o discriminatoria para el acceso de las personas con 
discapacidad a materiales culturales. 


4. Las personas con discapacidad tendrán derecho, en 
igualdad de condiciones con las demás, al reconocimiento 
y el apoyo de su identidad cultural y lingiúística específica, 
incluidas la lengua de señas y la cultura de los sordos. 


5. A fin de que las personas con discapacidad puedan 
participar en igualdad de condiciones con las demás en 
actividades recreativas, de esparcimiento y deportivas, los 
Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para: 


a) Alentar y promover la participación, en la mayor 
medida posible, de las personas con discapacidad en 
las actividades deportivas generales a todos los 
niveles; 


b) Asegurar que las personas con discapacidad tengan 
la oportunidad de organizar y desarrollar actividades 
deportivas y recreativas específicas para dichas per- 
sonas y de participar en dichas actividades y, a ese 
fin, alentar a que se les ofrezca, en igualdad de 
condiciones con las demás, instrucción, formación y 
recursos adecuados; 


c) Asegurar que las personas con discapacidad tengan 
acceso a instalaciones deportivas, recreativas y tu- 
rísticas; 


d) Asegurar que los niños y las niñas con discapacidad 
tengan igual acceso con los demás niños y niñas a la 
participación en actividades lúdicas, recreativas, de 
esparcimiento y deportivas, incluidas las que se 
realicen dentro del sistema escolar; 


236-C.S. 


e) Asegurar que las personas con discapacidad tengan 
acceso a los servicios de quienes participan en la 
organización de actividades recreativas, turísticas, 
de esparcimiento y deportivas. 


Artículo 31 


Recopilación de datos y estadísticas 


1. Los Estados Partes recopilarán información adecua- 
da, incluidos datos estadísticos y de investigación, que les 
permita formular y aplicar políticas, a fin de dar efecto a la 
presente Convención. En el proceso de recopilación y 
mantenimiento de esta información se deberá: 


a) Respetar las garantías legales establecidas, incluida 
la legislación sobre protección de datos, a fin de 
asegurar la confidencialidad y el respeto de la 
privacidad de las personas con discapacidad; 


b) Cumplir las normas aceptadas internacionalmente 
para proteger los derechos humanos y las libertades 
fundamentales, así como los principios éticos en la 
recopilación y el uso de estadísticas. 


2. La información recopilada de conformidad con el 
presente artículo se desglosará, en su caso, y se utilizará 
como ayuda para evaluar el cumplimiento por los Estados 
Partes de sus obligaciones conforme a la presente Conven- 
ción, así como para identificar y eliminar las barreras con 
que se enfrentan las personas con discapacidad en el ejer- 
cicio de sus derechos. 


3. Los Estados Partes asumirán la responsabilidad de 
difundir estas estadísticas y asegurar que sean accesibles 
para las personas con discapacidad y otras personas. 


Artículo 32 
Cooperación internacional 


1. Los Estados Partes reconocen la importancia de la 
cooperación internacional y su promoción, en apoyo de los 
esfuerzos nacionales para hacer efectivos el propósito y los 
objetivos de la presente Convención, y tomarán las medidas 
pertinentes y efectivas a este respecto, entre los Estados y, 
cuando corresponda, en asociación con las organizaciones 
internacionales y regionales pertinentes y la sociedad civil, 
en particular organizaciones de personas con discapacidad. 
Entre esas medidas cabría incluir: 


a) Velar por que la cooperación internacional, incluidos 
los programas de desarrollo internacionales, sea 
inclusiva y accesible para las personas con 
discapacidad; 
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b) Facilitar y apoyar el fomento de la capacidad, incluso 
mediante el intercambio y la distribución de informa- 
ción, experiencias, programas de formación y prácti- 
cas recomendadas; 


c) Facilitar la cooperación en la investigación y el acce- 
so a conocimientos científicos y técnicos; 


d) Proporcionar, según corresponda, asistencia apro- 
piada, técnica y económica, incluso facilitando el 
acceso a tecnologías accesibles y de asistencia y 
compartiendo esas tecnologías, y mediante su trans- 
ferencia. 


2. Las disposiciones del presente artículo se aplicarán 
sin perjuicio de las obligaciones que incumban a cada 
Estado Parte en virtud de la presente Convención. 


Artículo 33 


Aplicación y seguimiento nacionales 


1. Los Estados Partes, de conformidad con su sistema 
organizativo, designarán uno o más organismos guberna- 
mentales encargados de las cuestiones relativas a la aplica- 
ción de la presente Convención y considerarán detenida- 
mente la posibilidad de establecer o designar un mecanismo 
de coordinación para facilitar la adopción de medidas al 
respecto en diferentes sectores y a diferentes niveles. 


2. Los Estados Partes, de conformidad con sus siste- 
mas jurídicos y administrativos, mantendrán, reforzarán, 
designarán o establecerán, a nivel nacional, un marco, que 
constará de uno o varios mecanismos independientes, para 
promover, proteger y supervisar la aplicación de la presente 
Convención. Cuando designen o establezcan esos meca- 
nismos, los Estados Partes tendrán en cuenta los principios 
relativos a la condición jurídica y el funcionamiento de las 
instituciones nacionales de protección y promoción de los 
derechos humanos. 


3. La sociedad civil, y en particular las personas con 
discapacidad y las organizaciones que las representan, 
estarán integradas y participarán plenamente en todos los 
niveles del proceso de seguimiento. 


Artículo 34 


Comité sobre los derechos de las personas con 
discapacidad 


1. Se creará un Comité sobre los Derechos de las Perso- 
nas con Discapacidad (en adelante, “el Comité”) que des- 
empeñará las funciones que se enuncian a continuación. 


2. El Comité constará, en el momento en que entre en 
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vigor la presente Convención, de 12 expertos. Cuando la 
Convención obtenga otras 60 ratificaciones o adhesiones, 
la composición del Comité se incrementará en seis miembros 
más, con lo que alcanzará un máximo de 18 miembros. 


3. Los miembros del Comité desempeñarán sus funcio- 
nes a título personal y serán personas de gran integridad 
moral y reconocida competencia y experiencia en los temas 
a que se refiere la presente Convención. Se invita a los 
Estados Partes a que, cuando designen a sus candidatos, 
tomen debidamente en consideración la disposición que se 
enuncia en el párrafo 3 del artículo 4 de la presente Conven- 
ción. 


4. Los miembros del Comité serán elegidos por los 
Estados Partes, que tomarán en consideración una distribu- 
ción geográfica equitativa, la representación de las diferen- 
tes formas de civilización y los principales ordenamientos 
jurídicos, una representación de género equilibrada y la 
participación de expertos con discapacidad. 


5. Los miembros del Comité se elegirán mediante voto 
secreto de una lista de personas designadas por los Esta- 
dos Partes de entre sus nacionales en reuniones de la 
Conferencia de los Estados Partes. En esta reuniones, en las 
que dos tercios de los Estados Partes constituirán quórum, 
las personas elegidas para el Comité serán las que obtengan 
el mayor número de votos y una mayoría absoluta de votos 
de los representantes de los Estados Partes presentes y 
votantes. 


6. La elección inicial se celebrará antes de que transcu- 
rran seis meses a partir de la fecha de entrada en vigor de 
la presente Convención. Por lo menos cuatro meses antes 
de la fecha de cada elección, el Secretario General de las 
Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes 
invitándolos a que presenten sus candidatos en un plazo de 
dos meses. El Secretario General preparará después una 
lista en la que figurarán, por orden alfabético, todas las 
personas así propuestas, con indicación de los Estados 
Partes que las hayan propuesto, y la comunicará a los 
Estados Partes en la presente Convención. 


7. Los miembros del Comité se elegirán por un período 
de cuatro años. Podrán ser reelegidos si se presenta de 
nuevo su candidatura. Sin embargo, el mandato de seis de 
los miembros elegidos en la primera elección expirará al 
cabo de dos años; inmediatamente después de la primera 
elección, los nombres de esos seis miembros serán sacados 
a suerte por el presidente de la reunión a que se hace 
referencia en el párrafo 5 del presente artículo. 


8. Laelección de los otros seis miembros del Comité se 
hará con ocasión de las elecciones ordinarias, de conformi- 
dad con las disposiciones pertinentes del presente artículo. 


9. Siun miembro del Comité fallece, renuncia o declara 
que, por alguna otra causa, no puede seguir desempeñando 
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sus funciones, el Estado Parte que lo propuso designará 
otro experto que posea las cualificaciones y reúna los 
requisitos previstos en las disposiciones pertinentes del 
presente artículo para ocupar el puesto durante el resto del 
mandato. 


10. El Comité adoptará su propio reglamento. 


11. El Secretario General de las Naciones Unidas propor- 
cionará el personal y las instalaciones que sean necesarios 
para el efectivo desempeño de las funciones del Comité con 
arreglo a la presente Convención y convocará su reunión 
inicial. 


12. Con la aprobación de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, los miembros del Comité establecido en 
virtud de la presente Convención percibirán emolumentos 
con cargo a los recursos de las Naciones Unidas en los 
términos y condiciones que la Asamblea General decida, 
tomando en consideración la importancia de las responsa- 
bilidades del Comité. 


13. Los miembros del Comité tendrán derecho a las faci- 
lidades, prerrogativas e inmunidades que se conceden a los 
expertos que realizan misiones para las Naciones Unidas, 
con arreglo a lo dispuesto en las secciones pertinentes de 
la Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de las 
Naciones Unidas. 


Artículo 35 


Informes presentados por los Estados Partes 


1. Los Estados Partes presentarán al Comité, por con- 
ducto del Secretario General de las Naciones Unidas, un 
informe exhaustivo sobre las medidas que hayan adoptado 
para cumplir sus obligaciones conforme a la presente Con- 
vención y sobre los progresos realizados al respecto en el 
plazo de dos años contado a partir de la entrada en vigor de 
la presente Convención en el Estado Parte de que se trate. 


2. Posteriormente, los Estados Partes presentarán in- 
formes ulteriores al menos cada cuatro años y en las demás 
ocasiones en que el Comité se lo solicite. 


3. El Comité decidirá las directrices aplicables al conte- 
nido de los informes. 


4. El Estado Parte que haya presentado un informe 
inicial exhaustivo al Comité no tendrá que repetir, en sus 
informes ulteriores, la información previamente solicitada. 
Se invita a los Estados Partes a que, cuando preparen 
informes por el Comité, lo hagan mediante un procedimiento 
abierto y transparente y tengan en cuenta debidamente lo 
dispuesto en el párrafo 3 del artículo 4 de la presente 
Convención. 
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5. Enlos informes se podrán indicar factores y dificul- 
tades que afecten al grado de cumplimiento de las obliga- 
ciones contraídas en virtud de la presente Convención. 


Artículo 36 
Consideración de los informes 


1. El Comité considerará todos los informes, hará las 
sugerencias y las recomendaciones que estime oportunas 
respecto a ellos y se las remitirá al Estado Parte de que se 
trate. Este podrá responder enviando al Comité cualquier 
información que desee. El Comité podrá solicitar a los 
Estados Partes más información con respecto a la aplica- 
ción de la presente Convención. 


2. Cuando un Estado Parte se haya demorado conside- 
rablemente en la presentación de un informe, el Comité 
podrá notificarle la necesidad de examinar la aplicación de 
la presente Convención en dicho Estado Parte, sobre la 
base de información fiable que se ponga a disposición del 
Comité, en caso de que el informe pertinente no se presente 
en un plazo de tres meses desde la notificación. El Comité 
invitará al Estado Parte interesado a participar en dicho 
examen. Si el Estado Parte respondiera presentando el infor- 
me pertinente, se aplicará lo dispuesto en el párrafo 1 del 
presente artículo. 


3. El Secretario General de las Naciones Unidas pondrá 
los informes a disposición de todos los Estados Partes. 


4. Los Estados Partes darán amplia difusión pública a 
sus informes en sus propios países y facilitarán el acceso 
a las sugerencias y recomendaciones generales sobre esos 
informes. 


5. El Comité transmitirá, según estime apropiado, alos 
organismos especializados, los fondos y los programas de 
las Naciones Unidas, así como a otros Órganos competen- 
tes, los informes de los Estados Partes, a fin de atender una 
solicitud o una indicación de necesidad de asesoramiento 
técnico o asistencia que figure en ellos, junto con las 
observaciones y recomendaciones del Comité, si las hubie- 
ra, sobre esas solicitudes o indicaciones. 


Artículo 37 
Cooperación entre los Estados Partes y el Comité 


1. Los Estados Partes cooperarán con el Comité y ayu- 
darán a sus miembros a cumplir su mandato. 


2. En su relación con los Estados Partes, el Comité 
tomará debidamente en consideración medios y arbitrios 
para mejorar la capacidad nacional de aplicación de la 
presente Convención, incluso mediante la cooperación in- 
ternacional. 


CAMARA DE SENADORES 


10 de junio de 2008 


Artículo 38 
Relación del Comité con otros órganos 


A fin de fomentar la aplicación efectiva de la presente 
Convención y de estimular la cooperación internacional en 
el ámbito que abarca: 


a) Los organismos especializados y demás órganos de 
las Naciones Unidas tendrán derecho a estar repre- 
sentados en el examen de la aplicación de las dispo- 
siciones de la presente Convención que entren den- 
tro de su mandato. El Comité podrá invitar también a 
los organismos especializados y a otros órganos 
competentes que considere apropiados a que pro- 
porcionen asesoramiento especializado sobre la apli- 
cación de la Convención en los ámbitos que entren 
dentro de sus respectivos mandatos. El Comité podrá 
invitar alos organismos especializados y a otros órga- 
nos de las Naciones Unidas a que presenten informes 
sobre la aplicación de la Convención en las esferas 
que entren dentro de su ámbito de actividades; 


b) Al ejercer su mandato, el Comité consultará, según 
proceda, con otros órganos pertinentes instituidos 
en virtud de tratados internacionales de derecho 
humanos, con miras a garantizar la coherencia de sus 
respectivas directrices de presentación de informes, 
sugerencias y recomendaciones generales y a evitar 
la duplicación y la superposición de tareas en el 
ejercicio de sus funciones. 


Artículo 39 
Informe del Comité 


El Comité informará cada dos años ala Asamblea General 
y al Consejo Económico y Social sobre sus actividades y 
podrá hacer sugerencias y recomendaciones de carácter 
general basadas en el examen de los informes y datos 
recibidos de los Estados Partes en la Convención. Esas 
sugerencias y recomendaciones de carácter general se in- 
cluirán en el informe del Comité, junto con los comentarios, 
si los hubiera, de los Estados Partes. 


Artículo 40 


Conferencia de los Estados Partes 


1. Los Estados Partes se reunirán periódicamente en una 
Conferencia de los Estados Partes, a fin de considerar todo 
asunto relativo a la aplicación de la presente Convención. 


2. El Secretario General de las Naciones Unidas convo- 
cará la Conferencia de los Estados Partes en un plazo que 
no superará los seis meses contados a partir de la entrada 
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en vigor de la presente Convención. Las reuniones ulterio- 
res, con periodicidad bienal o cuando lo decida la Conferen- 
cia de los Estados Partes, serán convocadas por el Secreta- 
rio General. 


Artículo 41 
Depositario 


El Secretario General de las Naciones Unidas será el 
depositario de la presente Convención. 


Artículo 42 
Firma 


La presente Convención estará abierta a la firma de 
todos los Estados y las organizaciones regionales de inte- 
gración en la Sede de las Naciones Unidas, en Nueva York, 
a partir del 30 de marzo de 2007. 


Artículo 43 
Consentimiento en obligarse 


La presente Convención estará sujeta a la ratificación de 
los Estados signatarios y a la confirmación oficial de las 
organizaciones regionales de integración signatarias. Esta- 
rá abierta a la adhesión de cualquier Estado u organización 
regional de integración que no la haya firmado. 


Artículo 44 
Organizaciones regionales de integración 


1. Por “organización regional de integración” se enten- 
derá una organización constituida por Estados soberanos 
de una región determinada a la que sus Estados miembros 
hayan transferido competencia respecto de las cuestiones 
regidas por la presente Convención. Esas organizaciones 
declararán, en sus instrumentos de confirmación oficial o 
adhesión, su grado de competencia con respecto a las 
cuestiones regidas por la presente Convención. Posterior- 
mente, informarán al depositario de toda modificación sus- 
tancial de su grado de competencia. 


2. Las referencias a los “Estados Partes” con arreglo a 
la presente Convención serán aplicables a esas organiza- 
ciones dentro de los límites de su competencia. 


3. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo 1 del 
artículo 45 y en los párrafos 2 y 3 del artículo 47 de la 
presente Convención, no se tendrá en cuenta ningún 
instrumento depositado por una organización 
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regional de integración. 


4. Las organizaciones regionales de integración, en 
asuntos de su competencia, ejercerán su derecho de voto en 
la Conferencia de los Estados Partes, con un número de 
votos igual al número de sus Estados miembros que sean 
Partes en la presente Convención. Dichas organizaciones 
no ejercerán su derecho de voto si sus Estados miembros 
ejercen el suyo, y viceversa. 


Artículo 45 
Entrada en vigor 


1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo 
día a partir de la fecha en que haya sido depositado el 
vigésimo instrumento de ratificación o adhesión. 


2. Para cada Estado y organización regional de integra- 
ción que ratifique la Convención, se adhiera a ella o la 
confirme oficialmente una vez que haya sido depositado el 
vigésimo instrumento a sus efectos, la Convención entrará 
en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya sido 
depositado su propio instrumento. 


Artículo 46 


Reservas 


1. Nosepermitirán reservas incompatibles con el obje- 
to y el propósito de la presente Convención. 


2. Las reservas podrán ser retiradas en cualquier mo- 
mento. 


Artículo 47 


Enmiendas 


1. Los Estados Partes podrán proponer enmiendas a la 
presente Convención y presentarlas al Secretario General 
de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará 
las enmiendas propuestas a los Estados Partes, pidiéndoles 
que le notifiquen si desean que se convoque una conferen- 
cia de Estados Partes con el fin de examinar la propuesta y 
someterla a votación. Si dentro de los cuatro meses siguien- 
tes a la fecha de esa notificación, al menos un tercio de los 
Estados Partes se declara a favor de tal convocatoria, el 
Secretario General convocará una conferencia bajo los aus- 
picios de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada 
por mayoría de dos tercios de los Estados Partes presentes 
y votantes en la conferencia será sometida por el Secretario 
General de la Asamblea General de las Naciones Unidas para 
su aprobación y posteriormente a los Estados Partes para 
su aceptación. 
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2. Toda enmienda adoptada y aprobada conforme a lo 
dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor 
el trigésimo día a partir de la fecha en que el número de instru- 
mentos de aceptación depositados alcance los dos tercios 
del número de Estados Partes que había en la fecha de 
adopción de la enmienda. Posteriormente, la enmienda en- 
trará en vigor para todo Estado Parte el trigésimo día a partir 
de aquel en que hubiera depositado su propio instrumento 
de aceptación. Las enmiendas serán vinculantes exclusiva- 
mente para los Estados Partes que las hayan aceptado. 


3. En caso de que así lo decida la Conferencia de los 
Estados Partes por consenso, las enmiendas adoptadas y 
aprobadas de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 
del presente artículo que guarden relación exclusivamente 
con los artículos 34,38,39 y 40 entrarán en vigor para todos 
los Estados Partes el trigésimo día a partir de aquel en que 
el número de instrumentos de aceptación depositados 
alcance de los dos tercios del número de Estados Partes que 
hubiera en la fecha de adopción de la enmienda. 


Artículo 48 


Denuncia 


Los Estados Partes podrán denunciar la presente Con- 
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vención mediante notificación escrita dirigida al Secretario 
General de las Naciones Unidas. La denuncia tendrá efecto 
un año después de que el Secretario General haya recibido 
la notificación. 


Artículo 49 


Formato accesible 


El texto de la presente Convención se difundirá en 
formatos accesibles. 


Artículo 50 


Textos auténticos 


Los textos en árabe, chino, español, francés, inglés y 
ruso de la presente Convención serán igualmente auténti- 
cos. 


EN TESTIMONIO DELO CUAL, los plenipotenciarios 
abajo firmantes, debidamente autorizados por sus respec- 
tivos gobiernos, firman la presente Convención. 
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PROTOCOLO FACULTATIVO DELA CONVENCION 
SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD 


Los Estados Partes en el presente Protocolo acuerdan 
lo siguiente: 


Artículo 1 


1. Todo Estado Parte en el presente Protocolo (“Estado 
Parte”) reconoce la competencia del Comité sobre los Dere- 
chos de las Personas con Discapacidad (“el Comité”) para 
recibir y considerar las comunicaciones presentadas por 
personas o grupos de personas sujetos a su jurisdicción 
que aleguen ser víctimas de una violación por ese Estado 
Parte de cualquiera de las disposiciones de la Convención, 
o en nombre de esas personas o grupos de personas. 


2. El Comité no recibirá comunicación alguna que 
concierna a un Estado Parte en la Convención que no sea 
parte en el presente Protocolo. 


Artículo 2 


El Comité considerará inadmisible una comunicación 
cuando: 


a) Sea anónima; 


b) Constituya un abuso del derecho a presentar una 
comunicación o sea incompatible con las disposicio- 
nes de la Convención; 


c) Se refiera a una cuestión que haya sido examinada 
por el Comité o ya haya sido o esté siendo examinada 
de conformidad con otro procedimiento de investi- 
gación o arreglo internacionales; 


d) No se hayan agotado todos los recursos internos 
disponibles, salvo que la tramitación de esos recur- 
sos se prolongue injustificadamente o sea improba- 
ble que con ellos se logre un remedio efectivo; 


e) Sea manifiestamente infundada o esté insuficiente- 
mente sustanciada; o 


f) Los hechos objeto de la comunicación hubieran su- 
cedido antes de la fecha de entrada en vigor del 
presente Protocolo para el Estado Parte interesado, 
salvo que esos hechos continuasen produciéndose 
después de esa fecha. 


Artículo 3 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2 del presente 
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Protocolo, el Comité pondrá en conocimiento del Estado 
Parte, de forma confidencial, toda comunicación que reciba 
con arreglo al presente Protocolo. En un plazo de seis 
meses, ese Estado Parte presentará al Comité por escrito 
explicaciones o declaraciones en las que se aclare la cues- 
tión y se indiquen las medidas correctivas que hubiere 
adoptado el Estado Parte, de haberlas. 


Artículo 4 


1. Tras haber recibido una comunicación y antes de 
llegar a una conclusión sobre el fondo de ésta, el Comité 
podrá remitir en cualquier momento al Estado Parte intere- 
sado, a los fines de su examen urgente, una solicitud para 
que adopte las medidas provisionales necesarias a fin de 
evitar posibles daños irreparables a la víctima o las víctimas 
de la supuesta violación. 


2. Elejercicio por el Comité de sus facultades discrecio- 
nales en virtud del párrafo 1 del presente artículo, no 
implicará juicio alguno sobre la admisibilidad o sobre el 
fondo de la comunicación. 


Artículo 5 


El Comité examinará en sesiones privadas las comunica- 
ciones que reciba en virtud del presente Protocolo. Tras 
examinar una comunicación, el Comité hará llegar sus suge- 
rencias y recomendaciones, si las hubiere, al Estado Parte 
interesado y al comunicante. 


Artículo 6 


1. Siel Comité recibe información fidedigna que revele 
violaciones graves o sistemáticas por un Estado Parte de 
los derechos recogidos en la Convención, el Comité invitará 
aese Estado Parte a colaborar en el examen de la información 
y, a esos efectos, a presentar observaciones sobre dicha 
información. 


2. Tomando en consideración las observaciones que 
haya presentado el Estado Parte interesado, así como toda 
información fidedigna que esté a su disposición, el Comité 
podrá encargar a uno o más de sus miembros que lleven a 
cabo una investigación y presenten, con carácter urgente, 
un informe al Comité. Cuando se justifique y con el consen- 
timiento del Estado Parte, la investigación podrá incluir una 
visita a su territorio. 


3. Tras examinar las conclusiones de la investigación, 
el Comité las transmitirá al Estado Parte interesado, junto 
con las observaciones y recomendaciones que estime opor- 
tunas. 


4. En un plazo de seis meses después de recibir las 
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conclusiones de la investigación y las observaciones y 
recomendaciones que le transmita el Comité, el Estado Parte 
interesado presentará sus propias observaciones al Comi- 
té. 


5. La investigación será de carácter confidencial y en 
todas sus etapas se solicitará la colaboración del Estado 
Parte. 


Artículo 7 


1. El Comité podrá invitar al Estado Parte interesado a 
que incluya en el informe que ha de presentar con arreglo al 
artículo 35 de la Convención pormenores sobre cualesquie- 
ra medidas que hubiere adoptado en respuesta a una inves- 
tigación efectuada con arreglo al artículo 6 del presente 
Protocolo. 


2. Transcurrido el período de seis meses indicado en el 
párrafo 4 del artículo 6, el Comité podrá, si fuera necesario, 
invitar al Estado Parte interesado a que le informe sobre 
cualquier medida adoptada como resultado de la investiga- 
ción. 


Artículo 8 


Todo Estado Parte podrá, al momento de la firma o 
ratificación del presente Protocolo, o de la adhesión a él, 
declarar que no reconoce la competencia del Comité esta- 
blecida en los artículos 6 y 7. 


Artículo 9 


El Secretario General de las Naciones Unidas será el 
depositario del presente Protocolo. 


Artículo 10 


El presente Protocolo estará abierto a la firma de todos 
los Estados y las organizaciones regionales de integración 
signatarios de la Convención en la Sede de las Naciones 
Unidas, en Nueva York, a partir del 30 de marzo de 2007. 


Artículo 11 


El presente Protocolo estará sujeto a la ratificación de 
los Estados signatarios del presente Protocolo que hayan 
ratificado la Convención o se hayan adherido a ella. Estará 
sujeto a la confirmación oficial de las organizaciones regio- 
nales de integración signatarias del presente Protocolo que 
hayan confirmado oficialmente la Convención o se hayan 
adherido a ella. Estará abierto a la adhesión de cualquier 
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Estado u organización regional de integración que haya 
ratificado la Convención, la haya confirmado oficialmente o 
se haya adherido a ella y que no haya firmado el presente 
Protocolo. 


Artículo 12 


1. Por “organización regional de integración” seenten- 
derá una organización constituida por Estados soberanos 
de una región determinada a la que sus Estados miembros 
hayan transferido competencia respecto de las cuestiones 
regidas por la Convención y el presente Protocolo. Esas 
organizaciones declararán, en sus instrumentos de confir- 
mación oficial o adhesión, su grado de competencia con 
respecto a las cuestiones regidas por la Convención y el 
presente Protocolo. Posteriormente, informarán al deposi- 
tario de toda modificación sustancial de su grado de com- 
petencia. 


2. Las referencias a los “Estados Partes” con arreglo al 
presente Protocolo se aplicarán aesas organizaciones den- 
tro de los límites de su competencia. 


3. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo 1, del 
artículo 13 y en el párrafo 2 del artículo 15 del presente 
Protocolo, no se tendrá en cuenta ningún instrumento 
depositado por una organización regional de integración. 


4. Las organizaciones regionales de integración, en 
asuntos de su competencia, ejercerán su derecho de voto en 
la reunión de los Estados Partes, con un número de votos 
igual al número de sus Estados miembros que sean Partes 
en el presente Protocolo. Dichas organizaciones no ejerce- 
rán su derecho de voto si sus Estados miembros ejercen el 
suyo, y viceversa. 


Artículo 13 


1. Con sujeción a la entrada en vigor de la Convención, 
el presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día 
después de que se haya depositado el décimo instrumento 
de ratificación o adhesión. 


2. Paracada Estado u organización regional de integra- 
ción que ratifique el Protocolo, lo confirme oficialmente o se 
adhiera a él una vez que haya sido depositado el décimo 
instrumento a sus efectos, el Protocolo entrará en vigor el 
trigésimo día a partir de la fecha en que haya sido deposi- 
tado su propio instrumento. 


Artículo 14 


1. Nose permitirán reservas incompatibles con el obje- 
to y el propósito del presente Protocolo. 
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2. Las reservas podrán ser retiradas en cualquier mo- 
mento. 


Artículo 15 


1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda al 
presente Protocolo y presentarla al Secretario Genera de las 
Naciones Unidas. El Secretario General comunicará la en- 
mienda propuesta a los Estados Partes, pidiéndoles que le 
notifiquen si desean que se convoque una conferencia de 
Estados Partes con el fin de examinar la propuesta y some- 
terla a votación. Si dentro de los cuatro meses siguientes a 
la fecha de esa notificación, al menos un tercio de los 
Estados Partes se declara a favor de tal convocatoria, el 
Secretario General convocará una conferencia bajo los aus- 
picios de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada 
por mayoría de dos tercios de los Estados Partes presentes 
y votantes en la conferencia será sometida por el Secretario 
General a la Asamblea General de las Naciones Unidas para 
su aprobación y posteriormente a todos los Estados Partes 
para su aceptación. 


2. Lasenmiendas adoptadas y aprobadas conforme a lo 
dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo entrarán en 
vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que el número 
de instrumentos de aceptación depositados alcance los dos 
tercios del número de Estados Partes que hubiera en la fecha 
de adopción de la enmienda. Posteriormente, las enmiendas 
entrarán en vigor para todo Estado Parte el trigésimo día a 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-243 


partir de aquel en que hubieran depositado su propio ins- 
trumento de aceptación. Las enmiendas serán vinculantes 
exclusivamente para los Estados Partes que las hayan acep- 
tado. 


Artículo 16 


Los Estados Partes podrán denunciar el presente Proto- 
colo mediante notificación escrita dirigida al Secretario 
General de las Naciones Unidas. La denuncia tendrá efecto 
un año después de que el Secretario General haya recibido 
la notificación. 


Artículo 17 


El texto del presente Protocolo se difundirá en formatos 
accesibles. 


Artículo 18 


Los textos en árabe, chino, español, francés, inglés y 
ruso del presente Protocolo serán igualmente auténticos. 


EN FESTIMONIO DE LO CUAL, los plenipotenciarios 
abajo firmantes, debidamente autorizados por sus respec- 
tivos gobiernos, firman el presente Protocolo.” 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Arana. 


SEÑOR ARANA.- Señor Presidente: de acuerdo con lo 
establecido en los artículos 85 y 168 de la Constitución de 
la República, el Poder Ejecutivo ha enviado a consideración 
del Parlamento el proyecto de ley por el que se aprueba la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, firmada en la ciudad de Nueva York el día 3 
de abril de 2007. 


Algunas informaciones consignadas entre los antece- 
dentes preparados por la Cancillería resultan altamente 
significativas y, por qué no decirlo, muy impactantes. Alre- 
dedor del 10% de la población mundial -o sea, seiscientos 
cincuenta millones de personas- vive con alguna 
discapacidad, constituyendo la mayor minoría del mundo 
actual. Según la Organización Mundial de la Salud (OMS) 
esta cifra está aumentando debido al crecimiento de la 
población, los avances de la medicina y el proceso de 
envejecimiento. 


Otro punto a ser señalado es que el 80% de las personas 
con discapacidad vive en países en desarrollo, según el 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). 


Asimismo, en los países de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) las tasas de 
discapacidades son notablemente más altas entre los gru- 
pos con menores logros educacionales. El promedio es de 
19% en comparación con 11% de aquellos que tienen más 
educación. 


Otro aspecto que merece ser señalado y que revela la 
situación de injusticia y discriminación que promueve la 
sensibilidad de quienes han tratado de impulsar la acepta- 
ción de este Convenio, es el siguiente. El Banco Mundial 
estima que el 20% de los más pobres del mundo tiene 
discapacidades y tienden a ser considerados, dentro de sus 
propias comunidades, como las personas en situación más 
desventajosa. Se reconoce que las mujeres con discapacidad 
experimentan múltiples desventajas, siendo objeto de ex- 
clusión debido a su género y asu discapacidad. De acuerdo 
con datos del UNICEF, el 30% de los jóvenes de la calle tiene 
discapacidades. Es más; según la UNESCO, el 90% de los 
niños con discapacidad no asiste a la escuela y de acuerdo 
con un estudio del PNUD de 1998, la tasa mundial de 
alfabetización de adultos con discapacidad llega solamen- 
te al 3% y al 1% en el caso de las mujeres con discapa- 
cidad. Realmente, es una situación de una inequidad 
sublevante. 
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Por otra parte, según datos provenientes de la Organi- 
zación Internacional del Trabajo (OIT), se estima que cerca 
de trescientos ochenta y seis millones de personas en edad 
de trabajar son discapacitadas y que, en algunos países, el 
desempleo alcanza al 80%. A menudo, los empleadores 
suponen que las personas con discapacidad no están aptas 
para acceder a algún tipo de empleo. 


Conviene señalar también que por cada niño que muere 
en zonas de guerra, tres resultan heridos y permanentemen- 
te discapacitados. Según la OMS, en algunos países hasta 
una cuarta parte de las discapacidades son resultado de 
heridas por violencia, lo que es particularmente hiriente 
puesto que, precisamente, los países más pobres -en los 
que se registran las mayores tasas de discapacidad y donde 
la discriminación es mucho mayor- son el producto de 
aquellas conflagraciones mundiales donde las naciones 
más desvalidas terminan siendo las más vulneradas desde 
todo punto de vista. 


Coincidimos plenamente en que esta Convención cons- 
tituye un paso importante para cambiar la percepción de la 
discapacidad en general, así como para asegurar que las 
sociedades reconozcan la necesidad de proporcionar a 
todas las personas la oportunidad de vivir la vida con la 
mayor plenitud posible. Vale la pena subrayar que quienes 
sufren alguna discapacidad suelen ser objeto de discrimi- 
nación a causa de los prejuicios o laignorancia; además, es 
posible que no tengan acceso alos servicios esenciales. Por 
ello, es necesario contar con la ayuda de toda la comunidad 
internacional para terminar con esta “emergencia en silen- 
cio” -como se la ha dado en llamar en este informe- y 
promover una pronta solución a una situación 
discriminatoria. 


Recordemos que el interés de las Naciones Unidas por 
el bienestar y el derecho de las personas con discapacidad 
proviene de sus mismos principios fundacionales, que es- 
tán basados en los derechos humanos, las libertades fun- 
damentales y la igualdad de todos los seres humanos. Tal 
como se afirma en la Carta de dicho Organismo como en la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, los Con- 
venios Internacionales sobre Derechos Humanos y demás 
instrumentos relacionados con ellos, las personas con 
discapacidad deben poder ejercer sus derechos civiles, 
políticos, sociales y culturales en igualdad de condiciones 
con el resto de las personas. 


Vale la pena señalar que sólo alrededor de cuarenta y 
cinco países cuentan con legislación referente a las perso- 
nas con discapacidad, por lo cual, para muchas de ellas, son 
pocas las probabilidades que se registran en lo que refiere 
a concurrir a los centros de enseñanza, en particular, de 
manera de poder acceder luego a un trabajo más o menos 
estable. 


Por otra parte, debemos destacar que, a la fecha de este 
Mensaje del Poder Ejecutivo, la Convención no se encuen- 
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tra todavía en vigencia, pues de los veinte países cuya 
ratificación se requiere para su entrada en vigor, sólo siete 
la han otorgado. Por ello consideramos que es de justicia 
dar una rápida aceptación a esta propuesta que fuera apro- 
bada en el seno de la Comisión de Asuntos Internacionales. 


A continuación, nos referiremos a algunos de los artícu- 
los que forman parte de este Convenio. 


En el artículo 3, se detallan los principios generales y 
también una serie de las obligaciones de los Estados parte. 
Se señala, por ejemplo, que los países que se unen a la 
Convención se comprometen a elaborar y a poner en prác- 
tica políticas, leyes y medidas administrativas para asegu- 
rar los derechos allí reconocidos, y abolir las leyes, regla- 
mentos, costumbres y prácticas que constituyan discrimi- 
nación. 


Asimismo, en el artículo 5 se establece que los países 
deben reconocer que todas las personas son iguales ante la 
ley, prohibir la discriminación basada en las discapacidades 
y garantizar igual protección de la ley. 


A su vez, en el artículo 10 se señala que los Estados parte 
deben garantizar que las personas con discapacidad disfru- 
ten del derecho inherente a la vida en pie de igualdad con 
otras personas. 


En el artículo 12, por su parte, se establece que las 
naciones deben también asegurar la igualdad de derechos 
a poseer y a heredar la propiedad, a controlar los asuntos 
financieros y tener igualdad de acceso a los préstamos 
bancarios, el crédito y las hipotecas. 


Por otro lado, en el artículo 16 se señala que las leyes y 
medidas administrativas deben garantizar el derecho a no 
ser explotado, sometido a violencia o a los más diversos 
abusos. En caso de abuso, las naciones deben promover la 
recuperación física y psicológica, la rehabilitación y la 
reintegración social de las víctimas, además de investigar el 
abuso. 


Es importante mencionar también que en esta Conven- 
ción se establece que es menester eliminar la discriminación 
relacionada con el matrimonio, la familia y las relaciones 
personales. Quienes sufran de alguna discapacidad disfru- 
tarán de igualdad de oportunidades, de tener relaciones 
sexuales e íntimas, experimentar la procreación, contraer 
matrimonio y fundar una familia. 


Por nuestra parte, compartimos todas estas considera- 
ciones, con las que también la Comisión de Asuntos Inter- 
nacionales ha estado de acuerdo plenamente. 


A fin de ilustrar de mejor manera a este Cuerpo, desearía 
agregar que los países deben promover la participación en 
la vida cultural, el recreo, el tiempo libre y los deportes, 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-245 


asegurando el suministro de programas de televisión, pelí- 
culas, material teatral y cultural, en formatos accesibles, 
otorgando la posibilidad de asistir a los teatros, museos, 
cines, bibliotecas y garantizando que las personas con 
discapacidad tengan oportunidad de desarrollar y utilizar 
su capacidad creativa no sólo en su propio beneficio, sino 
también para el enriquecimiento de la sociedad en su con- 
junto. 


Me resta decir únicamente que, de acuerdo con lo esta- 
blecido en el artículo 30, los países deben garantizar su 
participación en las actividades deportivas en general, así 
como también en aquellas que sean específicas. 


Así, pues, de acuerdo con los principios democráticos 
y con la mayoritaria sensibilidad de nuestra ciudadanía 
acerca de la defensa irrestricta de los derechos humanos, la 
Comisión, con total convicción, propone a este Cuerpo la 
aprobación de esta Convención. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: apoyamos la 
aprobación de esta Convención porque entendemos que es 
algo justo y porque aspiramos a que el Uruguay integre el 
grupo de países que haga que ella entre en vigencia. Debe- 
mos tener en cuenta que varias naciones de América Latina 
ya le han dado media sanción, por lo que podrían llegar a 
ratificarla antes que nosotros, y si esto está ocurriendo en 
nuestro continente, seguramente en otros países puede 
estar sucediendo lo mismo. Por lo tanto, apurar el trámite 
parlamentario permitiría que el Uruguay estuviera entre los 
países que están a la cabeza en la defensa de los Derechos 
Humanos, tratándose en este caso de las personas 
discapacitadas. Señalo esto porque actualmente las Nacio- 
nes Unidas están implementando un régimen diferente a la 
hora de evaluar los países en el cumplimiento de todo lo 
relacionado con los Derechos Humanos. Anteriormente, el 
organismo se regía por las denuncias que se presentaban, 
pero ahora cada dos o tres años realiza una evaluación de 
cada país -al nuestro le corresponderá ser evaluado el año 
próximo- y, justamente, uno de los tópicos o asuntos a 
valorar es cuán avanzada está la legislación sobre la protec- 
ción de los Derechos Humanos. Personalmente, creo que la 
imagen de nuestro país se verá mucho más fortalecida en 
este sentido si el Senado y la Cámara de Representantes dan 
rápida aprobación no sólo aesta Convención, sino también 
a otros temas que se encuentran a estudio de ambas ramas 
parlamentarias; de esa manera, en el área legislativa o 
normativa llegaríamos a estar a la cabeza en la lista de los 
principales países del mundo que defienden los Derechos 
Humanos. 


Es cuanto deseo señalar, señor Presidente. 


SEÑORA PERCOVICH.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: además de 
congratularme por la rapidez con que se aprueba esta Con- 
vención que fue ratificada el año pasado, quería destacar 
que esta Cámara ha tenido la iniciativa de realizar modifica- 
ciones muy importantes -en aspectos que se señalan como 
obligaciones de los Estados en esta Convención- a la ley 
base que es la Ley N* 16.095, que viniera de la Comisión de 
Población, Desarrollo e Inclusión y fuera votada por este 
Senado. En ese sentido, aspiramos a que esta iniciativa 
tenga una rápida aprobación en la Cámara de Representan- 
tes. 


SEÑOR CID.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CID.- Señor Presidente: votaremos con convic- 
ción esta Convención sobre Derechos de las Personas con 
Discapacidad porque creemos que es muy abarcativa, 
normatiza y da directivas sobre el manejo de estas personas. 
Recién la señora Senadora Percovich mencionaba la ley 
sobre discapacidad que este Senado aprobó y esperamos 
que esto no se transforme en un progreso manuscrito, sino 
que tenga una proyección hacia la discapacidad y permita 
que las directivas emanadas de esta Convención se trans- 
formen en soluciones concretas para las personas con 
discapacidad. Lamentablemente, la ley que aprobó este 
Cuerpo hoy no se cumple en aspectos muy sensibles como 
el laboral, aunque existen algunas excepciones que se ven 
en empresas del Estado. Sin embargo, a nivel general esa 
cuotificación que debe haber para que los discapacitados 
ingresen a las empresas del Estado no se está cumpliendo 
y, por lo tanto, bregamos y bregaremos para que esta 
Convención se transforme en una realidad que permita darle 
soluciones a las personas con discapacidad. 


SEÑOR LONG.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR LONG.- Señor Presidente: por supuesto que 
elevamos nuestra voz de satisfacción por el hecho de que 
el Senado en esta sesión proceda a aprobar la Convención 
de Naciones Unidas sobre Derechos de las Personas con 
Discapacidad. Creemos que es un paso muy importante y, 
en lo personal, veníamos trabajando en esa dirección. Opor- 
tunamente comentamos en el Cuerpo la reunión que había- 
mos tenido en el mes de diciembre con el entonces Canciller 
Gargano y confiamos en que a través de esa y otras acciones 
que seguramente se habrán manifestado en la sociedad, se 
pueda haber contribuido para que esta aprobación se rea- 
lice en los plazos adecuados. 


Ahora quisiera realizar tres comentarios que me parecen 
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importantes. El primero tiene que ver con algún aspecto 
práctico que irá a continuación de la aprobación de esta 
Convención. A partir de allí se va a integrar el Consejo que 
se encargará de administrarla; el plazo para su instalación 
comenzaba a partir del día en que veinte países ratificaran 
la Convención, hecho que sucedió hace aproximadamente 
un par de meses. Sin embargo, los países que la suscriban 
en esta etapa -tengo entendido que el plazo no se ha 
cumplido en su totalidad- tienen derecho a integrar ese 
Consejo. Por tanto, me gustaría que esto se verificara opor- 
tunamente a través de la Cancillería porque tengo la impre- 
sión de que Uruguay todavía está en condiciones de inte- 
grarlo, al ratificar la Convención en estos días. Estamos 
hablando del primer Consejo en esta materia en Naciones 
Unidas y, por supuesto, sería un alto honor para nuestro 
país integrarlo. Entonces, por lo menos habría que trabajar 
en esa dirección -veo que el señor Senador Arana asiente- 
y todos deberíamos comprometernos para realizar las ges- 
tiones correspondientes. 


El segundo aspecto que quisiera resaltar es el tema de 
transformar lo que se establece en la Convención en una 
realidad. El paso que se va a dar es muy importante y fue muy 
discutido porque en la medida en que se crea esta Conven- 
ción, con valor de ley en los distintos países, genera obli- 
gaciones en el ámbito local e, incluso, podría generarlas en 
el ámbito internacional. Por tanto, el no cumplimiento puede 
generar problemas al país o al Gobierno que así actúe. Tan 
es así que países muy importantes no parecen estar dis- 
puestos a firmar la actual Convención. No se trata de algo 
absolutamente inocuo que simplemente se vota para cum- 
plir con un determinado sector de la población para el que 
este es un tema importante, sino que puede traer conse- 
cuencias prácticas que el país deberá afrontar. En ese 
sentido, me permito recordar algo que se mencionaba y es 
el hecho de que este Senado ha aprobado proyectos, algu- 
nos de los cuales cuentan con media sanción y, por tanto, 
deben culminar su proceso legislativo. Este mismo Senado 
aprobó por unanimidad un proyecto de ley muy ambicioso 
que actualiza la ley vigente, pero todavía no ha sido sancio- 
nado por la Cámara de Representantes a pesar de que lleva un 
buen tiempo allí. Como dije, creo que debemos comprometer- 
nos para lograr esos avances, porque de lo contrario lo que hoy 
estemos votando quedará en el papel y se podría volver contra 
nuestro país en la medida en que lo incumplamos. 


No me voy aextender demasiado en cuanto al texto de la 
Convención. Considero que la redacción está totalmente al 
día en la materia y que ha sido un esfuerzo audaz, preparado 
con gran calidad técnica, en la cual intervinieron muchas 
personas de nuestro continente. He tenido la oportunidad 
de participar en dos debates sobre el texto: en noviembre 
pasado en Seúl y en abril de este año, en México. He 
participado junto a organizaciones que promueven su im- 
plantación en el mundo como “Rehabilitación Internacio- 
nal” y “Landmine Survivors Network” y entiendo que en la 
actualidad existe voluntad para que esto se lleve a la prác- 
tica. De todos modos, volviendo a lo anterior, en cada país 
debemos hacer los esfuerzos necesarios para que todo esto 
se traduzca en realidad. 
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El tercer aspecto tiene que ver con el protocolo faculta- 
tivo opcional de la Convención y quisiera hacer una pre- 
gunta. No me queda del todo claro en el texto que hoy 
tenemos para votar si el Protocolo está incluido o no. Se 
habla de la aprobación de la Convención sobre los Dere- 
chos de las Personas con Discapacidad, firmada en la ciu- 
dad de Nueva York, Estados Unidos de Norteamérica, el día 
3 de abril de 2007. En concreto mi pregunta es si el Protocolo 
facultativo que se entregó con el material está incluido o no. 
En el caso de que no estuviera incluido, me gustaría conocer 
las razones. 


En definitiva, estas son mis consideraciones respecto 
de un tema que votaremos con mucho gusto, pero también 
con mucho compromiso. En general, me gustaría que ese 
fuera el espíritu del Cuerpo y que esto luego tuviera una 
continuidad real mediante nuevas iniciativas o completan- 
do el trámite parlamentario de las iniciativas vigentes. Inde- 
pendientemente de las iniciativas legislativas, existen una 
cantidad de acciones que pueden ser realizadas por el Poder 
Ejecutivo y los Gobiernos Departamentales a lo largo y 
ancho del país y que deberían instrumentarse. 


De modo que dejo planteada esta interrogante y, una vez 
más, reitero que vamos a acompañar este proyecto de ley 
con enorme satisfacción y con la voluntad de darle conti- 
nuidad a través de otras acciones futuras. 


Es todo cuanto quería señalar. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hacer uso de la palabra, 
se va a votar. 


SEÑOR LONG.- Perdón, señor Presidente, pero hice una 
consulta que me parece de extrema importancia y que tiene 
que ver con el Protocolo Facultativo que está anexado al 
documento y no se menciona en el artículo único, que 
comienza diciendo: “Apruébase la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad”. No me queda 
claro si está incluido o no y es un tema que considero 
absolutamente relevante, porque este Protocolo es el que 
habilita a los ciudadanos que no se sientan respetados en 
sus derechos, a llevar adelante acciones en el ámbito de las 
Naciones Unidas. 


SEÑORA PERCOVICH.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA PERCOVICH.- En general, los Protocolos Fa- 
cultativos se votan aparte. Creo que simplemente se adjun- 
ta el texto que se está discutiendo -quizás los integrantes 
de la Comisión de Asuntos Internacionales puedan aclarar- 
lo-, y si este ya fue aprobado por las Naciones Unidas, 
merecería otro trámite por parte del Poder Ejecutivo, ya que 
su aprobación implica otros compromisos tales como la 
posibilidad de reclamo de los ciudadanos frente a la aplica- 
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ción o no de la Convención. Me parece raro que, habiéndose 
aprobado la Convención en el año 2007, ya haya sido 
aprobado a nivel de las Naciones Unidas el Protocolo 
Facultativo, cuyo tratamiento generalmente lleva más tiem- 


po. 


SEÑORA XAVIER.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA XAVIER.- Comparto la interpretación de la 
señora Senadora Percovich. Además, el proyecto de ley 
dice: “Apruébase la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, firmada en la ciudad de Nueva 
York, Estados Unidos de Norteamérica, el día 3 de abril de 
2007”. En todo caso, habrá que hacer una consulta posterior 
y hoy debemos interpretar que estamos votando esa Con- 
vención y no el Protocolo Facultativo. 


SEÑOR LONG.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor, pero le aclaro que es la última aclaración que le conce- 
do. De otra manera, el proyecto de ley será remitido nueva- 
mente a Comisión. 


SEÑOR LONG.- En la misma ocasión en que se firma la 
Convención en la ciudad de Nueva York, el 3 de abril de 
2007, queda para ser firmado el Protocolo Facultativo. En la 
actualidad, hay países que ratifican la Convención y el 
Protocolo, y otros que ratifican solamente la Convención. 
Supongo que este tema fue analizado en la Comisión co- 
rrespondiente, que no integro y, por lo tanto, este es el 
único ámbito en el que puedo aclarar mis dudas formalmen- 
te. Si tal como expresa la señora Senadora Xavier, no esta- 
mos votando -y, por ende, ratificando- el Protocolo Facul- 
tativo, me interesa saber cuáles son las razones para no 
hacerlo, porque esto se define en este acto. Posteriormente, 
se podría analizar el Protocolo por separado, pero en gene- 
ral no es lo que están haciendo los demás países. Repito que 
algunos lo ratifican y otros no, o anuncian que no lo van a 
ratificar. Me gustaría saber cuál es la posición de nuestro 
país en esta materia. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: no sé si hay un 
error, pero la iniciativa del Poder Ejecutivo claramente pide 
la aprobación de la Convención. Para aprobar el Protocolo 
Facultativo sería necesario otro proyecto de ley. En el 
artículo único el Poder Ejecutivo no solicita la aprobación 
de la Convención y del Protocolo Facultativo, sino simple- 
mente de la Convención. Creo que debemos votarla en el día 
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de hoy y pedir a la Comisión que haga las averiguaciones 
del caso. De cualquier manera, considero que será necesa- 
rio que el Poder Ejecutivo pida formalmente la aprobación 
del Protocolo Facultativo. No creo que exista discrepancia 
en esto, sino que simplemente se ha cometido una omisión. 
Lo único que podemos hacer ahora es aprobar la Conven- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A modo de aclaración, la Presi- 
dencia quiere suponer que los señores Senadores habrán 
tenido en cuenta que en la página 9 del Repartido se esta- 
blece claramente que en la misma fecha de adopción de la 
Convención -es decir, el 13 de diciembre de 2006- se adoptó 
el Protocolo Facultativo, el cual no fue firmado por el 
Uruguay. 


SEÑOR BARAIBAR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BARAIBAR.- Precisamente iba a señalar lo ma- 
nifestado por el señor Presidente. Me parece que corres- 
ponde que la Comisión de Asuntos Internacionales convo- 
que al Ministerio de Relaciones Exteriores para aclarar por 
qué nuestro país no firmó el Protocolo Facultativo. De todas 
maneras, pienso que debe quedar claro que no lo vamos a 
votar en este momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

- 24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo único. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo 1”.- Apruébase la Convención sobre los Dere- 
chos de las Personas con Discapacidad, firmada en la ciu- 
dad de Nueva York, Estados Unidos de Norteamérica, el día 
3 de abril de 2007”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR LONG.- Pido la palabra para fundar el voto. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR LONG.- Reitero que, una vez más, con satisfac- 
ción hemos dado nuestro voto para que se apruebe la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad. No obstante, queremos dejar constancia de 
que nos preocupa, no la no aprobación del Protocolo Facul- 
tativo, sino el hecho de que no quede claro en esta instancia 
cuál es la posición de nuestro país en la materia. Puede 
haber argumentos a favor y en contra, pero considero que 
es importante que el tema se resuelva. Es posible que, 
siguiendo el criterio que en principio habría adoptado el 
Poder Ejecutivo de no firmar el Protocolo Facultativo, la 
Comisión correspondiente y el Parlamento decidan hacer lo 
mismo, pero existen otras alternativas y sería importante 
que las analizáramos. 


En definitiva, insisto en que voto el proyecto de ley en 
el entendido de que la Comisión correspondiente -que sería 
la de Asuntos Internacionales- analice el tema y convoque 
al Ministerio de Relaciones Exteriores para que el Uruguay 
defina una posición en la materia en forma expresa, es decir, 
no dejando que el tema duerma el sueño de los justos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda aprobado el proyecto de 
ley, que se comunicará a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


12) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACION 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


- “El señor Senador Luis A. Heber solicita licencia del 
10 al 12 de los corrientes”. 


Léase. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 10 de junio de 2008 


Sr. Rodolfo Nin Novoa 
Presidente 
Cámara de Senadores 


Tenemos el gusto de dirigirnos al señor Presidente con 
el fin de comunicarle que debido a que integramos la dele- 
gación que participa en el Foro “El Rol de las Partes Intere- 


10 de junio de 2008 


sadas Nacionales y Locales en Contribuir a la Calidad y 
Eficacia de la Ayuda” organizada por la UIP UNDESA y con 
el apoyo del Gobierno Italiano a celebrarse en la ciudad de 
Roma, Italia, solicitamos licencia del 10 al 12 de junio 
inclusive. 


Por tal motivo solicitamos se convoque a nuestro su- 
plente. 


Sin otro particular saludamos muy atentamente. 
Luis A. Heber.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-25en25.Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica al Cuerpo que el señor Ambrosio W. Barreiro 
ha presentado nota de desistimiento informando que por 
esta vez no acepta la convocatoria de que ha sido objeto. 


Se convoca al señor José Andújar, quien ya ha prestado 
el juramento de estilo. 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


-“El señor Senador Eleuterio Fernández Huidobro 
solicita licencia el día 11 de los corrientes”. 


- Léase. 
(Selee:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Montevideo, Junio 10 de 2008. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, solicito a usted tenga a bien gestionar 
licencia para el día 11 de junio de 2008 por razones perso- 
nales. 


Sin otro particular, le saluda atentamente: 


E. Fernández Huidobro. Senador.” 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-249 


SEÑOR PRESIDENTE - Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 24 en 25. Afirmativa. 


Oportunamente, se convocará al suplente respectivo. 


13) CUERPOS DE TAQUIGRAFOS PARLAMENTA- 
RIOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una moción lle- 
gada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Por la presente solicitamos se autorice al señor Senador 
Francisco Gallinal a realizar una exposición por el término de 
15 minutos, referida a la “Importancia de la tarea que desa- 
rrolla el Cuerpo de Taquígrafos” de ambas ramas parlamen- 
tarias. 


Dicha exposición ocupará el primer lugar del Orden del 
Día de la sesión del próximo martes 17 de junio”. 


Firman los señores Senadores: Da Rosa, 
Penadés y Lapaz. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción presen- 
tada por varios señores Senadores del Partido Nacional. 


(Se vota:) 


-24en25. Afirmativa. 


14) SOLICITUD DE ACUERDO DEL PODER EJECUTI- 
VO PARA DESIGNAR REPRESENTANTE PERMA- 
NENTE ANTE LA ORGANIZACION DE LAS NA- 
CIONES UNIDAS AL DOCTOR JOSE LUIS CAN- 
CELA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
asunto que figura en tercer término del Orden del Día: 
“Informe de la Comisión de Asuntos Internacionales rela- 
cionado con la solicitud de acuerdo remitida por el Poder 
Ejecutivo para designar en calidad de Representante Perma- 
nente ante la Organización de las Naciones Unidas al doctor 
José Luis Cancela. (Carp. N* 1164/08 - Rep. N* 752/08)”. 


(Antecedentes:) 
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“Carp. N” 1164/08 
Rep. N* 752/08 


Ministerio de Relaciones Exteriores 


Montevideo, 28 de abril de 2008. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Rodolfo Nin Novoa. 
Presente. 


Señor Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, con el fin de solicitar su conformidad, de acuerdo 
con lo dispuesto por el numeral 12 del artículo 168 de la 
Constitución de la República, para acreditar en calidad de 
Representante Permanente de la República, al Doctor José 
Luis Cancela. 


La capacidad y eficiencia que el Doctor José Luis Can- 
cela ha puesto de manifiesto en las actividades desarrolla- 
das alo largo de su carrera profesional, según se manifiesta 
en el currículum vitae que se adjunta, constituye ajuicio del 
Poder Ejecutivo, un factor evidente de idoneidad para las 
responsabilidades que el Gobierno de la República se pro- 
pone asignarle como Representante Permanente ante la 
Organización de las Naciones Unidas en Nueva York, Esta- 
dos Unidos de América. 


El Poder Ejecutivo confía en que ese Cuerpo habrá de 
manifestar su conformidad con el propósito antes expuesto, 
accediendo a la solicitud que se le formula por el presente 
Mensaje. 


El Poder Ejecutivo saluda a la Cámara de Senadores con 
su más alta consideración. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de 
la República; Gonzalo Fernández, Daisy 
Tourné. 


CURRICULUMVITAE 


José Luis Cancela Gómez 


Separado, dos hijos. 


Ex-Secretario General del Ministerio de Relaciones Exte- 
riores. 


TITULOS OBTENIDOS 


Abogado. 
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ESTUDIOS CURSADOS 


Curso de Formación (1987), Curso Básico (1988-1989) y 
Curso de Actualización (1996). 


Instituto Artigas del Servicio Exterior. Ministerio de 
Relaciones Exteriores de la República Oriental del Uruguay. 


Introducción a la Metodología Filosofía Social (1983). 
Historia del Pensamiento Social (1980). Centro Latinoame- 
ricano de Economía Humana (CLAEH). Uruguay. 


X Corso di Specializzazione in Relazioni Internazionali 
(1990). Fondazione di Ricerche e Studi Internazionali di 
Firenze. Italia. 


Curso de Marketin y Negociaciones Comerciales. Fun- 
dación Banco de Bostón - Escuela Uruguaya de Comercio 
Exterior. Montevideo, 1996. 


VIT Curso de Política Comercial de la Organización Mun- 
dial de Comercio(OMC). Ginebra, Suiza. 


IDIOMAS EXTRANJEROS 


Francés, Inglés e Italiano. 


ACTIVIDAD PROFESIONAL 


1988 Es designado Secretario de Tercer del Servicio Exte- 
rior. Pasa a desempeñar funciones en la Dirección 
General para Asuntos Políticos. 


1991 Pasa a desempeñar las funciones de su cargo en la 
Embajada del Uruguay en Bulgaria. 


1992 Pasa a desempeñar las funciones de su cargo en la 
Embajada del Uruguay ante el Reino de Bélgica y la 
Misión del Uruguay ante las Comunidades Europeas. 


1995 Es promovido al cargo de Secretario de Segunda del 
Servicio Exterior. Integra la Delegación del Uruguay 
a la VIII Reunión de la Comisión Mixta Uruguay - 
Unión Europea. 


1996 Es designado Jefe de Secretaria de la Dirección Ge- 
neral para Asuntos Políticos. Designado en Misión 
Oficial a la ciudad de México para participar en la 
Reunión del Mecanismo de Consultas Políticas Uru- 
guay - México. 


1997 Designado en Misión Oficial a la ciudad de Asun- 
ción, Paraguay, para participar Designado en Misión 
Oficial a la ciudad de Noordwijk, Países Bajos, para 
participaren la XVI Reunión Ordinaria Grupo de Río 
- Unión Europea. 
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Designado en Misión Oficial a la ciudad de Asun- 
ción, Paraguay, para participar en la Reunión Ordina- 
ria de Ministros de Relaciones Exteriores de los 
países miembros del Grupo de Río. 


19908 Pasa a desempeñar las funciones de Encargado de la 
Dirección de Organismos Económicos Internaciona- 
les. 


Designado en Misión Oficial a la ciudad de Santiago 
de Chile, Chile, para participar en el Encuentro de 
Coaliciones de Industrias de Servicios sobre Comer- 
cio Electrónico. 


Designado en Misión Oficial a la ciudad de Santiago 
de Chile, Chile, para participar en el Seminario sobre 
Comercio y Medio Ambiente organizado por la OMC. 


Es promovido al cargo de Secretario de Primera del 
Servicio Exterior. 


1999 Es designado Representante Alterno del Ministerio 
de Relaciones Exteriores ante la Comisión de Aplica- 
ción del Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC. Es 
destinado a prestar funciones en la Embajada del 
Uruguay ante el Reino de España. 


2000-2005 
Pasa a desempeñar las funciones de su cargo en la 
Embajada del Uruguay ante el Reino de España, con 
el rango de Ministro Consejero. 


2001 Es promovido al cargo de Consejero del Servicio 
Exterior. 


2005 Es designado por el Poder Ejecutivo como Secretario 
General del Ministerio de Relaciones Exteriores, con 
el rango de Embajador. 


2006 Es promovido al cargo de Ministro Consejero del 
Servicio Exterior. 


Designado en Misión Oficial a la ciudad de La Haya, 
Reino de los Países Bajos para integrar la Delegación 
uruguaya ante la Corte Internacional de Justicia en 
diferendo con la República Argentina en relación con 
la instalación de plantas de celulosa en la República 
Oriental del Uruguay. 


2007 Designado en Misión Oficial a la ciudad de Madrid, 
España, para participar en el Diálogo Directo entre 
Uruguay y Argentina en relación con la instalación 
de la Planta de Celulosa Botnia en la ciudad de Fray 
Bentos, Uruguay convocada por el Embajador Juan 
Antonio Yánez facilitador designado por su Majes- 
tad el Rey de España. 


2008 Designado en Misión Oficial a la ciudad de Washing- 
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ton D.C., Estados Unidos Americanos, para partici- 
paren la Reunión de Consulta de Ministros de Rela- 
ciones Exteriores. 


Designado en Misión Oficial a la ciudad de Bruselas, 
Reino de Bélgica para presidir la Delegación de la 
República en la VI Reunión de la Comisión Mixta 
Uruguay - Unión Europea. 


Montevideo, 17de abril de 2008.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase. 
(Se lee) 
- En discusión. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Arana. 


SEÑOR ARANA.- Señor Presidente: creo que vale la 
pena señalar algunas consideraciones que hemos compar- 
tido con nuestros colegas en la Comisión de Asuntos 
Internacionales acerca de esta propuesta del Poder Ejecu- 
tivo -concretamente, de la Cancillería-, a los efectos de 
designar al doctor José Luis Cancela como Representante 
Permanente -cargo de altísima responsabilidad- ante la Or- 
ganización de las Naciones Unidas. 


Queremos destacar, en particular, un currículo muy rele- 
vante en una actuación relativamente prolongada, a pesar de 
la edad del doctor Cancela. Cabe señalar que este profesional, 
desde el año 1987 ha realizado cursos de formación en todo 
lo que tiene que ver con relaciones exteriores. Todo su 
currículo demuestra una competencia técnica y un prolon- 
gado compromiso profesional en su actuación diplomática. 


En el año 1988, es designado Secretario de Tercera del 
Servicio Exterior; en 1991, pasa a desempeñar las funciones 
de su cargo en la Embajada del Uruguay en Bulgaria; en 
1992, pasa a desempeñar las funciones de su cargo en la 
Embajada del Uruguay ante el Reino de Bélgica y la Misión 
del Uruguay ante las Comunidades Europeas; en 1995, es 
promovido al cargo de Secretario de Segunda del Servicio 
Exterior e integra la Delegación del Uruguay a la VIII Re- 
unión de la Comisión Mixta Uruguay-Unión Europea; en 
1996, es designado Jefe de Secretaría de la Dirección Gene- 
ral para Asuntos Políticos; en 1998, pasa a desempeñar las 
funciones de Encargado de la Dirección de Organismos 
Económicos Internacionales y es designado en diversas 
Misiones Oficiales; en 1999, es designado Representante 
Alterno del Ministerio de Relaciones Exteriores ante la 
Comisión de Aplicación del Acuerdo sobre Salvaguardias 
de la OMC; entre el año 2000 y 20053, pasa a desempeñar las 
funciones de su cargo en la Embajada del Uruguay ante el 
Reino de España, con el rango de Ministro Consejero; en el 
2002, es promovido al cargo de Consejero del Servicio 
Exterior y en 2003 -como es sabido-, es designado por el 
actual Poder Ejecutivo como Secretario General del Minis- 
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terio de Relaciones Exteriores, con el rango de Embajador. 
En 2006, es promovido al cargo de Ministro Consejero del 
Servicio Exterior, habiendo desempeñado diversas activi- 
dades en Misiones Oficiales de muy alta jerarquía. 


Quiero señalar que en la reunión de la Comisión de 
Asuntos Internacionales a la que fue invitado el doctor 
Cancela, éste expuso algunos de los temas que, a su juicio, 
y en línea con la tradicional postura de nuestro país, serán 
los que habrá de enfatizar en su importante gestión. Entre 
otros, señaló -al respecto, se produjo allí un interesantísimo 
intercambio de opiniones entre los miembros de la Comi- 
sión- la promoción de la paz internacional, la defensa 
irrestricta del Derecho Internacional, la defensa de la sobe- 
ranía, la autodeterminación y la no intervención, la defensa 
delos principios democráticos y de los Derechos Humanos, 
la defensa de la comunidad internacional de naciones -sin 
perjuicio de considerar la conveniencia de una reestructu- 
ración de la organización de las Naciones Unidas-, la pre- 
ocupante coyuntura actual relacionada con la injusta polí- 
tica de subsidios que todavía sobrevive en perjuicio de 
nuestros países que están en vías de desarrollo, la suba de 
los precios alimenticios en el mundo presente, la crisis 
energética, el cambio climático y la emergencia ambiental. 


En lo personal, con el doctor Cancela nos aproxima una 
muy buena amistad desde hace alrededor de 10 años. Esta 
estima y valoración se basa en la colaboración permanente 
que el doctor Cancela realizara a través de las misiones 
diplomáticas y en los apoyos recibidos en múltiples gestio- 
nes efectuadas -cuando me desempeñé como Intendente de 
Montevideo- tanto en el Reino de Bélgica como en el Reino 
de España. En ese sentido, facilitó la cooperación y los muy 
importantes logros obtenidos en materia de intercambios y 
de respaldos técnicos y económicos por parte de la Unión 
Europea y de distintos organismos públicos del Reino de 
España, como la Junta de Andalucía, en particular, la Xunta 
de Galicia, la Generalitat de la Diputación Catalana, el Prin- 
cipado de Asturias, el Ayuntamiento de Madrid y el Gobier- 
no Autonómico de Canarias, entre otros. 


En oportunidad de ocupar la titularidad del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
quiero destacar las coordinaciones y respaldos invalorables 
recibidos por la Cancillería en general y por el Embajador 
Cancela en particular, responsable durante los tres prime- 
ros años del actual Gobierno de la Secretaría General del 
Ministerio de Relaciones Exteriores. Quiero enfatizar, en 
especial, el apoyo obtenido al tener que responsabilizarnos 
de la Presidencia de la Primera Reunión del Convenio de 
Estocolmo -relacionada con los contaminantes orgánicos 
persistentes-, realizada en nuestro país, al poco tiempo de 
iniciar nuestra gestión al frente del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Quisiera destacar, además, su apoyo en la gestión que 
tuvimos que asumir al presidir el Convenio de Basilea sobre 
el transporte transfronterizo de productos peligrosos y 
también cuando estuvimos a cargo de la Presidencia de la 
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numerosísima asamblea internacional -que se reunió hace 
dos años atrás, aproximadamente, en Dubai- sobre la ges- 
tión de los productos químicos. Respecto a esta importante 
reunión destaco el éxito que se logró en aquella instancia, 
por cierto extraordinariamente compleja, dada la confronta- 
ción muy importante de intereses contrapuestos de distin- 
tas naciones y de diferentes grupos de naciones -aspecto 
señalado en aquella oportunidad-, así como el prestigio 
internacional que derivado de ella logró nuestro país, basa- 
do en la capacidad de articulación política y altísima com- 
petencia técnica de funcionarios y jerarcas, tanto del Minis- 
terio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente, como de la Cancillería. 


Finalmente, señor Presidente, enfatizo la relevancia que 
tuvo la figura del doctor Cancela en todo lo relacionado con 
el diferendo que se ha registrado, lamentablemente, con las 
autoridades argentinas, vinculado a la instalación y funcio- 
namiento de la empresa Botnia, en Fray Bentos. Al respecto, 
nos dio un valioso apoyo en todas las relaciones que nos 
tocó mantener en tanto Ministro de Vivienda, Ordenamien- 
to Territorial y Medio Ambiente con los representantes 
respectivos de las Secretarías de Ambiente, no sólo de los 
cuatro países signatarios del Tratado de Asunción, sino 
también con otros representantes que en distintas oportu- 
nidades se reunieron en el Uruguay, en la Argentina, en el 
Paraguay, en el Brasil, en Bolivia, en Venezuela y en Chile. 


Por todo ello, señor Presidente, me resulta muy 
gratificante hacer este informe. Al mismo tiempo, quiero 
destacar que todos los integrantes de la Comisión de Asun- 
tos Internacionales votaron afirmativamente esta propues- 
ta del Poder Ejecutivo 


Muchas gracias. 
SEÑOR ALFIE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Alfie. 


SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: vamos a votar la venia 
solicitada con mucho gusto y convencimiento, en función 
de que se trata de un profesional de carrera que ha cumplido 
en toda su actuación, correcta y profesionalmente sus 
cometidos -cualquiera fuera el Gobierno al que representa- 
ra-, siempre en defensa de los intereses del país y poniendo 
lo mejor de sí bajo todas las circunstancias. 


Por lo tanto, vamos a apoyar con gusto esta solicitud de 
venia. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


10 de junio de 2008 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: vamos a votar 
afirmativamente esta solicitud de venia porque creemos que 
el candidato propuesto reúne sobradamente las condicio- 
nes suficientes para representar a nuestro país en tan 
importante cargo. Estoy seguro de que va a dejar muy bien 
parados los intereses de la República dentro de ese ámbito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de resolución. 
(Selee:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Concédese al Poder Ejecutivo el acuerdo solicitado 
para acreditar en calidad de Representante Permanente de 
la República ante la Organización de las Naciones Unidas en 
Nueva York, Estados Unidos de América, al doctor José 
Luis Cancela”. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Se vaa votar. 
(Se vota:) 
-25en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de resolución, que se 
comunicará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de resolución san- 
cionado por ser igual al considerado) 


SEÑOR MICHELINL.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINL.- Señor Presidente: ha sido un ho- 
nor votar al doctor Cancela para este destino, pues creo que 
va a situar lo más alto posible al Uruguay, ya que es un 
funcionario absolutamente profesional en todas las tareas 
en las que se ha desempeñado. 


Por eso, a vía de fundamento de voto, expreso mi alegría 
por esta designación. 


SEÑOR BARAIBAR.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BARAIBAR.- Señor Presidente: voy a manifes- 
tarme en términos similares a los del Miembro Informante, 
señor Senador Arana, resaltando también el respaldo que 
han dado, por el Partido Colorado, el señor Senador Alfie y, 
por el Partido Nacional, el señor Senador Gallinal, para 
quien ocupará un cargo tan trascendente como lo es la 
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jefatura de representación de nuestro país ante las Nacio- 
nes Unidas. Creo que, sin perjuicio de su juventud, cuenta 
con una larga trayectoria en el Servicio Exterior; digo esto 
porque comenzó muy joven y ya ha tenido destinos muy 
importantes que le dan la suficiente experiencia como para 
asumir cargos de jerarquía. Desde que el doctor Tabaré 
Vázquez asumió la Presidencia de la República, desempeñó 
el cargo de Secretario General del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, llevando a cabo una labor de gran trascenden- 
cia; ala vista está que la ha cumplido con absoluta respon- 
sabilidad y ecuanimidad, como corresponde a las tareas del 
Servicio Exterior. 


En resumen, señor Presidente, hemos votado con mucha 
convicción esta designación y deseamos al doctor Cancela 
el mejor de los éxitos, tanto en el plano personal como 
profesional, en el nuevo destino que hoy le ha asignado el 
Cuerpo. 


15) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER EJECUTIVO 
PARA DESTITUIR DE SUS CARGOS A VARIOS 
FUNCIONARIOS PUBLICOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde que el Senado pase 
a sesión secreta para considerar el asunto que figura en 
cuarto término del Orden del Día. 


(Así se hace. Es la hora 10 y 48 minutos) 
(En sesión pública) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, se reanuda la 
sesión. 


(Es la hora 11 y 07 minutos) 
-Dese cuenta de lo actuado en sesión secreta. 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


El Senado, en sesión secreta, aprobó las solicitudes 
formuladas por el Poder Ejecutivo para destituir de sus 
cargos acinco funcionarios del Ministerio de Salud Pública 
y a un funcionario del Ministerio de Defensa Nacional y 
resolvió devolver a la Comisión de Asuntos Administrati- 
vos una solicitud de venia para destituir a un funcionario 
del Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Se realizarán las comunicacio- 
nes pertinentes. 


La Mesa informa a los señores Senadores que el quinto 
punto del Orden del Día no fue considerado debido a que 
todavía no tenemos el informe de la Comisión correspon- 
diente y, en realidad, se incluye en función de su vencimien- 
to. 
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16) GENERAL JULIO CESAR RUGGIERO. SU FALLE- 
CIMIENTO 


SEÑOR PENADES.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PENADES.- Señor Presidente: teniendo en cuenta 
que no hay más asuntos en el Orden del Día, solicito 
autorización para hacer uso de la palabra en la media hora 
final. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PENADES.- Señor Presidente: de acuerdo con lo 
establecido en el Reglamento, he solicitado autorización 
para hacer uso de la palabra en la media hora final con el 
propósito de dar cuenta al Senado del fallecimiento, el 
pasado sábado, en Montevideo, del General del Ejército 
Nacional del Arma Ingenieros, señor Julio César Ruggiero, 
y de su sepelio el día domingo. 


El General Julio César Ruggiero desarrolló una intensa 
carrera militar iniciada en la década del sesenta y culminada 
en 1990 con su designación, por parte del Poder Ejecutivo, 
previa venia del Senado de la República, como General del 
Ejército. Tuvo una intensa actividad que, en última instan- 
cia, lo llevó a ser Jefe de la División de Ejército I, Jefe de la 
División de Ejército Il, Director del CALEN, Director del 
Centro de Apoyo Administrativo y Logístico del Ejército, 
Jefe de la Misión Militar del Uruguay, Agregado Militar de 
Uruguay ante el Gobierno de los Estados Unidos de Amé- 
rica y Presidente del Instituto Antártico Uruguayo. En 
todas esas funciones el General Ruggiero cumplió a cabalidad 
su responsabilidad. Me quedan en la retina varias de ellas 
porque lo conocí de cerca, fui amigo de él y de su familia, y 
pude valorar mucho su alto sentido del deber, su respeto, 
su honestidad y su amor a la Nación y a la Patria, que 
desplegara en todas esas misiones en las que fue designado 
por el Estado. 


En la División de Ejército I fue el último General que 
decidió una maniobra general, por la cual el Poder Ejecutivo 
de aquel entonces dispusiera inmediatamente su sustitu- 
ción. Nosotros no compartimos esa medida pero, en esa 
instancia, demostró cómo su alto sentido de la profesión lo 
llevó a tomar una decisión pocas veces vista en el Uruguay, 
pues se trataba de una maniobra que involucraba a toda una 
División del Ejército. Decidió nada más y nada menos que 
el traslado de la División de Ejércitol -cuya sede se ubica 
en la conocida Guarnición de Montevideo- para una manio- 
bra en el oeste del país. 


Presento esto como un dato anecdótico de su profunda 
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vocación militar. Pero además, estando al frente del CALEN, 
el General Ruggiero desarrolló una política de apertura de 
ese Instituto que, continuada después por los sucesivos 
Directores, ha llevado a que hoy sea un centro de referencia 
en el ambiente académico nacional, en el que se cuenta con 
la participación de actores militares y civiles en toda su 
“currícula”. 


Asimismo, fue Agregado Militar en los Estados Unidos, 
donde le cupo una responsabilidad y una acción muy inten- 
sas que permitieron un estrecho relacionamiento y la co- 
operación de las Fuerzas Armadas norteamericanas con el 
Ejército Nacional. Quizás uno de los hechos más simbólicos 
fue haber logrado organizar un desfile por la Avenida 
Pennsylvania de Washington el día de nuestra independen- 
cia, desarrollando así una acción de promoción del país 
desde el punto de vista militar y cultural, de la cual él mucho 
se enorgullecía, porque fue una de las más importantes de 
la Agregaduría Militar del Uruguay ante Estados Unidos. 
Como Presidente del Instituto Antártico, le dio una intensa 
participación al Uruguay. Tan es así, que Su Majestad 
británica otorgó al Uruguay una base en el continente 
antártico, siendo la primera vez que se lograba tener una 
presencia uruguaya en ese lugar, más allá de la base Artigas 
que tenía - y sigue teniendo- en la isla Rey Jorge. Lamenta- 
blemente, nuestro país no ha seguido intensificando su 
presencia con el correr de los años, pero en su momento fue 
un logro del General Ruggiero y de la Dirección de la época 
del Instituto Antártico. 


El General Ruggiero fue un caballero, un hombre de 
bien, un servidor de la Patria, un buen amigo, votante 
y simpatizante por tradición del Partido Colorado. Sin em- 
bargo, esto no fue óbice para que en el momento de su re- 
tiro entendiera que debía acompañar al Partido Nacional. 
Una vez retirado, así lo hizo formando el Movimiento Dig- 
nidad y militando bajo las divisas de nuestra colectividad 
política. 


De todas maneras, no es en ese sentido que lo quería 
recordar, sino por haber sido un hombre probo, honesto, 
buen padre de familia, un caballero y un servidor de nuestra 
Patria, como a él le gustaba que se le reconociera. Por lo 
tanto, me pareció oportuno que así se hiciera en el día de 
hoy en el Senado de la República. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada al Ministerio de Defensa Nacional, al Comando 
General del Ejército, alos familiares del General Ruggiero, 
al Instituto Antártico y al CALEM. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 


-20en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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16) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se comunica al Cuerpo que no 
existe la media hora final y esta exposición se ha hecho en 
el marco de una autorización especial, que sí está prevista 
en el Reglamento para exposiciones de más de diez minutos. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 11 y 16 minutos, presidiendo el 
señor Rodolfo Nin Novoa y estando presentes los señores 
senadores Amaro, Andújar, Antía, Arana, Baráibar, Da 
Rosa, Fernández Huidobro, Gallinal, Lapaz, Long, Moreira, 
Mujica, Oliver, Penadés, Romero, Saravia, Topolansky, 
Vaillant y Xavier.) 
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